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RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL 
ELECTORAL, RESPECTO DEL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR 
ORDINARIO CON NÚMERO DE EXPEDIENTE 
UT/SCG/Q/CG/50/INE/97/PEF/5/2014, INICIADO CON MOTIVO DE LA VISTA 
DADA POR LA DIRECCIÓN EJECUTIVA DE PRERROGATIVAS Y PARTIDOS 
POLÍTICOS DE ESTE INSTITUTO POR EL PROBABLE INCUMPLIMIENTO DE 
LOS PARTIDOS POLÍTICOS ACCIÓN NACIONAL Y DE LA REVOLUCIÓN 
DEMOCRÁTICA, DE ADECUAR SUS DOCUMENTOS BÁSICOS Y DEMÁS 
REGLAMENTACIÓN INTERNA A LAS PREVISIONES ESTABLECIDAS EN LA 
LEY GENERAL DE INSTITUCIONALES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES 
Y LA LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS, EN LOS PLAZOS 
SEÑALADOS PARA TAL EFECTO 

 
 

Distrito Federal, 13 de julio de dos mil quince. 
 
 

R E S U L T A N D O 
 
 

I. VISTA. El cuatro de noviembre de dos mil catorce, se recibió en la Unidad 
Técnica de lo Contencioso Electoral de la Secretaría Ejecutiva del Instituto 
Nacional Electoral, el oficio SCG/3321/20141, signado por el Secretario Ejecutivo 
de este Instituto, por el cual remitió el similar INE/DEPPP/DPPF/3348/20142, 

                                                           
1 Visible a foja 41 del expediente. 
2Visible a fojas 42-44 del expediente. 
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suscrito por el Director Ejecutivo de Prerrogativas y Partido Políticos de este 
Instituto, mediante el cual dio vista a esta autoridad electoral a efecto de resolver 
sobre el presunto incumplimiento de los partidos políticos Acción Nacional y de la 
Revolución Democrática, de adecuar los documentos básicos y demás 
reglamentación interna a las previsiones establecidas en el artículo Séptimo 
Transitorio de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y 
Quinto Transitorio de la Ley General de Partidos Políticos, dentro de los plazos 
previstos para ello. 
 
II. RADICACIÓN3. El nueve de noviembre de dos mil catorce se radicó la vista 
recibida, la cual quedó registrada con la clave de expediente 
UT/SCG/Q/CG/50/INE/97/PEF/5/2014, reservándose lo conducente respecto a la 
admisión y emplazamiento hasta el momento procesal oportuno. El seis de 
febrero siguiente, se consideró necesario remitir las constancias a la Dirección 
Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos, a fin de que, conforme con sus 
atribuciones emitiera pronunciamiento sobre el tema.4 
 
III. RECEPCIÓN Y TRÁMITE DE LA DEMANDA PRESENTADA POR EL 
PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO.5 El once de febrero de dos mil 
quince, se recibió en la Secretaría Ejecutiva de este Instituto, la queja presentada 
por el Partido Verde Ecologista de México contra el Partido de la Revolución 
Democrática, por la presunta omisión de adecuar sus documentos básicos y 
reglamentación interna a las previsiones establecidas en las Leyes Generales de 
Instituciones y Procedimientos Electorales y de Partidos Políticos, dentro de los 
plazos establecidos en la normativa electoral para tal efecto. 
 
El dieciséis de febrero de este año, mediante oficio INE-UT/2106/2015,6 la Unidad 
Técnica de lo Contencioso Electoral remitió la demanda a la Dirección Ejecutiva de 
Prerrogativas y Partidos Políticos, para el efecto de que dicha instancia 
determinara lo que en derecho correspondiera, respecto al presunto 
incumplimiento denunciado.  
 
IV. DETERMINACIÓN DE LA DIRECCIÓN EJECUTIVA DE PRERROGATIVAS Y 
PARTIDOS POLÍTICOS DE ESTE INSTITUTO, SOBRE LAS PRESUNTAS 
OMISIONES DE LOS PARTIDOS ACCIÓN NACIONAL Y DE LA REVOLUCIÓN 
DEMOCRÁTICA. El siete de mayo de la presente anualidad, mediante oficio 

                                                           
3 Visible a fojas 69-70 del expediente. 
4 Visible a foja 33-36 del expediente. 
5 Visible a fojas 89-113 del expediente. 
6 Visible a fojas 134 BIS-135 del expediente. 
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INE/DEPPP/DE/DPPF/2070/20157, la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y 
Partidos Políticos de este Instituto devolvió a la Unidad Técnica de lo Contencioso 
Electoral las constancias que conformaban el expediente en que se actúa hasta el 
seis de febrero de dos mil quince, con las consideraciones que estimó pertinentes. 
 
El trece de mayo siguiente, la indicada Dirección Ejecutiva también remitió a la 
Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral la queja presentada por el Partido 
Verde Ecologista de México, junto con los argumentos y consideraciones que 
determinó pertinentes. 
 
V. CONTINUACIÓN DEL PROCEDIMIENTO8. El trece de mayo de la presente 
anualidad, la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral determinó continuar con 
la sustanciación del procedimiento ordinario sancionador 
UT/SCG/Q/CG/50/INE/97/PEF/5/2014.  
 
El quince del mismo mes y año, dicha Unidad acordó, entre otras cuestiones, la 
glosa de la denuncia presentada por el Partido Verde Ecologista de México y 
demás constancias que obraban en el expediente, a los autos del procedimiento 
ordinario sancionador UT/SCG/Q/CG/50/INE/97/PEF/5/2014, a efecto de que 
ambas causas fuesen analizadas de manera conjunta. 
  
VI. ACUERDO DE ADMISIÓN Y EMPLAZAMIENTO9. Mediante acuerdo de veinte 
de mayo de dos mil quince, la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral, 
determinó admitir a trámite como procedimiento sancionador ordinario la vista 
dada por la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos de este 
Instituto, así como la denuncia presentada por el Partido Verde Ecologista de 
México. Asimismo, ordenó emplazar a los partidos políticos denunciados que a 
continuación se enlistan. 
 

Sujeto Requerido Oficio Notificación / Término 
Fecha de contestación 

al emplazamiento 

PARTIDO ACCIÓN 
NACIONAL  

INE-UT/7628/201510 
Notificación: 21/05/2015 

Término: 26/05/2015 
28/05/2015 

PARTIDO DE LA 
REVOLUCIÓN 
DEMOCRÁTICA  

INE-UT/7629/201511 
Notificación: 21/05/2015 

Término: 26/05/2015 
OMISO 

 

                                                           
7 Visible a fojas 74-81 del expediente. 
8 Visible a fojas 82-83 del expediente. 
9 Visible a fojas 257-265 del expediente. 
10 Visible a foja 369  del expediente. 
11 Visible a foja 382 del expediente. 
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VII. ALEGATOS12. El veintisiete de mayo de dos mil quince, al no existir 
diligencias pendientes por practicar, se ordenó dar vista a las partes para que en 
vía de alegatos manifestaran lo que a su derecho conviniera. 
 

Sujeto Requerido Oficio Notificación / Término 
Fecha de contestación a la vista de 

alegatos 

PARTIDO ACCIÓN NACIONAL. INE-UT/8132/201513 
Notificación: 28/05/2015 

Término: 02/06/2015 
02/06/201514 

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA  INE-UT/8133/201515 
Notificación: 28/05/2015 

Término: 02/06/2015 
01/06/201516 

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO  INE-UT/8134201517 
Notificación: 28/05/2015 

Término: 02/06/2015 
02/06/201518 

 
VIII. ELABORACIÓN DEL PROYECTO. En su oportunidad, se ordenó la 
elaboración del Proyecto de Resolución con los elementos que obran en el 
expediente en que se actúa. 
 
IX. SESIÓN DE LA COMISIÓN DE QUEJAS Y DENUNCIAS. En la Nonagésima 
Cuarta Sesión Extraordinaria Urgente de carácter privado, celebrada el veinticinco 
de junio de dos mil quince, la Comisión de Quejas y Denuncias del Instituto 
Nacional Electoral aprobó el proyecto por mayoría de votos de sus integrantes. 
 
 

C O N S I D E R A N D O 
 
 
PRIMERO. COMPETENCIA. El Consejo General del Instituto Nacional Electoral 
es competente para resolver los procedimientos ordinarios sancionadores cuyos 
proyectos le sean turnados por la Comisión de Quejas y Denuncias, conforme lo 
dispuesto en los artículos 44, párrafo 1, incisos j), aa) y jj), y 469, párrafo 1, 2 y 5, 
de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 
 
En el caso, la materia del presente procedimiento la constituye la presunta omisión 
por parte de los partidos políticos Acción Nacional y de la Revolución Democrática, 
de adecuar sus documentos básicos y demás normatividad interna a las 
disposiciones contenidas en la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales y en la Ley General de Partidos Políticos, en términos de los artículos 

                                                           
12 Visible a fojas 397-398 del expediente. 
13 Visible a fojas 410-416  del expediente. 
14 Visible a fojas 703-715 del expediente.  
15 Visible a fojas 502-508 del expediente. 
16 Visible a fojas 509-681 del expediente 
17 Visible a fojas 495-501 del expediente. 
18 Visible a fojas 682-702 del expediente 
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transitorios Séptimo y Quinto de los ordenamientos referidos, respectivamente; 
omisión que podría constituir infracción administrativa conforme a lo previsto en el 
artículo 443, párrafo 1, inciso a), de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, en relación con el diverso 25, párrafo 1, inciso a), de 
la Ley General de Partidos Políticos; conductas cuya determinación de 
responsabilidad y sanción son competencia del Consejo General del Instituto 
Nacional Electoral. 
 
SEGUNDO. ANTECEDENTES COMUNES DE LA OMISIÓN ATRIBUIDA AL 
PARTIDO ACCIÓN NACIONAL Y AL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN 
DEMOCRÁTICA. Derivado de la reciente reforma constitucional en materia 
político electoral, se estableció en el Artículo Transitorio segundo de dicha 
reforma, que el Congreso de la Unión debería expedir las normas previstas en el 
inciso a) de la fracción XXI, y en la fracción XXIX-U del artículo 73 de la 
Constitución, a más tardar el treinta de abril de dos mil catorce. Con ello se generó 
el deber de expedición de la Ley General que regularía a los Partidos Políticos 
Nacionales y locales, y de la Ley General que regularía los procedimientos 
electorales. 
 
En relación con lo anterior, el quince de mayo de dos mil catorce, la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión expidió los Decretos a través de los cuales 
aprobó las Leyes Generales de Instituciones y Procedimientos Electorales y de 
Partidos Políticos, las cuales fueron publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación el veintitrés del mencionado mes y año, para entrar en vigor el 
veinticuatro del mismo mes y año. 
 
En lo que al caso atañe, ambas leyes contienen en sus disposiciones transitorias, 
la obligación de los partidos políticos de adecuar sus Estatutos y normas 
reglamentarias al nuevo régimen legal general, como se observa de los artículos 
que enseguida se transcriben: 
 

Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 
Artículos Transitorios 

… 
Séptimo. Los partidos políticos deberán adecuar sus documentos básicos 
y demás reglamentación interna a lo previsto en esta Ley y en las demás 
disposiciones legales aplicables. 
… 
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Ley General de Partidos Políticos 
Artículos Transitorios 

… 
 
QUINTO. Los partidos políticos deberán adecuar sus documentos básicos 
y demás reglamentación interna a lo previsto en esta Ley y en las demás 
disposiciones legales aplicables, a más tardar el 30 de septiembre de 
2014. 
… 

 

En el caso concreto, el Director Ejecutivo de Prerrogativas y Partidos Políticos de 
este instituto, mediante oficios INE/DEPPP/DPPF/1046/201419 e 
INE/DEPPP/DPPF/1045/201420 dirigidos al representante propietario del Partido 
de la Revolución Democrática y al representante propietario del Partido Acción 
Nacional, ambos ante el Consejo General de este Instituto, respectivamente, les 
hizo un atento recordatorio de que la fecha límite para la adecuación de sus 
documentos básicos y reglamentación interna a las dos nuevas leyes antes 
indicadas, era el treinta de septiembre de dos mil catorce; lo anterior, con la 
finalidad de que dicha Dirección estuviera en aptitud de analizar las modificaciones 
que se formularan a dichas normativas. 
 
El texto del comunicado es literalmente el mismo en ambos oficios, salvo los datos 
personales de los destinatarios, por lo que enseguida se reproduce solo uno de los 
textos. 
 

… 
 
Con fundamento en los artículos 41, párrafo segundo, Base V, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; relacionado con 
los artículos 30, párrafo 2; 32, fracción IX; 55, inciso o) y Transitorio 
Séptimo, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales; 23, párrafo 1, inciso b); 25 inciso I); 35, 36, 37, 38 y 39 y 
Transitorio Quinto de la Ley General de Partidos Políticos, así como 44, 
párrafo 1, inciso e) del Reglamento Interior del otrora Instituto Federal 
Electoral, me permito manifestar que, con motivo de la expedición de la 
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, así como de 
la Ley General de Partidos Políticos, publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación el día veintitrés de mayo del año en curso, esta Dirección 
Ejecutiva deberá analizar la modificación de los documentos básicos del 
Instituto político que usted representa. 

                                                           
19 Visible a fojas 045 del expediente 
20 Visible a fojas 063 del expediente 
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Derivado de lo anterior, y en cumplimiento al referido Transitorio Quinto 
de la Ley General de Partidos Políticos, le recuerdo que la fecha límite 
para la adecuación de su norma partidista es el treinta de septiembre del 
año en curso. 
… 

 
Los oficios correspondientes fueron recibidos en las oficinas de las 
representaciones de los partidos Acción Nacional y de la Revolución Democrática 
ante este Consejo General, el dieciocho de agosto de dos mil catorce, según 
consta en los sellos de recepción de los respectivos comunicados oficiales. 
 
En su oportunidad, cada uno de los partidos políticos ahora denunciados, 
comparecieron a manifestar lo que consideraron pertinente en relación al 
cumplimiento de la adecuación de su normativa interna al nuevo régimen legal 
general; manifestaciones que se explicitarán al analizar individualmente la 
conducta de cada partido político y las pruebas vinculadas con cada uno, a fin de 
evitar repeticiones innecesarias. 
 
TERCERO. ESTUDIO DEL FONDO. En primer lugar, se efectuará el análisis 
correspondiente respecto de la presunta omisión del Partido Acción Nacional, de 
adecuar sus documentos básicos y reglamentación interna a la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales así como a la Ley General de Partidos 
Políticos, en el plazo establecido por el legislador, y en un segundo apartado se 
hará lo conducente en relación con el Partido de la Revolución Democrática. 
 
ACREDITACIÓN DE LA OMISIÓN Y RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 
DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL 
 
Como ya quedó asentado, el dieciocho de agosto de dos mil catorce, el Partido 
Acción Nacional recibió un recordatorio por parte del Director Ejecutivo de 
Prerrogativas y Partidos Políticos de este Instituto, respecto de que la fecha límite 
para la adecuación de sus documentos básicos y reglamentación interna a la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales así como a la Ley General 
de Partidos Políticos, era el treinta de septiembre siguiente. 
 
Por medio del escrito RPAN/527/201421 de treinta de septiembre del año próximo 
pasado, el Partido Acción Nacional por conducto de su representante, manifestó al 
Director Ejecutivo mencionado, que la norma Estatutaria de su partido político se 

                                                           
21 Visible a fojas 24 del expediente 



CONSEJO GENERAL 
EXP. UT/SCG/Q/CG/50/INE/97/PEF/5/2014 

8 

encontraba en ese momento ajustada al sistema constitucional y legal vigente, así 
como a las correspondientes Leyes General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales y de Partidos Políticos. 
 
Respecto de lo anterior, el seis de octubre posterior, el Director Ejecutivo de 
Prerrogativas y Partidos Políticos mediante oficio INE/DEPPP/DPPF/3110/201422, 
dirigido al representante del Partido Acción Nacional, le comunicó que de una 
revisión a los Estatutos de dicho partido, se concluía que los mismos no cumplen 
con los requisitos previstos en las leyes de la materia, lo cual hizo en los 
siguientes términos: 
 

Con fundamento en el artículo 55, párrafo 1, inciso o) de la Ley General 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, me refiero a su oficio 
RPAN/527/2014 de fecha treinta de septiembre del año en curso, 
recibido el mismo día, por medio del cual formula diversas 
manifestaciones respecto a la adecuación del Estatuto del Partido 
Acción Nacional al sistema constitucional y legal vigente. 
 
Al respecto, le comunico que de una revisión expedita al documento de 
referencia, esta autoridad concluye que el mismo no cumple con los 
requerimientos previstos en la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, así como en la Ley General de Partidos 
Políticos. 
 
En consecuencia, le solicito que en un plazo de cinco días manifieste lo 
que a derecho convenga. 

 

El trece de octubre del año próximo pasado, el Partido Acción Nacional 
compareció por medio del escrito RPAN/580/201423, mediante el cual manifestó 
que su norma estatutaria requería algunas modificaciones, solicitando una 
prórroga del plazo concedido por la ley, al considerar complejo el procedimiento 
para modificar sus Estatutos. Los planteamientos de reforma a su normativa 
interna los condensa en su escrito de la siguiente manera: 
 

Cambiar aquellas referencias que hacen los Estatutos Generales de ese 
partido a la credencial para votar con fotografía emitida por el otrora 
Instituto Federal Electoral al nuevo Instituto Nacional Electoral; 
 

                                                           
22 Visible a fojas 65 del expediente 
23 Visible a fojas 66 a 68 del expediente 
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La obligación relativa al deber de los partidos políticos de contemplar en 
sus Estatutos la forma de garantizar la protección de los datos 
personales de sus militantes, establecida en el artículo 29 de la Ley 
General de Partidos Políticos, está siendo contemplada en el nuevo 
proyecto de Reglamento de Militantes de Acción Nacional; 
 
En lo que respecta a la obligación consistente en materia de 
transparencia y acceso a la información establecida en el numeral 43, 
inciso f), de la mencionada ley, La Comisión Permanente del Consejo 
Nacional de ese partido se encuentra en proceso de creación de la 
Comisión de Transparencia y Acceso a la Información; 
 
En lo tocante a la obligación a que alude el artículo 46, numeral 3, de la 
Ley en comento, consistente en la creación de mecanismos alternos de 
solución de controversias, esta figura ya se encuentra contemplada en 
el Reglamento de Selección de Candidatos a Cargos de Elección 
Popular, mismo que se encuentra en su fase revisión por parte de la 
Dirección; 
 
Por cuanto hace al establecimiento de procedimientos de justicia 
intrapartidaria que incluyan mecanismos de solución de controversias, 
así como un sistema de justicia interna de solución de conflictos 
uniinstancial, previstas en los numerales 46, párrafo 1 y 48 de la Ley 
General de Partidos Políticos, la normativa interna del mencionado 
instituto político establece un procedimiento bi-instancial, y ajustar 
dichas disposiciones normativas podría realizarse mediante la 
expedición de nuevo Reglamento sobre Aplicación de Sanciones; 
 
Que para poder realizar una reforma a sus Estatutos, requiere convocar 
a la Asamblea Nacional Extraordinaria, en términos del artículo 19, 
numeral 4, de los Estatutos Generales de ese instituto político, proceso 
mismo que pudiese demorar entre cuatro y cinco meses, por lo cual 
solicita una prórroga para llevar a cabo dichos ajustes.  

 
En relación con lo anterior, el ocho de mayo de dos mil quince, el Director 
Ejecutivo de Prerrogativas y Partidos Políticos dirigió al Titular de la Unidad 
Técnica de lo Contencioso Electoral el oficio INE/DEPPP/DE/DPPF/2070/201524, 
mediante el cual puntualizó, que el propio Partido Acción Nacional en su escrito 
RPAN/580/2014 reconoce la necesidad de hacer ajustes a su normativa partidista, 
y que con independencia de ello, la Dirección a su cargo se dio a la tarea de 
revisar los Estatutos Generales vigentes del citado partido político, para conocer 

                                                           
24 Visible a fojas 74 a 81 del expediente 
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preliminarmente los aspectos en los cuales, aquéllos no se ajustan a la Ley 
General de Partidos Políticos; indicando que de tal revisión se obtuvo lo siguiente. 
 
Disposiciones en Materia de Transparencia y Protección de Datos 
Personales 
 
En los Estatutos de dicho partido político, no se contempla el órgano encargado de 
cumplir con las obligaciones de transparencia y acceso a la información, y 
tampoco los derechos ARCO25; de conformidad con las obligaciones establecidas 
en los artículos 29, numeral 1, y 43, numeral 1, inciso f), de la Ley General de 
Partidos Políticos. 
 
Requisitos para la afiliación 
 
En los Estatutos de ese instituto político, se contempla que la afiliación se 
solicitará de manera individual, libre y pacífica, sin mencionar que ésta deberá 
llevarse a cabo en forma personal, tal y como lo señala el artículo 39, numeral 1, 
inciso b), de la citada ley. 
 
Derechos y obligaciones de los afiliados 
 
En los Estatutos en cuestión no se puntualiza la totalidad de los derechos y 
obligaciones señalados en los artículos 40, incisos e), f), i) y j); y 41, incisos d), e) 
y f), de la Ley General de Partidos Políticos, a saber: 
 
Que son derechos de los militantes, entre otros: 
 
Solicitar la rendición de cuentas a sus dirigentes, a través de los informes que con 
base en la normatividad interna, se encuentren obligados a presentar durante su 
gestión;  
 
Exigir el cumplimiento de los documentos básicos de los partidos políticos; 
impugnar ante el Tribunal o los Tribunales Electorales locales, las resoluciones y 
decisiones de los órganos internos que afecten sus derechos político electorales y, 
refrendar, en su caso, o renunciar a su condición de militante.  
 
 
 
                                                           
25 La Ley otorga a los titulares de los datos personales el derecho a acceder, rectificar y cancelar su información personal en posesión de terceros, así 
como a oponerse a su uso. A estos se les conoce como derechos ARCO. 



CONSEJO GENERAL 
EXP. UT/SCG/Q/CG/50/INE/97/PEF/5/2014 

11 

Por cuanto hace a las obligaciones de los militantes, no se establece la relativa a: 
 
Velar por la democracia interna y el cumplimiento de las normas partidarias;  
 
Cumplir con las disposiciones legales en materia electoral y, 
 
Cumplir con las resoluciones internas que hayan sido dictadas por los órganos 
facultados para ello y con base en las normas partidarias. 
 
Órganos internos del partido 
 
El partido no cuenta con un órgano de decisión colegiada democráticamente 
integrado, responsable de la organización de los procesos para la integración de 
los órganos internos del partido político y para la selección de candidatos a cargos 
de elección popular. 
 
No se observa un órgano de decisión colegiada, responsable de la impartición de 
justicia intrapartidaria, que sea independiente, imparcial y objetivo, así como 
uniistancial. 
 
Lo anterior, de conformidad con el artículo 43, numeral 1, de la Ley General de 
Partidos Políticos. 
 
Justicia intrapartidaria 
 
En los Estatutos de ese instituto político, no se contemplan mecanismos 
alternativos de solución de controversias internas, así como algunos de los 
requisitos señalados en el artículo 39, numeral 1, inciso k), de la ley en comento. 
 
Solicitud al Instituto Nacional Electoral para organizar elecciones internas 
 
En tales Estatutos, no se señala el órgano facultado para solicitar la organización 
de la elección de los órganos de dirección, ni se puntualizan los supuestos ni el 
procedimiento para determinar la procedencia de la solicitud. Por lo que, de así 
requerirlo, no se cumpliría con lo establecido en el artículo 45, numeral 2, inciso a), 
de la Ley General de Partidos Políticos. 
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Informes 
 
En el artículo 32, inciso d), del Estatuto del Partido Acción Nacional, se establece 
que la Tesorería Nacional es el órgano responsable de presentar al órgano 
electoral los informes anuales de ingresos y egresos y los informes por campañas 
electorales federales, sin embargo, se omite la obligación de rendir los informes 
trimestrales, así como los de precampaña, señalados en el artículo 43, numeral 1, 
inciso c), de la Ley General de Partidos Políticos. 
 
Financiamiento privado 
 
En los Estatutos Generales del Partido Acción Nacional no se establecen 
expresamente los tipos y reglas de financiamiento privado a los que podrá recurrir 
el partido político; en términos de lo establecido en los artículos 39, numeral 1, 
inciso i), y 53 de la Ley General de Partidos Políticos. 
 
Las documentales emitidas por la autoridad electoral que han quedado descritas, 
revisten el carácter de documentales públicas en términos del artículo 461, párrafo 
3, inciso a), las cuales valoradas en atención al contenido del artículo 462, párrafo 
2, ambas disposiciones de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, tienen valor probatorio pleno. 
 
Por lo que se refiere a las documentales emitidas por el Partido Acción Nacional 
por conducto de su representante, revisten el carácter de documentales privadas 
en términos del artículo 461, párrafo 3, inciso b), las cuales valoradas en atención 
al contenido del artículo 462, párrafo 3, ambas disposiciones de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, tienen valor probatorio pleno al 
concatenarse con los demás elementos que obran en el expediente, en tanto que 
guardan coincidencia con las manifestaciones del Director Ejecutivo de 
Prerrogativas y Partidos Políticos, en el sentido de que no se han hecho las 
adecuaciones a la normativa del citado partido político. 
 
En efecto, de las constancias de autos se advierte que no hay controversia en 
torno a la omisión del Partido Acción Nacional respecto de la adecuación de sus 
documentos básicos y demás normativa interna al régimen legal general vigente, 
pues existe un reconocimiento expreso en ese sentido, además de que el instituto 
político solicitó al Director Ejecutivo de Prerrogativas y Partidos Políticos una 
prórroga al plazo establecido en la ley a fin de dar cumplimiento a dicha 
obligación. 
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En ese sentido, se tiene por acreditada la omisión denunciada, en términos del 
artículo 461, párrafo 1, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, al tratarse de un hecho reconocido. 
 
Precisado lo que antecede, resta analizar si jurídicamente es válida la justificación 
dada por el Partido Acción Nacional respecto de la conducta omisiva acreditada, 
con base en el argumento expuesto en el escrito RPAN/580/13101426 en el 
sentido de que: 
 

…Poder realizar una reforma a los Estatutos requiere convocar a la 
Asamblea Nacional Extraordinaria en términos del artículo 19 numeral 4 de 
los Estatutos Generales del Partido Acción Nacional, el proceso inicia con 
la convocatoria a Asambleas Municipales para la elección de Delegados y 
es un Proceso que pudiese dilatar entre cuatro y cinco meses, en medio de 
un Proceso Electoral se vislumbra muy complejo llevar a cabo una 
Asamblea Nacional Extraordinaria…solicito se me tenga por presentado en 
términos del escrito de cuenta y se conceda prórroga del plazo concedido 
en el oficio de referencia. 

 
Esta autoridad considera que lo argumentado por el Partido Acción Nacional no 
resulta suficiente para eximirlo de la responsabilidad de cumplir con el mandato de 
las disposiciones transitorias a que se ha venido haciendo referencia, de acuerdo 
a lo que se razona a continuación. 
 
Por una parte, las reformas constitucional y legal en materia electoral tuvieron 
como finalidad mejorar el sistema jurídico electoral e implementarlo en el presente 
Proceso Electoral, para que con base en el rediseño de la normativa se pudieran 
hacer efectivas diversas prerrogativas y condiciones incorporadas en el nuevo 
régimen, o bien, se dejaran de aplicar algunas normas que fueran contrarias a 
éste; por otra parte, se estima que el partido político dispuso del tiempo necesario 
para llevar a cabo una Asamblea Nacional para la aprobación de las reformas, sin 
que lo hubiera hecho. 
 
Para considerar lo anterior, es preciso tener presente la exposición de motivos de 
la Ley General de Partidos Políticos, la cual, en la parte que se transcribe, alude 
también al Dictamen de la Cámara de Origen del Decreto de Reforma 
Constitucional en materia electoral.  
 

                                                           
26 Visible a fojas 66 a 68 del expediente 
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La exposición de motivos refiere en lo que interesa, lo siguiente: 
 

… 
El Dictamen de Cámara de Origen del Decreto de Reforma Constitucional 
al que ya nos hemos referido, reconoce la importancia de los partidos 
políticos en la consolidación de la democracia al mencionar lo siguiente:  
 
En los procesos de transición, los partidos políticos son principalísimos 
actores de la vida democrática. Su finalidad primordial es el 
establecimiento de procedimientos democráticos imparciales, pues más 
que competir por el poder están construyendo las bases del nuevo Estado. 
En cierta forma, dejan de ser singularidades en búsqueda de un beneficio 
político directo e inmediato, para transformarse en formadores del Estado 
democrático de derecho. Por tal motivo, en la transición, su tarea es única 
y fundamental, muy diferente a la que se desarrolla dentro de las 
condiciones ordinarias de la competencia política en una democracia.  
 
Un compromiso histórico que atiende dicha reforma es el fortalecimiento de 
los esquemas de democracia participativa y los medios de representación 
política. Lo anterior, partiendo del supuesto de que el medio más efectivo 
para tener acceso y ejercer el poder público es a través de los partidos 
políticos. Además, dichos entes tienen un compromiso con la sociedad al 
ser promotores del cambio democrático, la conciencia social y la 
participación ciudadana. Por lo tanto, resulta incuestionable sentar bases 
para la constitución y organización de los partidos políticos, con el 
propósito de encaminar rumbo político que como Nación esperamos todos 
los mexicanos.  
 
En este sentido, la Iniciativa que hoy sometemos a la consideración del 
Pleno de esta Soberanía tiene por objeto, además de dar cumplimiento al 
citado mandato constitucional, establecer una legislación que regule de 
manera eficaz a los partidos políticos existentes en el país, ya sea 
nacionales o locales, en aspectos tales como su integración, registro, 
participación política, representación, acceso a la información pública, así 
como la fiscalización y el régimen de sanciones por incumplimiento a las 
disposiciones en materia electoral.  
 
Incluso en la discusión de la citada reforma constitucional, los aspectos 
antes mencionados se consideraban como asuntos internos de los partidos 
políticos, por lo que no era posible realizar una fiscalización efectiva, aun 
cuando disponen de presupuesto público. Adicionalmente, los mecanismos 
para definir a los candidatos a cargos de elección popular eran 
cuestionados tanto al interior del partido como al exterior, con el 
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argumento, por ejemplo, de la permanencia de las mismas estructuras en 
órganos de gobierno, circunstancia que obstruye la generación de nuevos 
cuadros políticos y de representación.  
 
Ante este escenario, resulta de vital importancia limitar el espacio 
discrecional de los partidos políticos, trasladando a la esfera de lo público 
aquellos aspectos que garanticen por un lado, el acceso efectivo de los 
ciudadanos al poder público, por medio del establecimiento de derechos 
mínimos y obligaciones a cargo de los militantes; así como un esquema de 
fiscalización, rendición de cuentas y acceso a la información pública que 
permita conocer no sólo a los propios militantes, sino a los ciudadanos en 
general en qué se gastan los recursos públicos asignados a los partidos.  
 
Además, se deben establecer condiciones de permanencia y en su caso, 
de cancelación del registro de partidos políticos, pues también es 
cuestionable la existencia de partidos políticos sin la suficiente legitimación 
social, al observarse desde una matriz de costo-beneficio para el país. En 
congruencia con esto, no es tema menor el establecimiento de 
mecanismos de participación política, como las coaliciones y fusiones 
políticas, como paradigmas de fortalecimiento electoral de los partidos 
políticos.  

 

La finalidad de la reforma constitucional y, a la postre, la legal, fue mejorar algunos 
aspectos del sistema jurídico electoral y corregir otros, con la introducción de 
reglas en temas de afiliación partidista (requisitos, derechos y obligaciones de los 
militantes); transparencia en el manejo de la información y protección de datos de 
los militantes; participación paritaria de la mujer en la postulación de candidatos a 
cargos de elección popular; órganos partidistas encargados de la organización de 
procesos para la integración con características particulares; estructuración de su 
sistema de justicia partidaria en una sola instancia, así como en materia de 
financiamiento privado y rendición de informes para fiscalización de sus recursos, 
entre otros tópicos.  
 
En tal virtud, se puede afirmar que uno de los objetivos del Constituyente 
permanente y del legislador federal, era ajustar y hacer efectiva dicha reforma 
integral desde el actual Proceso Electoral, lo cual se corrobora, incluso, con el 
contenido del Artículo Transitorio quinto de la Ley General de Partidos Políticos, 
en que se establece el deber para éstos de adecuar sus documentos básicos y 
demás reglamentación interna a lo previsto en dicha ley y en las demás 
disposiciones legales aplicables, a más tardar el treinta de septiembre de dos 
mil catorce. 
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En ese sentido, cabe destacar que el artículo 1 de la Ley General de Partidos 
Políticos, al igual que el artículo 1 de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, establecen que las disposiciones contenidas en 
dichas legislaciones, son de orden público y observancia general en el territorio 
nacional. El que las normas sean de orden público implica que su cumplimiento no 
está sujeto a la voluntad de las partes27 sino que están en un estado de 
preponderancia por considerarse dentro del ámbito del interés público, de ahí que 
su observancia general es un deber para todos los gobernados. 
 
En ese contexto, no es dable aceptar que fuera potestativo para los partidos 
políticos, en la especie el Partido Acción Nacional, el cumplimiento de adecuar su 
normativa interna a las nuevas leyes, ni mucho menos que resulte válida dicha 
adecuación fuera de la fecha límite establecida por el legislador, porque ello 
atentaría contra la preponderancia que deben tener tales disposiciones por ser de 
orden público.  
 
Bajo ese panorama, es claro que el surgimiento de la obligación de adecuar la 
normativa no obedeció a la notificación del oficio emitido por el Director Ejecutivo 
de Prerrogativas y Partidos Políticos, sino que surgió con la publicación de la 
ley respectiva en el órgano de difusión oficial mencionado, por lo que la prórroga 
solicitada al titular de la Dirección a que se ha hecho referencia, resultaba 
improcedente, pues no era jurídicamente correcto que el indicado funcionario 
electoral otorgara una ampliación del plazo para dar cumplimiento a la obligación 
de realizar la adecuación correspondiente a la normativa interna del partido 
político denunciado, toda vez que dicho plazo se encuentra expresamente previsto 
en las disposiciones transitorias de la invocada ley electoral. 
 
Asimismo, por cuanto hace a la manifestación del Partido Acción Nacional en el 
sentido de que resulta complejo reunir a la Asamblea Nacional para llevar a cabo 
las modificaciones estatutarias y reglamentarias, lo cual alega, le llevaría de cuatro 
a cinco meses, también es de desestimarse, con base en lo que enseguida se 
expone. 
 
Conforme a los artículos 16 y 17 de los Estatutos del Partido Acción Nacional, la 
máxima autoridad partidista es la Asamblea Nacional, misma que funciona como 
Asamblea Nacional Ordinaria que se celebrará por lo menos cada tres años y 
que se convocará al menos con sesenta días de anticipación. 

                                                           
27 Diccionario Jurídico Mexicano, Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM. Editorial Porrúa, Primera Edición, página 2701. “…la dogmática jurídica 
se refiere como orden público al conjunto de instituciones jurídicas que identifican o distinguen el derecho de una comunidad; principios, normas e 
instituciones que no pueden ser alteradas  por la voluntad de los individuos (no está bajo el imperio de la “autonomía de la voluntad”)…” 
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También sesiona en Asamblea Nacional Extraordinaria, según el artículo 19 de 
los Estatutos del citado partido político, cada vez que sea convocada por la 
Comisión Permanente o por el Consejo Nacional; entre los asuntos que le 
corresponde decidir se encuentran la transformación o fusión con otra agrupación, 
la disolución del partido, aprobar los proyectos de los Principios de Doctrina, 
aprobar el programa de acción política y cualquier asunto de trascendencia para el 
partido político que no estuviera expresamente reservado a la Asamblea Nacional 
Ordinaria, al Consejo Nacional a la Comisión Permanente o al Comité Ejecutivo 
Nacional, previo acuerdo que en tal sentido tomen la Comisión Permanente o el 
Consejo Nacional.  
 
La convocatoria para la Asamblea Nacional Extraordinaria deberá emitirse 
cuarenta y cinco días antes de la fecha fijada para su celebración; regla 
temporal genérica que se desprende del contenido del párrafo 2, relacionado con 
los incisos b) al f) del párrafo 4 del numeral 19 antes citado, en que se enuncian 
las hipótesis de asuntos que le corresponde conocer a dicha asamblea. 
 
Cabe precisar que la regla temporal establecida para la emisión de la convocatoria 
en el caso de la modificación de los Estatutos del partido, es diferente de la 
genérica, como se advierte en el apartado 4, inciso a), del aludido artículo 19, que 
prevé que corresponde decidir a la Asamblea Nacional Extraordinaria, la 
modificación de los Estatutos del partido; ello implica tomar en cuenta la opinión 
de los militantes, órganos municipales y estatales recabada en reuniones de 
consulta y, previa aprobación del proyecto correspondiente por la Comisión 
Permanente o por el Consejo Nacional, deberá ponerse dicho proyecto, junto 
con la convocatoria, a disposición de los delegados acreditados para participar 
en la misma, por lo menos quince días antes de la celebración de la 
Asamblea Nacional Extraordinaria. 
 
De lo anterior se puede advertir que dependiendo del tema a tratar, la Asamblea 
se puede constituir en ordinaria y en extraordinaria; asimismo, la anticipación con 
la que deberán emitirse las convocatorias respectivas, atiende por una parte, al 
tipo de Asamblea a celebrarse y, por otra, al tipo de asunto a resolver. 
 
De acuerdo a lo anterior, las convocatorias se emiten con al menos sesenta, 
cuarenta y cinco y quince días de anticipación a la celebración de la asamblea 
respectiva, siendo este último plazo el que aplica para la Asamblea Nacional 
Extraordinaria que conocerá de la modificación de los Estatutos, acorde a la regla 
específica que le es aplicable [artículo 19, párrafo 4, inciso a) de los Estatutos]. 
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En ese sentido, queda de manifiesto que el Partido Acción Nacional estuvo en 
condiciones para celebrar la Asamblea Nacional Extraordinaria para cumplir con 
su deber de adecuar su normativa interna al actual régimen, siendo que, incluso, 
el tiempo de anticipación con el que debió convocar a la celebración de la misma 
(quince días) es menor al del resto de las hipótesis previstas para tratar temas de 
diferente índole a la modificación estatutaria. 
 
No pasa desapercibido que el procedimiento de modificación conlleva la previa 
consulta a la militancia y a los órganos estatales y municipales, sin embargo, se 
considera que dichos actos preparatorios pudieron haberse realizado igualmente 
dentro de un lapso breve que pudiera dar paso a la posterior propuesta de 
modificación estatutaria, teniendo en cuenta que la Ley General de Partidos 
Políticos que le impuso el deber al Partido Acción Nacional, así como al resto de 
los partidos políticos de adecuar su normativa interna, fue publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el veintitrés de mayo de dos mil catorce, y siendo que en 
ella se estableció que tal adecuación debía realizarse a más tardar el treinta de 
septiembre del mismo año, se observa que entre ambas fechas mediaron más 
de cuatro meses, tiempo suficiente y razonable que el propio partido político 
afirmó, era el que necesitaba para cumplir lo mandatado en la ley. 
 
Como un argumento adicional a lo expuesto, se tiene que aun cuando el Partido 
Acción Nacional hubiera requerido más tiempo del establecido en su normativa 
estatutaria para la preparación y celebración de los actos necesarios para la 
reunión de su Asamblea Nacional, lo que según indica, le llevaría cuatro o cinco 
meses, es evidente que contó con más de ese tiempo sin que hiciera lo 
conducente, además de que en autos tampoco hay elementos de convicción que 
acrediten la realización de actos tendentes a cumplir con la adecuación de su 
normativa, lo que denota la falta de interés del partido en cumplir con tal 
obligación. 
 
Es preciso indicar que el Partido Acción Nacional presentó extemporáneamente su 
escrito de contestación al emplazamiento, pues toda vez que el acuerdo de 
emplazamiento le fue notificado el veintiuno de mayo pasado, el plazo de cinco 
días establecido en la ley para contestar la denuncia transcurrió del veintidós al 
veintiséis de mayo del año en curso, conforme a lo establecido en el artículo 460, 
párrafo 11, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, en el 
cual se dispone que los plazos deben computarse por días naturales cuando la 
queja de la que derive el procedimiento se presente una vez iniciado el Proceso 



CONSEJO GENERAL 
EXP. UT/SCG/Q/CG/50/INE/97/PEF/5/2014 

19 

Electoral, como aconteció en la especie; no obstante, el denunciado compareció 
hasta el veintiocho de mayo siguiente. 
 
En ese sentido, se desestima lo afirmado por el Partido Acción Nacional en cuanto 
a que, dado que la violación que se le atribuye se generó el treinta de septiembre 
de dos mil catorce, los plazos deben contabilizarse en días hábiles, lo que se 
considera inatendible porque la referencia que hace el partido político es a la fecha 
en que debió cumplir el deber cuya omisión nos ocupa, siendo que la fecha que 
debe tomarse como indicador para la aplicación de la regla establecida en el 
citado artículo 460, párrafo 11, antes aludido, es la fecha en la que se presentó la 
queja, considerando que si se presentó antes del inicio de Proceso Electoral, los 
plazos se computarán en días hábiles y cuando se presente dentro de Proceso 
Electoral, como es el caso, se contabilicen en días naturales; máxime que en el 
acuerdo de emplazamiento expresamente se señaló que todos los días y horas se 
debían computar como hábiles. 
 
Por otra parte, tampoco le asiste razón al Partido Acción Nacional al señalar que 
es aplicable la tesis “PLAZO PARA IMPUGNAR ACTOS EMITIDOS DURANTE EL 
DESARROLLO DE UN PROCESO ELECTORAL, QUE NO ESTÉN VINCULADOS 
A ÉSTE. NO DEBEN COMPUTARSE TODOS LOS DÍAS Y HORAS COMO 
HÁBILES”, porque tal criterio derivó de asuntos en que evidentemente los actos 
impugnados estaban desvinculados del Proceso Electoral, entre otros, sustitución 
de un diputado inhabilitado e impugnaciones de cargos de dirigencias partidistas; 
además de que en dicha tesis se estableció que debe entenderse como actos 
vinculados al Proceso Electoral, aquellos que se encuentren relacionados con 
alguna de las etapas del mismo, y el asunto que nos ocupa sí está vinculado con 
el Proceso Electoral, toda vez que la materia de pronunciamiento la constituye el 
incumplimiento a una disposición legal que establece el deber a todos los partidos 
políticos de ajustar su normativa interna a las nuevas disposiciones en materia 
electoral, con la finalidad de que dicho ajuste se implementara en el actual 
Proceso Electoral y que los partidos políticos contaran con una reglamentación 
homologada que permitiera la participación de sus militantes en los procesos 
electorales federal y locales en condiciones de igualdad normativa; por lo que es 
inconcuso que sí guarda relación con el Proceso Electoral. 
 
Cabe señalar que, en principio, la presentación extemporánea de la contestación 
al emplazamiento del Partido Acción Nacional sería suficiente para no tomar en 
cuenta los argumentos expuestos en su escrito, sin embargo, los mismos fueron 
reproducidos al desahogar la vista para alegatos, por lo que son de considerarse. 
Aun así, se estima que tales manifestaciones no generan una conclusión distinta a 
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la que aquí se arriba, ya que a través de ellas el partido político denunciado aduce, 
esencialmente, que algunos de los temas de la reforma ya se encuentran previstos 
en su normativa vigente y que las disposiciones estatutarias que no están 
actualizadas y armonizadas conforme a la Ley General de Partidos Políticos, 
se pretenden adecuar mediante el respectivo procedimiento de reforma a 
través de una Asamblea Nacional Extraordinaria en el segundo semestre de 
dos mil quince; lo que evidencia la continuidad de la omisión que se analiza. 
 
Una vez que ha quedado acreditada la omisión del Partido Acción Nacional de 
adecuar su normativa partidista a la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales y a la Ley General de Partidos Políticos, dentro del plazo establecido 
en el artículo quinto transitorio del ordenamiento jurídico citado en segundo 
término, se actualiza la infracción administrativa prevista en el artículo 443, párrafo 
1, inciso a), de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales que 
establece como tal el incumplimiento, por parte de los partidos políticos, de las 
obligaciones señaladas en ambos cuerpos normativos. 
 
Relacionado con el precepto invocado, se tiene que en el artículo 25, párrafo 1, de 
Ley General de Partidos Políticos se establece la obligación de los partidos 
políticos de conducir sus actividades dentro de los cauces legales y ajustar su 
conducta a los principios del Estado Democrático, respetando la libre participación 
política de los demás partidos políticos y los derechos de los ciudadanos. 
 
En el caso, el Partido Acción Nacional se desapegó de los cauces legales ya que 
incumplió una disposición legal, a saber, la prevista en el artículo quinto transitorio 
de la Ley General de Partidos Políticos, que le impuso el deber de ajustar su 
normativa interna a las nuevas disposiciones aplicables en materia electoral, a 
más tardar el treinta de septiembre de dos mil catorce, y al no haberlo hecho así, 
se actualiza la causa de responsabilidad administrativa precisada con anterioridad. 
En razón de ello, es dable declarar fundado el presente procedimiento 
sancionador ordinario incoado contra el citado partido político. 
 
ACREDITACIÓN DE LA OMISIÓN Y RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 
DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA. 
 
Por lo que hace a la presunta omisión del Partido de la Revolución Democrática, 
materia de la vista dada por la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos 
Políticos, así como de la queja formulada por el Partido Verde Ecologista de 
México, es importante hacer las siguientes precisiones.  
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El dieciocho de agosto de dos mil catorce, el Director Ejecutivo de Prerrogativas y 
Partidos Políticos remitió un oficio al Partido de la Revolución Democrática por 
medio del cual le hizo un recordatorio respecto de la fecha límite para la 
adecuación de sus documentos básicos y reglamentación interna a las dos 
nuevas leyes indicadas, la cual fue el treinta de septiembre del año dos mil 
catorce, respecto de lo que ocurrió lo siguiente. 
 
El veintinueve de septiembre del año próximo pasado, el representante propietario 
del Partido de la Revolución Democrática ante el Consejo General de este 
Instituto, mediante oficio CEMM-504/201428, dirigido al Director Ejecutivo de 
Prerrogativas y Partidos Políticos manifestó: 
 

… 
Que por medio del presente escrito, en atención a lo establecido en el 
artículo quinto transitorio de la Ley General de Partidos Políticos que 
establece “Los partidos políticos deberán adecuar sus documentos 
básicos y demás reglamentación interna a lo previsto en esta Ley y en 
las demás disposiciones legales aplicables, a más tardar el 30 de 
septiembre de 2014” se remite el “ACUERDO DE LA COMISIÓN 
POLÍTICA NACIONAL DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN 
DEMOCRÁTICA, MEDIANTE EL CUAL, SE ESTABLECE EL 
IMPEDIMIENTO MATERIAL Y LEGAL PARA CONVOCAR A SESIÓN 
DEL CONGRESO NACIONAL PARA REFORMAR LOS DOCUMENTOS 
BÁSICOS DEL PARTIDO” identificado con el numeral ACU-CPN-
060/2014, en el que determinó: 
 
“PRIMERO.- Se determina el Impedimento material y legal para que el 
Congreso Nacional de Partido de la Revolución Democrática sesione 
antes del 30 de septiembre del 2014 para discutir y aprobar las 
modificaciones y adecuaciones de los documentos násicos del partido.” 
(Sic) 
 
En ese sentido, con base en lo establecido en el considerando IX del 
Acuerdo identificado con el número ACU-CPN-060/2014, se explica de 
manera puntual, detallada, fundada y motivada, el motivo por el cual, se 
da la inexistencia de condiciones materiales y legales para que el 
Congreso Nacional del partido que se representa sesione a efecto de 
discutir y aprobar las reformas de los documentos básicos de Partido de 
la Revolución Democrática, por lo que se solicita, sean tomadas en 
cuenta dichas consideraciones jurídicas que en dicho considerando se 
establece. 
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… 

 
A dicho oficio se adjuntó el ACU-CPN-060/201429, de la Comisión Política 
Nacional del Partido de la Revolución Democrática de veintiséis de septiembre de 
dos mil catorce, signado por el Secretario General Nacional de dicho instituto 
político, mediante el cual estableció el supuesto impedimento material y legal para 
convocar a sesión del Congreso Nacional a fin de reformar sus documentos 
básicos, indicando que el cinco de octubre siguiente, se reuniría en sesión plenaria 
dicho órgano a fin de cumplir con lo mandatado en las leyes de la materia. El 
acuerdo precisado, en lo que interesa, indica lo que enseguida se inserta. 
 

CONSIDERANDO 
 

Que el artículo "Noveno" Transitorio de la Ley General de Instituciones y 
Procesos Electorales determina que "Por única ocasión, los procesos 
electorales ordinarios federales y locales correspondientes a las 
elecciones respectivas que tendrán lugar el primer domingo de junio del 
año 2015 iniciarán en la primera semana del mes de octubre del año 
2014. Para tal efecto el Consejo General del Instituto Nacional Electoral 
aprobará los ajustes necesarios a los plazos establecidos en la presente 
Ley." 
 
Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 93 inciso n) del 
Estatuto, se desprende que el Consejo Nacional del Partido de la 
Revolución Democrática cuenta con la facultad de organizar el Congreso 
Nacional y convocar a sus delegados. 
 
Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 inciso a) del 
Estatuto, se desprende que el Congreso Nacional del Partido de la 
Revolución Democrática cuenta con la facultad de reformar total o 
parcialmente el Estatuto, la Declaración de Principios y el Programa del 
Partido, así como resolver sobre la Línea Política y la Línea de 
Organización del mismo. 
 
Que artículo 98 bis del Estatuto vigente hasta el 13 de marzo del 2014, 
establecía: 
 
Artículo 98 bis. (se transcribe) 
 
Que los artículos 99 y Quinto Transitorio del Estatuto Vigente, establecen: 
 

                                                           
29 Visible a fojas 7 a 20 del expediente 
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    Artículo 99. (se transcribe) 
 
Que del artículo Transitorio Quinto de la Ley General de Partidos Políticos 
se desprende que los partidos políticos deberán adecuar sus documentos 
básicos y demás reglamentación interna a más tardar el 30 de septiembre 
de 2014. 
 
 Que en el Convenio de Colaboración celebrado entre el Instituto 
Nacional Electoral y el Partido de la Revolución Democrática para la 
elección de integrantes del Congreso Nacional y de los consejos 
Nacional, Estatales y Municipales, de este instituto político, se estableció: 
 
DECLARACIONES 
 
II.1 DECLARA "EL INSTITUTO" QUE: 
… 
II.2 DECLARA EL PARTIDO QUE' 
… 
III.- Se compromete a modificar los términos y plazos señalados en la 
"Convocatoria para la elección de los integrantes de los Consejos 
Nacionales, Estatales y Municipales, Congreso Nacional, así como para 
la elección de Presidente y Secretario General e integrantes de los 
Comités Ejecutivos de los ámbitos Nacional, Estatales y Municipales, 
todos del Partido de la Revolución Democrática”, emitida en el Séptimo 
Pleno Extraordinario del VIII Consejo Nacional de "EL PARTIDO", 
efectuado el cinco de abril de dos mil catorce, por lo que hace a los 
procesos electivos en los que se solicita la participación de "EL 
INSTITUTO", con el fin de que estos se ajusten a revisto en las 
cláusulas que conforman el presente Convenio para efecto de que la 
Jornada Electoral se lleve a cabo el siete de septiembre de dos mil 
catorce. 
 
… 
 
CLAUSULAS 
…  
 
QUINTA: FECHA DE ELECCIÓN. 
1. Las partes acuerdan que la fecha en que se llevará a cabo la 
Jornada electiva de las elecciones materia del presente Convenio es 
el siete de septiembre de dos mil catorce. 
 
… 
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DÉCIMA SÉPTIMA: CÓMPUTOS. 
 
6. "LA JGE" celebrará sesión el diecinueve de septiembre de dos mil 
catorce para efectuar el cómputo total de la elección de la dirigencia 
nacional de "EL PARTIDO" e informar los resultados de los cómputos de 
las elecciones celebradas por "LAS JLE" y "LAS JDE, respecto a cada 
uno de los cargos del proceso electivo, en los términos previstos en el 
artículo 60 de "LOS LINEAMIENTOS' 
 
Que acorde con lo establecido en el artículo 34, numerales 1 y 2 inciso a) 
de la ley General de Partidos Políticos, para los efectos de lo dispuesto 
en el penúltimo párrafo de la Base I, del artículo 41, de la Constitución, 
los asuntos internos de los partidos políticos comprenden el conjunto de 
actos y procedimientos relativos a su organización y funcionamiento, con 
base en las disposiciones previstas en la Constitución, en la Ley antes 
invocada, así en su respectivo Estatuto y Reglamentos que aprueben sus 
órganos de dirección, en el entendido de que la elaboración y 
modificación de los documentos básicos, en ningún caso se podrán 
hacer una vez iniciado el Proceso Electoral. 
 
Bajo las premisas marcadas descritas en los considerandos que 
anteceden es pertinente tomar en cuenta que, si bien, de conformidad 
con lo establecido en el artículo Transitorio Quinto de la ley General de 
Partidos Políticos, el Partido de la Revolución Democrática, por conducto 
de su Congreso Nacional deberá adecuar sus documentos básicos, a 
más tardar el 30 de septiembre de 2014. 
 
También se debe considerar que en la actualidad el Instituto Nacional 
Electoral, en la actualidad se encuentra desarrollando el proceso de 
selección de integrantes del Congreso Nacional, del Consejo Nacional y 
de los Consejos Estatales y Municipales, todos del Partido de la 
Revolución Democrática, proceso electivo del que se tiene programado el 
mismo día 7 de septiembre del 2014 para que se lleve a cabo la Jornada 
Electoral de elección dichos cargos partidarios y que concluye el día 19 
de septiembre del 2014 con la celebración de la sesión de computo de los 
cargos partidarios a nivel nacional. 
 
En este orden de ideas, conforme a las reglas democráticas que rigen la 
vida interna del Partido de la Revolución Democrática, se tiene 
programado que el Congreso Nacional de este instituto político se reúna 
en sesión plenaria el próximo 5 de octubre de 2014, fecha en la que los 
militantes que resultaron electos como integrantes de ese órgano 
partidario deberán tomar protesta ley, así como desahogar el orden del 
día correspondiente, dentro del cual se encuentran los puntos relativos 
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las reformas y adecuación de los documentos básicos del partido, 
conforme a lo establecido en la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y en la Ley General de Partidos Políticos. 
 
No debe pasar por desapercibido que entendiendo a lo establecido por el 
artículo Transitorio Quinto de la ley General de Partidos Políticos, el día 5 
de abril del 2014, el Séptimo Pleno Extraordinario del VIII Consejo 
Nacional del Partido de la Revolución Democrática, aprobó la 
'CONVOCATORIA PARA LA ELECCIÓN DE LOS INTEGRANTES DE 
LOS CONSEJOS NACIONAL, ESTATALES Y MUNICIPALES, 
CONGRESO NACIONAL, ASÍ COMO PARA LA ELECCIÓN DE 
PRESIDENTE Y SECRETARIO GENERAL E INTEGRANTES DE LOS 
COMITÉS EJECUTIVOS DE LOS ÁMBITOS NACIONAL, ESTATALES Y 
MUNICIPALES, TODOS DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN 
DEMOCRÁTICA", misma que se encontraba sujeta a ratificación por el 
mismo órgano partidario; instrumento convocante en el que, en su base 
"TERCERA. DE LAS FECHAS DE ELECCIÓN', se estableció que "1. La 
elección de Delegados y Delegadas al Congreso Nacional, Consejeras y 
Consejeros Nacionales, Estatales y Municipales, se realizará el 24 de 
agosto de 2014", y que "2. La elección del Presidente y Secretario 
Generales e integrantes del Comité Ejecutivo Nacional, se realizará a 
más tardar el 21 de septiembre de 2014', por consiguiente se planeó que 
el mismo día 21 de septiembre de 2014, se instalara el Congreso 
Nacional, a efecto de que los militantes resultaran electos como 
integrantes de dicho órgano partidario tomen su protesta ley, y desahogar 
el orden del día correspondiente, dentro del cual se encuentran los 
puntos relativos las reformas y adecuación de los documentos básicos 
del partido, conforme a lo establecido en la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y en la Ley General de Partidos Políticos. 
 
Pero es de darse el caso que, a petición del Instituto Nacional Electoral, 
en el convenio de colaboración que dicha autoridad suscribió con el 
Partido de la Revolución Democrática para la elección de integrantes del 
Congreso Nacional y de los consejos Nacional, Estatales y Municipales, 
tanto en las declaraciones del Partido de la Revolución Democrática 
marcadas con el numeral "III", como el la cláusula "QUINTA: FECHA DE 
ELECCIÓN", se estableció que la Jornada Electoral de elección de dichos 
cargos partidarios se llevaría a cabo el día 7 de septiembre de 2014. 
 
En este sentido, fue necesario que el día 4 de julio del 2014, el Octavo 
Pleno Extraordinario del VIII Consejo Nacional del Partido de la 
Revolución Democrática, al aprobar la “CONVOCATORIA PARA LA 
ELECCIÓN DE LOS INTEGRANTES DE LOS CONSEJOS NACIONAL, 
ESTATALES Y MUNICIPALES, CONGRESO NACIONAL, ASÍ COMO 
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PARA LA ELECCIÓN DE PRESIDENTE Y SECRETARIO GENERAL E 
INTEGRANTES DE LOS COMITÉS EJECUTIVOS DE LOS ÁMBITOS 
NACIONAL, ESTATALES Y MUNICIPALES, TODOS DEL PARTIDO DE 
LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA", realizara diversos ajustes y 
modificaciones al instrumento convocante descrito en el antecedente "V", 
recorriendo la fecha de elección de Delegados y Delegadas al Congreso 
Nacional, Consejeras y Consejeros Nacionales, Estatales y Municipales, 
para celebrarse el día 7 de septiembre de 2014, siendo que se tenía 
programada para el día 24 de agosto de 2014 y la de la elección del 
Presidente y Secretario Generales e integrantes del Comité Ejecutivo 
Nacional, se realizará a más tardar el 5 de octubre de 2014, siendo que 
originalmente se Iba a llevar a cabo el día 21 de septiembre de 2014, 
situación que imposibilita materialmente y jurídicamente a que pueda 
sesionar el Congreso Nacional del Partido de la Revolución Democrática 
para discutir y aprobar las modificaciones y adecuaciones de sus 
documentos básicos. 
 
Ahora bien, como es de verdad sabida y de derecho explorado, 
atendiendo a que la Comisión Política Nacional es la autoridad superior 
del Partido de la Revolución Democrática en el País entre Consejo y 
Consejo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 98 bis del 
Estatuto vigente hasta el 13 de marzo del 2014, facultad que es aplicable 
en términos de lo establecido en los artículos 99 de Estatuto Vigente que 
establece "El Comité Ejecutivo Nacional es la autoridad superior del 
Partido en el País entre Consejo y Consejo' en relación con el artículo 
Quinto Transitorio en el que se determina que "Hasta en tanto que se 
renueve a los integrantes del Secretariado Nacional actualmente en 
funciones, la Comisión Política Nacional en funciones ostentará las 
facultades otorgadas por este ordenamiento al Comité Ejecutivo Nacional 
además de que a ésta se integrarán los Coordinadores Parlamentarios 
del Congreso de la Unión con derecho a voto", dicho órgano partidario, es 
decir la Comisión Política Nacional, tiene facultades y atribuciones de 
decisión que se estiman de importancia para la vida interna del Partido de 
la Revolución Democrática, pues, la mayor parte de sus funciones las 
desarrolla en conjunto o en forma coordinada y directa con los órganos 
de mayor jerarquía y decisión dentro del partido mencionado, criterio que 
en innumerables ocasiones ha sustentado la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación al emitir las resoluciones 
identificadas con los números de expediente SUP-JDC-4970/2011 y SUP-
JDC-8588/2011, además de que, para la emisión del presente 
instrumento jurídico se analizó todas y cada una de las situaciones 
legales y sociales dentro de las que se encuentran la imposibilidad para 
la celebración del Consejo Nacional para determinar la existencia del 
impedimento legal y material para que el Congreso Nacional del Partido 
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de la Revolución Democrática sesione para discutir y aprobar las 
modificaciones y adecuaciones de sus documentos básicos. 
 
Con base en lo expuesto en el cuerpo del presente Acuerdo, es menester 
que esta Comisión Política Nacional del Partido de la Revolución 
democrática se pronuncia sobre el impedimento material y legal para que 
el Congreso Nacional del Partido de la Revolución Democrática sesione 
para discutir y aprobar las modificaciones y adecuaciones de los 
documentos básicos del partido, en la inteligencia que dicha sesión se 
tiene programada para el día 5 de octubre del 2014, en la que se aborde 
el tema antes mencionado y se dé cumplimiento al requerido por el 
artículo Transitorio Quinto de la ley General de Partidos Políticos. 

 
Mediante escrito CEMM-571/201430, presentado ante esta autoridad electoral el 
veintidós de octubre del año próximo pasado, el representante propietario del 
Partido de la Revolución Democrática ante el Consejo General de este Instituto, 
manifestó que todavía no se había instalado el Congreso Nacional, en virtud de los 
juicios pendientes por resolver por parte de la Sala Superior del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, relativos a la designación de los congresistas 
nacionales, lo cual expuso en los siguientes términos: 
 
… 

En seguimiento al ACUERDO DE LA COMISIÓN POLÍTICA NACIONAL 
DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA, MEDIANTE EL 
CUAL, SE ESTABLECE EL IMPEDIMIENTO MATERIAL Y LEGAL 
PARA CONVOCAR A SESIÓN DEL CONGRESO NACIONAL PARA 
REFORMAR LOS DOCUMENTOS BÁSICOS DEL PARTIDO, mediante 
el que se informó en su considerando X que se tenía programado que el 
Congreso Nacional de este instituto político se reuniera en sesión 
plenaria el 5 de octubre de 2014, fecha en la que los militantes que 
resultaron electos como integrantes de ese órgano partidario tomarían 
protesta de ley. 
 
Hago de su conocimiento que el Congreso Nacional del Partido de la 
Revolución Democrática no se ha instalado a la fecha toda vez que la 
asignación que se encuentra realizando la Comisión Electoral del Comité 
Ejecutivo Nacional no ha concluido debido a las diversos juicios que se 
encuentran Sub Judice en el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación. Aunado a lo anterior el Congreso Nacional no se ha 
instalado debido a que, no se han llevado a cabo todas las elecciones de 
los Comités Estatales del Partido de la Revolución Democrática órganos 
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que deberán integrar el Congreso Nacional del partido tal y como lo 
establece el artículo 118 inciso a) del Estatuto del Partido de la 
Revolución Democrática. 
 
Por lo anterior, reitero a usted la disposición del Partido que represento 
para reformar los Documentos Básicos de nuestro Instituto Político, en el 
momento que le sea material y legalmente posible. 
… 

 
En relación con lo anterior, el ocho de mayo de dos mil quince, el Director 
Ejecutivo de Prerrogativas y Partidos Políticos dirigió al Titular de la Unidad 
Técnica de lo Contencioso Electoral el oficio INE/DEPPP/DE/DPPF/2070/201531, 
mediante el cual puntualizó, que independientemente de lo señalado por el 
representante del Partido de la Revolución Democrática en los escritos que han 
quedado reseñados, la Dirección a su cargo se dio a la tarea de revisar los 
Estatutos Generales vigentes del citado partido político, para conocer 
preliminarmente los aspectos en los cuales, aquéllos no se ajustan a la Ley 
General de Partidos Políticos; indicando que de tal revisión son del orden 
siguiente: 
 
Paridad de género en candidaturas a legisladores federales y locales 
 
Conforme a lo establecido en el artículo 25, numeral 1, inciso r), de la Ley General 
de Partidos Políticos, éstos garantizarán la paridad de género en candidaturas a 
legisladores federales y locales. 
 
A este respecto, el Estatuto del partido en comento cumple con lo apuntado 
respecto a las candidaturas por el principio de representación proporcional; sin 
embargo, no se puntualiza lo conducente para el caso de las candidaturas por el 
principio de mayoría relativa. 
 
Disposiciones en Materia de Transparencia 
 
El Estatuto del partido en cuestión no prevé el órgano encargado de cumplir con 
las obligaciones de transparencia y acceso a la información, así como los 
derechos ARCO; ni se garantiza la protección de los datos personales de los 
militantes; obligaciones establecidas en los artículos 29, numeral 1, y 43, numeral 
1, inciso f), de la Ley General de Partidos Políticos. 
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Requisitos para la afiliación 
 
En los Estatutos del Partido de la Revolución Democrática, se contempla que la 
afiliación se solicitará de manera personal, individual y libre, sin mencionar que 
ésta deberá llevarse a cabo en forma pacífica, tal y como lo señala el artículo 39, 
numeral 1, inciso b), de la Ley General de Partidos Políticos. 
 
Derechos y obligaciones de los afiliados 
 
En el Estatuto bajo análisis, no se puntualiza la totalidad de los derechos y 
obligaciones señalados en los artículos 40, incisos a), e), f), i) y j), y 41, incisos d), 
e), f) y g) de la Ley General de Partidos Políticos, a saber: 
 
Que son derechos de los militantes, entre otros: 
 
Participar personalmente y de manera directa o por medio de delegados en 
asambleas, consejos, convenciones o equivalentes, en las que se adopten 
decisiones relacionadas con la aprobación de los documentos básicos del partido 
político y sus modificaciones, la elección de dirigentes y candidatos a puestos de 
elección popular, la fusión, coalición, formación de frentes y disolución del partido 
político; 
 
Solicitar la rendición de cuentas a sus dirigentes, a través de los informes que con 
base en la normatividad interna, se encuentren obligados a presentar durante su 
gestión; 
 
Exigir el cumplimiento de los documentos básicos de los partidos políticos; 
 
Impugnar ante el Tribunal o los Tribunales Electorales locales, las resoluciones y 
decisiones de los órganos internos que afecten sus derechos político electorales y, 
 
Refrendar, en su caso, o renunciar a su condición de militante.  
 
2. Por cuanto hace a las obligaciones de los militantes, no se establece la relativa 
a: 
 
Velar por la democracia interna y el cumplimiento de las normas partidarias;  
 
Cumplir con las disposiciones legales en materia electoral y, 
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Cumplir con las resoluciones internas que hayan sido dictadas por los órganos 
facultados para ello y con base en las normas partidarias; 
 
Participar en las asambleas, convenciones y demás reuniones a las que le 
corresponda asistir. 
 
Justicia intrapartidaria 
 
En los Estatutos del partido político en cuestión, se observan dos instancias para 
la resolución de conflictos internos: Comité Ejecutivo Nacional y Comisión 
Nacional Jurisdiccional; asimismo, se establece que las resoluciones de ésta 
podrán ser revocadas por el Congreso, por lo que no cumple con la característica 
de que la impartición de justicia interna deberá ser uniistancial, establecida en el 
artículo 48, numeral 1, inciso a), de la Ley General de Partidos Políticos. 
 
Además, en sus documentos básicos no se contemplan mecanismos alternativos 
de solución de controversias internas, ni tampoco que sus disposiciones se 
ajusten a lo previsto en el artículo 39, numeral 1, inciso k), de la ley en comento. 
 
Solicitud al Instituto Nacional Electoral para organizar elecciones internas 
 
En los Estatutos se señala al órgano facultado para solicitar la organización de la 
elección de los órganos de dirección por parte del Instituto Nacional Electoral; sin 
embargo, no se puntualizan los supuestos ni el procedimiento para determinar la 
procedencia de la solicitud a este organismo; por tanto, no se cumple con lo 
establecido en el artículo 45, numeral 2, inciso a) de la Ley General de Partidos 
Políticos. 
 
Informes 
 
En los Estatutos del partido se establece que la Secretaría de Finanzas presentará 
los informes de ingresos y egresos anuales, omitiendo los informes trimestrales, 
así como los de precampaña y campaña a que alude el artículo 43, numeral 1, 
inciso c), de la Ley General de Partidos Políticos. 
 
Financiamiento privado 
 
Los Estatutos del Partido de la Revolución Democrática no cumplen con lo 
previsto en el artículo 39, numeral 1, inciso i), en relación con el diverso 53 de la 
Ley General de Partidos Políticos, en virtud de que en ellos no se establecen 
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expresamente los tipos y reglas de financiamiento privado a los que podrá recurrir 
ese partido. 
 
Cabe indicar que también el Partido Verde Ecologista de México denunció el 
presunto incumplimiento atribuible al Partido de la Revolución Democrática, de 
adecuar en tiempo y forma sus documentos básicos y demás reglamentación 
interna a las previsiones establecidas la Ley General de Partidos Políticos, lo cual 
tiene como consecuencia, según su dicho, que todos los actos que haya realizado 
y siga realizando que tengan como fundamento sus Estatutos, y demás 
documentos básicos, carecen de legalidad hasta en tanto se encuentren 
armonizados con las nuevas disposiciones constitucionales y legales derivadas de 
la pasada reforma político electoral.  
 
En este sentido, el citado instituto político refirió como parte de las omisiones en 
las que supuestamente ha incurrido el Partido de la Revolución Democrática, las 
siguientes: 
 
Respecto de las disposiciones contenidas en el artículo 43 de la Ley General de 
Partidos Políticos, el quejoso señala que: 
 
El partido político denunciado no cuenta en su estructura estatutaria con un 
organismo que presente informes de ingresos y egresos trimestrales y anuales de 
precampaña y campaña; característica esencial de la reforma constitucional en 
materia electoral. 
 
Tampoco cuenta con un órgano que se encargue de cumplir con cabalidad las 
obligaciones que tienen los partidos políticos en materia de Transparencia; 
 
El organismo encargado de la organización de sus procedimientos internos no se 
encuentra en la estructura estatutaria básica, siendo lo más grave que dicho ente 
no cuente con autonomía pues depende de otros organismos que pueden incurrir 
en vicios de procedimiento el a decir del quejoso, es un procedimiento oscuro. 
 
Con relación a lo que establecen los artículos 54, 55 y 56 de la Ley General de 
Partidos Políticos, que prevén las reglas a las que se sujetarán los partidos 
políticos tratándose de aportaciones, donativos, financiamiento público y privado, 
el Partido Verde Ecologista de México refiere: 
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Que en los Estatutos del Partido de la Revolución Democrática no se contemplan 
los organismos que la ley le exige, así como tampoco detalla los procedimientos 
ahí establecidos. 
 
El asunto del financiamiento es un tema de interés primordial para garantizar 
certeza en el funcionamiento del régimen de partidos, así como para garantizar 
igualdad en las contiendas electorales, característica misma de la Reforma 
Electoral, de lo cual adolece los Estatutos de ese partido. 
 
Los temas relativos a la transparencia sobre el manejo de recursos, así como al 
establecimiento de topes muy estrictos sobre los porcentajes de aportaciones, no 
se ven reflejados en los Estatutos de ese partido político denunciado no obstante 
su relevancia, pues en sus documentos básicos no refiere de qué manera se 
llevarán a cabo las campañas de financiamiento; a decir del Partido Verde 
Ecologista de México, ello constituye una omisión de grandes dimensiones y 
delicadas consecuencias por la incertidumbre que genera. 
 
Las documentales emitidas por la autoridad electoral que han quedado descritas, 
revisten el carácter de documentales públicas en términos del artículo 461, párrafo 
3, inciso a), las cuales valoradas en atención al contenido del artículo 462, párrafo 
2, ambas disposiciones de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, tienen valor probatorio pleno. 
 
Por lo que se refiere a las documentales emitidas por el Partido de la Revolución 
Democrática por conducto de su representante, revisten el carácter de 
documentales privadas en términos del artículo 461, párrafo 3, inciso b), las cuales 
valoradas en atención al contenido del artículo 462, párrafo 3, ambas 
disposiciones de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
tienen valor probatorio pleno al concatenarse con los demás elementos que obran 
en el expediente, en tanto que guardan coincidencia con las manifestaciones del 
Director Ejecutivo de Prerrogativas y Partidos Políticos, en el sentido de que no se 
han hecho las adecuaciones a la normativa del citado partido político. 
 
En efecto, de las constancias de autos se advierte que no hay controversia en 
torno a la omisión del Partido de la Revolución Democrática respecto de la 
adecuación de sus documentos básicos y demás normativa interna al régimen 
legal general vigente; al contrario, existe reconocimiento expreso de parte del 
citado partido político al respecto, tan es así que pretende justificar dicha omisión 
mediante el acuerdo ACU-CPN-060/2014 emitido por su Comisión Política 
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Nacional, en el cual estableció el impedimento material y legal para convocar a 
sesión del Congreso Nacional a fin de reformar sus documentos básicos. 
 
En ese sentido, se tiene por acreditada la omisión mencionada, en términos del 
artículo 461, párrafo 1, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, al tratarse de un hecho reconocido. 
 
En las relatadas circunstancias, resta por analizar únicamente si la omisión 
acreditada se justifica jurídicamente bajo el argumento del Partido de la 
Revolución Democrática, consistente en el supuesto impedimento material y legal 
para convocar a sesión del Congreso Nacional a fin de reformar sus documentos 
básicos. 
 
El Partido de la Revolución Democrática pretende sustentar el impedimento 
material y legal que aduce, con base en que su órgano partidista facultado para 
reformar sus Estatutos y demás reglamentación interna es el Congreso Nacional, 
acorde a lo previsto en el artículo 121, inciso a), del Estatuto de dicho partido 
político, y que si bien del artículo quinto transitorio de la Ley General de Partidos 
Políticos se desprende que éstos deberán adecuar sus documentos básicos y 
demás normativa interna a más tardar el treinta de septiembre de dos mil catorce, 
(a esa fecha) el citado partido político atravesaba un proceso de renovación de 
sus dirigencias estatales y nacionales, lo cual le imposibilitaba para cumplir con 
dicho mandato. 
 
En el acuerdo ACU-CPN-060/201432 emitido el veintiséis de septiembre de dos mil 
catorce por la Comisión Política Nacional, del Partido de la Revolución 
Democrática se adujo que, de acuerdo a la convocatoria que expidió para la 
renovación de sus dirigencias, la elección de Delegados y Delegadas al Congreso 
Nacional, Consejeras y Consejeros Nacionales, Estatales y Municipales sería el 
veinticuatro de agosto de dos mil catorce, mientras que la elección de Presidente y 
Secretarios Generales e integrantes del Comité Ejecutivo Nacional se tenía 
programada para el veintiuno de septiembre siguiente, y que en esta misma fecha 
se tenía planeado que se desahogara como punto del orden del día lo relativo a 
las reformas y adecuación de los documentos básicos y demás reglamentación 
interna. 
 
 

                                                           
32 Visible a fojas 7 a 20 del expediente 
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Sin embargo, en el documento aludido el partido político afirma que de acuerdo al 
Convenio de Colaboración que celebró con el Instituto Nacional Electoral para la 
elección de integrantes del Congreso Nacional y de los Consejos Nacional, 
Estatales y Municipales, se tuvieron que ajustar las fechas de los procesos 
electivos, a petición de la indicada autoridad administrativa, quedando de la 
siguiente manera: 
 
La elección de Delegados y Delegadas al Congreso Nacional, Consejeras y 
Consejeros Nacionales, Estatales y Municipales, prevista originalmente para el 
veinticuatro de agosto de dos mil catorce se modificó para celebrarse el siguiente 
siete de septiembre. 
 
La elección de Presidente y Secretarios Generales e integrantes del Comité 
Ejecutivo Nacional que se tenía programada para el veintiuno de septiembre de 
dos mil catorce, se realizará a más tardar el cinco de octubre del mismo año. 
 
Por lo que, según se indica en el acuerdo en mención, “se tiene programado que 
el Congreso Nacional de este instituto político se reúna en sesión plenaria el 
próximo 5 de octubre de 2014…”, en cuya sesión, como parte del orden del día, 
estaría el punto relativo a las reformas y adecuación de los documentos básicos 
del partido conforme a lo establecido en la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y en la Ley General de Partidos Políticos. 
 
No obstante lo determinado en el citado acuerdo, en autos no hay constancia que 
acredite ni siquiera de forma indiciaria, que ello haya ocurrido de esa manera; por 
el contrario, se tiene constancia de que no se realizaron los ajustes y 
adecuaciones a la normativa estatutaria y reglamentaria del partido político, 
porque, a decir de éste, aunque se integró el Congreso Nacional, no se había 
instalado en razón de que la designación de los congresistas nacionales fue 
impugnada ante la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, cuyos asuntos estaban pendientes de resolver, siendo que el último 
fue resuelto el ocho de octubre de dos mil catorce. 
 
Es de destacar que el argumento precedente se considera insuficiente para 
justificar el incumplimiento del deber que tuvo el partido político de adecuar su 
normativa interna, pues si bien su Congreso Nacional, órgano partidista facultado 
para ello, fue objeto de renovación en su integración en el mes de septiembre de 
dos mil catorce, atento a lo que dispone el artículo 25, párrafo 1, inciso f), de la 
Ley General de Partidos Políticos, también es obligación de los partidos políticos 
mantener en funcionamiento efectivo a sus órganos estatutarios, lo que 
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implica una integración permanente de éstos, con la finalidad de que no se 
dejen de atender los asuntos que les corresponden bajo ninguna circunstancia. 
 
En ese sentido, la previsión legal referida guarda congruencia con el criterio de la 
Jurisprudencia de rubro DIRIGENTES DE ÓRGANOS PARTIDISTAS. OPERA 
UNA PRÓRROGA IMPLÍCITA EN LA DURACIÓN DEL CARGO, CUANDO NO SE 
HAYA PODIDO ELEGIR SUSTITUTOS, POR CAUSAS EXTRAORDINARIAS Y 
TRANSITORIAS,33 que permite que los integrantes de órganos partidistas 
prorroguen la duración de sus encargos, cuando por alguna circunstancia 
transitoria y extraordinaria no hayan sido designados los nuevos integrantes; ello, 
para no dejar acéfalo o sin funcionamiento algún órgano interno del partido político 
y generar disfuncionalidad en los procedimientos, trámites, acciones, gestiones o 
determinaciones que sean del conocimiento del órgano en cuestión. 
 
En esa lógica legal y jurisprudencial, se concluye que con independencia del 
proceso interno de renovación de sus dirigencias, el Congreso Nacional estuvo en 
funciones e integrado desde que surgió el deber establecido en el multicitado 
Artículo Transitorio quinto, de manera que el Partido de la Revolución Democrática 
estuvo en aptitud de reunir a dicho órgano para cumplir con lo mandatado en la ley 
oportunamente. 
 
Por otra parte, como quedó apuntado en el apartado que antecede, el deber para 
los partidos políticos, incluido desde luego el Partido de la Revolución 
Democrática, de adecuar su normativa interna a las Leyes Generales de 
Instituciones y Procedimientos Electorales y de Partidos Políticos, surgió con la 
publicación de dichos ordenamientos jurídicos en el Diario Oficial de la Federación 
el veintitrés de mayo de dos mil catorce, ya que en el Artículo Transitorio quinto 
de la segunda de las citadas leyes se estableció que ello debería realizarse a más 
tardar el treinta de septiembre del mismo año. 
 
De lo anterior se advierte con claridad que, entre el surgimiento del deber de 
adecuación de la normativa interna de los partidos políticos y la fecha límite para 
su cumplimiento mediaron más de cuatro meses, tiempo que se estima razonable 
y suficiente para que el Partido de la Revolución Democrática realizara los actos 
necesarios para modificar sus documentos básicos y demás reglamentación 
interna, aun y cuando renovara sus órganos directivos, por las razones expuestas 
párrafos arriba. 

                                                           
33 DIRIGENTES DE ÓRGANOS PARTIDISTAS. OPERA UNA PRÓRROGA IMPLÍCITA EN LA DURACIÓN DEL CARGO, CUANDO NO SE HAYA 
PODIDO ELEGIR SUSTITUTOS, POR CAUSAS EXTRAORDINARIAS Y TRANSITORIAS. Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 6, Número 13, 2013, páginas 40 y 41. 
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Para sustentar la conclusión a la que se arriba, a continuación se esquematizan 
las fechas relevantes en lo que al caso atañe: 
 

1 Publicación en el Diario Oficial de la Federación 
de la Reforma Constitucional en materia político 
electoral 

10 de febrero de 2014 Se genera el deber de 
emisión de las leyes 
generales en materia 
electoral a más tardar 
el 30 de abril de 2014. 

2 Emisión de la “Convocatoria para la elección de 
los integrantes de los Consejos Nacional, 
Estatales y municipales, Congreso Nacional, así 
como para la elección de Presidente y Secretario 
General e integrantes de los comités ejecutivos de 
los ámbitos nacional, estatales y municipales, 
todos del Partido de la Revolución Democrática”  

5 de abril de 2014 La elección de 
Delegados y 
Delegadas al 
Congreso Nacional, 
Consejeras y 
Consejeros 
Nacionales, Estatales 
y Municipales, se 
previó para el 24 de 
agosto de 2014 

 

La elección de 
Presidente y 
Secretarios Generales 
e integrantes del 
Comité Ejecutivo 
Nacional se programó 
para el 21 de 
septiembre de 2014  

3 Solicitud del Partido de la Revolución Democrática 
al INE para suscribir convenio de colaboración 
para su elección interna 

2 de mayo de 2014  

4 Publicación en el Diario Oficial de la Federación 
de la Ley General de Partidos Políticos y de la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales 

23 de mayo de 2014 Se genera el deber de 
adecuar las 
normativas internas de 
los partidos políticos 

5 Acuerdo INE-CG86/2014 que aprobó la 
suscripción del convenio de colaboración para la 
organización de las elecciones internas del PRD 

2 de julio de 2014  
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6 Aprobación de la modificación de la convocatoria 
señalada en el numeral 2, difiriendo las fechas de 
las elecciones internas 

4 de julio de 2014 La elección de 
Delegados y 
Delegadas al 
Congreso Nacional, 
Consejeras y 
Consejeros 
Nacionales, Estatales 
y Municipales, prevista 
originalmente para el 
24 de agosto de 2014 
se modificó para 
celebrarse el siguiente 
7 de septiembre. 

La elección de 
Presidente y 
Secretarios Generales 
e integrantes del 
Comité Ejecutivo 
Nacional que se tenía 
programada para el 21 
de septiembre de 
2014, se realizará a 
más tardar el 5 de 
octubre del mismo 
año. 

7 Oficio INE/DEPPP/DPPF/1046/2014 del Director 
Ejecutivo de Prerrogativas y Partidos Políticos al 
Partido de la Revolución Democrática por medio 
del cual le hizo un recordatorio respecto de la 
fecha límite para la adecuación de sus 
documentos básicos y reglamentación interna 

18 de agosto de 2014  

8 Acuerdo ACU-CPN-060/2014 por el cual la 
Comisión Política Nacional del PRD declara 
imposibilidad material y legal para cumplir con la 
modificación estatutaria 

26 de septiembre de 
2014 

 

9 Escrito CEMM-504/2014 del representante 
propietario del PRD ante el Consejo General de 
este Instituto que comunica el acuerdo precisado 
en el numeral 8 

29 de septiembre de 
2014 
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10 Fecha límite para la adecuación estatutaria de los 
partidos políticos acorde al artículo quinto 
transitorio de la Ley General de Partidos Políticos 

30 de septiembre de 
2014 

 

11 Escrito CEMM-571/2014 del representante 
propietario del PRD ante el Consejo General de 
este Instituto en el que adujo que el Congreso 
Nacional no se ha instalado porque existen 
diversos juicios pendientes de ser resueltos, 
relativos a la integración de dicho órgano, por lo 
que las modificaciones estatutarias se harán 
cuando sea material y legalmente posible. 

22 de octubre de 2014  

 
Así, para que estuviera jurídicamente justificada la omisión del Partido de la 
Revolución Democrática con el argumento de que estuvo ejecutando un proceso 
de renovación de dirigencias que le impidió modificar su normatividad, era 
indispensable que dicha imposibilidad derivara de la ley, esto es, que en la misma 
se estableciera alguna disposición en la que se previera que, mientras estuviera 
en desarrollo un proceso de renovación de órganos partidistas, operaba una 
excepción para hacer modificaciones a sus normas internas en los términos 
legalmente previstos; sin embargo, ello no ocurre en la especie, por lo que el 
argumento del partido político denunciado es de desestimarse, ya que si bien 
puede entenderse que la ejecución de ambos procedimientos en el mismo periodo 
(renovación de órganos y modificación de normativa interna) pueda resultar 
complejo, ello sólo implica un grado de dificultad para su realización, pero en 
modo alguno, conlleva una imposibilidad de llevarlo a cabo ni mucho menos una 
excepción para cumplir con el mandato legal. 
 
En las relatadas circunstancias, en concepto de esta autoridad, el partido político 
denunciado estuvo en posibilidad de organizar, planear y ejecutar los 
procedimientos referidos, incluso de manera simultánea, estableciendo las etapas 
de cada uno, las fechas y los plazos atinentes, a partir de una visión integral del 
cumplimiento de sus deberes y obligaciones legales y procurando hacer 
compatibles las fases entre uno y otro, teniendo presente la participación e 
integración de los órganos partidistas respectivos en cada evento y los 
mecanismos de ajustes cuando se advirtiera alguna discordancia en las fechas o 
algún otro tópico, lo que no realizó en desacato a la ley. 
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En efecto, el ajuste y modificación de la normativa partidaria era exigible al partido 
político en el contexto de la etapa previa al inicio del Proceso Electoral que 
actualmente se desarrolla, en tanto que los partidos políticos como entes públicos 
y actores políticos deben generar las mejores condiciones para cumplir sus 
obligaciones y llevar a cabo sus funciones durante cada una de las etapas del 
Proceso Electoral dentro del marco de la ley y de su propia normatividad interna, 
la cual debió ajustarse a las reformas constitucional y legal del año dos mil quince, 
porque así lo dispuso el legislador. 
 
En otra perspectiva, se considera que si bien el Partido de la Revolución 
Democrática inició su proceso de renovación de dirigencias el cinco de abril de 
dos mil catorce34, mediante la emisión de la convocatoria respectiva, pudo 
establecer fechas de elección más cercanas a las que originalmente previó, con la 
finalidad de que la renovación de dirigencias no fuera una dificultad que se 
empatara con el ajuste que, previsiblemente, tendría que realizar a su 
normatividad siendo que en la convocatoria mencionada se estableció que hasta 
el mes de agosto y de septiembre fueran las elecciones de los integrantes de sus 
diversos órganos de dirección. Al definir así tales fechas, era evidente que la 
elección se daría muy cercana al inicio del Proceso Electoral Federal, el cual por 
disposición legal inicia en el mes de octubre del año anterior a la elección, de ahí 
que a partir de dicho inicio no pudiera haber una alteración en las normas del 
partido político ni en la integración de sus órganos, por el principio de certeza que 
debe imperar en los procesos electivos constitucionales. 
 
Así, se estima que el partido político pudo prever la necesidad de que sus órganos 
estuvieran debidamente integrados y en funciones para hacer frente a las 
acciones que derivaran de la reforma constitucional electoral que venía 
gestándose y que concluyó con su publicación en el Diario Oficial de la Federación 
en el mes de febrero de dos mil catorce, reforma mediante la cual se modificaron 
las reglas en materia electoral y se incorporaron aspectos que debían ser 
regulados en las dos leyes generales multicitadas, para lo cual se estableció como 
fecha límite el treinta de abril de dos mil catorce. 
 
De ahí que era previsible que entre las acciones que pudieran devenir para los 
partidos políticos, estaba la eventual modificación de su normativa interna al nuevo 
régimen constitucional y legal en la materia; también era previsible que si las leyes 
generales tenían que expedirse a más tardar el treinta de abril y el Proceso 
Electoral iniciaría en octubre, ambos de dos mil catorce, podía generarse un 

                                                           
34 Según resultando V del acuerdo ACU-CPN-060/2014. 
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empalme en el desarrollo de actividades del partido político que requirieran una 
sincronía o acciones de su parte, por ejemplo, pudo determinar que su proceso 
electivo fuera en mayo, junio o julio, y no postergarlo hasta el mes de agosto y 
septiembre de dos mil catorce, como así aconteció. 
 
Es importante precisar que el hecho de que este Instituto Nacional Electoral haya 
suscrito un Convenio de Colaboración con el Partido de la Revolución 
Democrática para la elección de diversos órganos de dirección partidista, y que en 
el marco del mismo se haya acordado la modificación de la fecha originalmente 
señalada por éste para tal efecto, tales circunstancias en nada modifican la 
consideración que ha quedado expuesta, toda vez que ello es independiente de la 
obligación legal de modificar su normativa, además de que la variación de la fecha 
indicada sólo implicó una postergación de quince días que no resulta sustancial, 
tomando en consideración los más de cuatro meses de que se dispuso para 
cumplir con la adecuación de la normativa, ello, se insiste, sin obviar que el 
ejercicio de renovación de integrantes de los órganos directivos es independiente 
del deber de cumplimiento de las diversas disposiciones que deben observar los 
partidos políticos. 
 
También es menester subrayar que mientras no se diera la renovación de las 
dirigencias del Partido de la Revolución Democrática, sus órganos instalados 
podían seguir válidamente realizando las funciones que les correspondían, aun 
cuando hubiera concluido el periodo para el cual fueron electos, porque ante la 
falta de designación o elección de nuevas dirigencias, opera una prórroga implícita 
en la duración de los cargos, hasta que se elijan sustitutos, con la finalidad de 
garantizar que se continúe la ejecución de las actividades propias del partido 
político para el logro de sus fines, lo cual encuentra asidero en la tesis de 
Jurisprudencia35, de rubro y texto siguientes: 
 

DIRIGENTES DE ÓRGANOS PARTIDISTAS. OPERA UNA 
PRÓRROGA IMPLÍCITA EN LA DURACIÓN DEL CARGO, CUANDO 
NO SE HAYA PODIDO ELEGIR SUSTITUTOS, POR CAUSAS 
EXTRAORDINARIAS Y TRANSITORIAS.- El artículo 27, inciso c), del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, exige que 
la integración y renovación de los órganos directivos de un partido 
político se realice a través de procedimientos democráticos, es decir, 
que los militantes del ente político mediante el sufragio, elijan a sus 
representantes. En ese contexto, cuando concluya el periodo para el 

                                                           
35 Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 6, Número 13, 2013, páginas 40 y 
41. 

http://www.te.gob.mx/iuse/tesisjur.aspx?idTesis=48/2013
http://www.te.gob.mx/iuse/tesisjur.aspx?idTesis=48/2013
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cual fueron electos los órganos partidistas, y se demuestre que por 
causas extraordinarias y transitorias, no ha sido posible su renovación, 
opera una prórroga implícita en la duración de los cargos, hasta que se 
elijan sustitutos, salvo disposición estatutaria en contra; ello con la 
finalidad de garantizar que por el tiempo en que se extienda el 
ejercicio de la función, se continúe la ejecución de las actividades 
propias del partido político para el logro de sus fines, lo cual se 
imposibilitaría, de estimar el cese inmediato de las atribuciones de los 
dirigentes a la conclusión del encargo, sin haber elegido a quienes 
deban realizarlas. 

 
Cabe puntualizar que dentro de los fines de los partidos políticos están el de 
posibilitar el acceso de los ciudadanos al poder público, apegados a los principios 
y reglas democráticas, principios y reglas que se establecen en la Constitución 
Federal y las leyes que de ella emanan; por tanto, mientras que el actuar del 
partido político se rige por sus normas internas y éstas deben estar ajustadas al 
rediseño democrático para posibilitar el acceso de los ciudadanos al poder público, 
es que el Partido de la Revolución Democrática estuvo en aptitud de llevar a cabo 
la modificación de sus documentos básicos y su normatividad interna mediante la 
reunión del Congreso Nacional, el cual seguía en funciones hasta en tanto no 
fueran electos los nuevos integrantes. 
 
Igualmente, es de estimarse que, aun cuando el propio Partido de la Revolución 
Democrática indicó que en la sesión plenaria de su Congreso Nacional 
programada para el cinco de octubre de dos mil catorce, se incluiría en el orden 
del día el punto relativo a la discusión y aprobación de las modificaciones y 
adecuaciones de sus documentos básicos conforme a lo establecido en la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales y a la Ley General de 
Partidos Políticos, dicha situación no llegó a concretarse, lo que puede advertirse 
de lo informado por el citado partido político en el escrito CEMM-571/2014, de 
veintidós de octubre de dos mil catorce, en el que adujo que el Congreso Nacional 
no se ha instalado porque existen diversos juicios pendientes de ser resueltos, 
relativos a la integración de dicho órgano, además de que no se han llevado a 
cabo todas las elecciones de los comités estatales.  
 
En relación con lo anterior, se toma en consideración que, acorde a lo previsto en 
el artículo 6, párrafo 2, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación, 
la interposición de los medios de impugnación en ningún caso producirá efectos 
suspensivos sobre el acto o la resolución impugnada, lo que implica que el acto 
sigue surtiendo sus efectos jurídicos, de ahí que lo alegado por el Partido de la 
Revolución Democrática respecto de que los nombramientos de los integrantes del 
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Congreso Nacional se encuentran sub judice, no constituya un argumento válido 
para efectos de eximirlo de responsabilidad del cumplimiento de lo ordenado en 
los citados artículos transitorios. 
 
Por otra parte, el que no se hubieran celebrado los procesos electivos internos en 
la totalidad de los estados para renovar sus comités estatales, es una 
circunstancia atribuible al partido político, que en modo alguno puede ser 
considerada apta para justificar el incumplimiento de lo mandatado por el 
legislador, porque, como ha quedado expuesto, el partido político pudo realizar la 
modificación de su normativa mediante el órgano facultado para ello, dado que en 
ningún momento ha dejado de estar integrado, pues sus miembros se prorrogaron 
en el cargo implícitamente hasta en tanto no entren o entraran en funciones los 
integrantes eventualmente electos para su renovación. 
 
En ese sentido, cabe reiterar que el artículo 1 de la Ley General de Partidos 
Políticos, al igual que el artículo 1 de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, establecen que las disposiciones contenidas en tales 
leyes son de orden público y observancia general en el territorio nacional. En ese 
sentido, el que las normas sean de orden público implica que su cumplimiento no 
está sujeto a la voluntad, de las partes36, sino que se encuentran en un estado de 
preponderancia por considerarse dentro del ámbito del interés público; de ahí que 
la observancia general de ese tipo de normas es un deber para todos los 
gobernados. 
 
En ese contexto, no es dable aceptar que fuera potestativo para los partidos 
políticos, en el caso concreto el Partido de la Revolución Democrática, el 
cumplimiento respecto de la adecuación de su normativa interna a las nuevas 
leyes, fuera de la fecha límite establecida por el legislador, porque ello atentaría 
contra la preponderancia que deben tener tales disposiciones por ser de orden 
público.  
 
Cabe señalar que el partido político denunciado no compareció al emplazamiento 
del presente procedimiento; no obstante, en vía de alegatos hizo valer, 
esencialmente, que su normativa interna se encuentra apegada a lo establecido 
en la Reforma Electoral, y al efecto expone algunas disposiciones legales que 
contrasta con las de su normativa interna, con lo cual pretende acreditar sus 
afirmaciones. 

                                                           
36 Diccionario Jurídico Mexicano, Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM. Editorial Porrúa, Primera Edición, página 2701. “…la dogmática jurídica 
se refiere como orden público al conjunto de instituciones jurídicas que identifican o distinguen el derecho de una comunidad; principios, normas e 
instituciones que no pueden ser alteradas  por la voluntad de los individuos (no está bajo el imperio de la “autonomía de la voluntad”)…” 
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Se resalta que el objeto de análisis y resolución respecto del Partido de la 
Revolución Democrática, es la omisión de proporcionar precisamente, elementos 
de pronunciamiento a la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos 
de este Instituto, que le sirvan de insumo para llevar a cabo el análisis pertinente 
en torno a si los ordenamientos internos del partido podrían considerarse 
adecuados a la nueva regulación en materia electoral, lo cual, como ya se precisó, 
le fue requerido en el oficio INE/DEPPP/DPPF/1046/2014, a través del cual se le 
recordó la fecha límite de la adecuación de la norma partidista, en los términos 
siguientes: 
 

Con fundamento en los artículos 41, párrafo segundo, Base V, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; relacionado con 
los artículos 30, párrafo 2; 32, fracción IX; 55, inciso o) y Transitorio 
Séptimo, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales; 23, párrafo 1, inciso b); 25 inciso I); 35, 36, 37, 38 y 39 y 
Transitorio Quinto de la Ley General de Partidos Políticos, así como 44, 
párrafo 1, inciso e) del Reglamento Interior del otrora Instituto Federal 
Electoral, me permito manifestar que, con motivo de la expedición de 
la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, así 
como de la Ley General de Partidos Políticos, publicadas en el 
Diario Oficial de la Federación el día veintitrés de mayo del año en 
curso, esta Dirección Ejecutiva deberá analizar la modificación de 
los documentos básicos del Instituto político que usted representa. 

 
Derivado de lo anterior, y en cumplimiento al referido Transitorio Quinto 
de la Ley General de Partidos Políticos, le recuerdo que la fecha límite 
para la adecuación de su norma partidista es el treinta de septiembre del 
año en curso. 

 
De la transcripción anterior, se advierte que la finalidad del recordatorio que le 
formuló la citada Dirección Ejecutiva al Partido de la Revolución Democrática, 
tenía como objeto contar con los elementos que le permitieran analizar si la 
normativa partidista se encontraba apegada al nuevo marco constitucional y legal 
en materia electoral y seguir el procedimiento correspondiente para que, previa 
aprobación de la Comisión de Prerrogativas y Partidos Políticos, se hiciera la 
propuesta de resolución correspondiente a este Consejo General. 
 
De ahí que el planteamiento que formula el partido político denunciado en vía de 
alegatos, en el sentido de que su normativa cumple con los estándares de la 
reforma constitucional, debió esgrimirlos oportunamente ante la Dirección 
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Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos a fin de posibilitar a ésta que en 
ejercicio de sus facultades, realizara el análisis correspondiente y, una vez 
concluidos los trámites respectivos, se hubiera presentado el Proyecto de 
Resolución que correspondiera al Consejo General.  
 
Sin embargo, es inconcuso que el partido político denunciado omitió hacer del 
conocimiento de la Dirección Ejecutiva dicha situación; contrario a ello, un día 
antes del vencimiento del plazo indicado en el Artículo Transitorio, informó a la 
propia Dirección la determinación asumida por su Comisión Política Nacional, de 
declarar un impedimento material y legal para cumplir con lo ordenado en el 
artículo quinto transitorio de la Ley General de Partidos Políticos e, incluso, reiteró 
dicha imposibilidad en un segundo escrito presentado el veintidós de octubre de 
dos mil catorce, lo que constituye un reconocimiento expreso de la omisión de 
adecuación de su normativa. 
 
Cuestión distinta hubiera sido que, si el Partido de la Revolución Democrática 
consideraba que no era necesario hacer adecuación alguna a sus ordenamientos 
internos, lo hiciera del conocimiento a la autoridad que le requirió su adecuación, 
para que con base en ello, ésta estuviera en aptitud de ejercer sus facultades de 
análisis y proponer el Proyecto de Resolución respectivo, pero al no hacerlo así, 
resulta ineficaz el argumento expuesto en el presente procedimiento y, por tanto, 
no idóneo para eximirlo de su responsabilidad de proporcionar los elementos a la 
Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos para pronunciarse 
respecto de la adecuación de su normativa interna; al consumarse dicha conducta 
omisiva, se actualiza la infracción que se analiza, porque no es suficiente que el 
partido político considerara innecesario hacer ajuste alguno, dado que la autoridad 
competente para determinar si su normativa se apegaba al nuevo marco 
constitucional y legal, es esta autoridad administrativa electoral, por lo que debió 
darle aviso con la finalidad de que ésta emitiera la resolución atinente. 
 
Además, cabe destacar que no obstante que el partido político señala que su 
normativa está apegada a la reforma constitucional y legal electoral, en su escrito 
de alegatos insiste en el argumento de que tuvo y tiene impedimento material y 
legal para llevar a cabo la sesión del Congreso Nacional y, por ende, la 
modificación de su normativa interna, lo que señala al menos en dos ocasiones en 
las (páginas 167 y 172) lo cual resulta contradictorio y genera una incongruencia 
argumental que riñe con las reglas de la lógica, dado que no se entiende la 
necesidad de la celebración de un Congreso Nacional para adecuar la normativa 
interna, la cual, afirma al mismo tiempo, está dentro de los márgenes 
constitucionales y legales.  
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Toda vez que ha quedado acreditada la omisión del Partido de la Revolución 
Democrática de adecuar su normativa partidista a la Ley General de Instituciones 
y Procedimientos Electorales y a la Ley General de Partidos Políticos, dentro del 
plazo establecido en esta última, se actualiza la infracción administrativa prevista 
en el artículo 443, párrafo 1, inciso a), que establece como tal el incumplimiento, 
por parte de los partidos políticos, de las obligaciones señaladas en los citados 
ordenamientos jurídicos. 
 
Relacionado con el precepto invocado, se tiene que el artículo 25, párrafo 1, de 
Ley citada en segundo lugar, establece la obligación de los partidos políticos de 
conducir sus actividades dentro de los cauces legales y ajustar su conducta a los 
principios del Estado Democrático, respetando la libre participación política de los 
demás partidos políticos y los derechos de los ciudadanos. 
 
En el caso, el Partido de la Revolución Democrática se desapegó de los cauces 
legales ya que incumplió una disposición legal, a saber, la prevista en el artículo 
quinto transitorio de la Ley General de Partidos Políticos, que le impuso el deber 
de ajustar su normativa interna a las nuevas disposiciones aplicables en materia 
electoral a más tardar el treinta de septiembre de dos mil catorce, y al no haberlo 
hecho, se actualiza la causa de responsabilidad administrativa precisada con 
anterioridad. 
 
Por otra parte, no pasa inadvertido para esta autoridad nacional electoral, que el 
pasado uno de julio del año en curso, se presentó un escrito dirigido a la 
Presidenta de la Comisión de Quejas y Denuncias de este Instituto, signado por el 
representante del Partido de la Revolución Democrática ante el Consejo General 
de este órgano electoral, mediante el cual expuso diversas consideraciones 
atinentes a la imposibilidad de llevar a cabo las adecuaciones a los documentos 
básicos del partido político que representa.  
 
De su análisis, esta autoridad advierte que el mismo en modo alguno es idóneo 
para justificar la omisión materia de estudio, en el plazo ordenado en los artículos 
Transitorio Séptimo de Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 
y Transitorio Quinto de la Ley General de Partidos Políticos.  
 
En relación con la documental de mérito, debe señalarse que lo concerniente a 
que se vio imposibilitado para cumplir con la exigencia legal indicada por estarse 
llevando a cabo el proceso de elección de dirigentes que solicitó se organizara por 
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el Instituto Nacional Electoral, ha sido materia de análisis y desestimación en 
diverso apartado de esta Resolución. 
 
De otra parte, en relación a que su norma interna contempla los derechos que 
prevén los ordenamientos invocados, en modo alguno puede ser atendible.  
 
En primer lugar, porque si el partido estimaba que su normatividad no requería ser 
modificada por estar ajustada a las mencionadas leyes, así debió manifestarlo a 
esta autoridad a más tardar el treinta de septiembre de dos mil catorce, para que 
en su oportunidad se determinara lo que en Derecho procediera, lo cual no 
aconteció. 
 
Además, lejos de actuar de la manera indicada, como también ha quedado 
razonado en epígrafes precedentes, lo cierto es que el veintinueve de septiembre 
de dos mil catorce, el representante propietario del Partido de la Revolución 
Democrática ante el Consejo General de este Instituto, mediante oficio CEMM-
504/2014, dirigido al Director Ejecutivo de Prerrogativas y Partidos Políticos, le 
manifestó que en atención a lo señalado en el artículo quinto transitorio de la Ley 
General de Partidos Políticos que establece “Los partidos políticos deberán 
adecuar sus documentos básicos y demás reglamentación interna a lo previsto en 
esta Ley y en las demás disposiciones legales aplicables, a más tardar el 30 de 
septiembre de 2014” remitió el “ACUERDO DE LA COMISIÓN POLÍTICA 
NACIONAL DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA, MEDIANTE 
EL CUAL, SE ESTABLECE EL IMPEDIMENTO MATERIAL Y LEGAL PARA 
CONVOCAR A SESIÓN DEL CONGRESO NACIONAL PARA REFORMAR LOS 
DOCUMENTOS BÁSICOS DEL PARTIDO” identificado con el numeral ACU-CPN-
060/2014, cuyas consideraciones expuestas en la citada determinación han 
quedado debidamente transcritas en párrafos anteriores.  
 
A lo anterior debe agregarse, que la materia de decisión de este procedimiento se 
constriñe a determinar si el partido, cumplió o no con la exigencia legal de adecuar 
sus documentos básicos antes del 30 de septiembre de 2014, en tanto que el 
Partido de la Revolución Democrática con anterioridad a dicha fecha prevista 
legalmente, no informó al Instituto Nacional Electoral que su puestamente su 
normatividad interna se ajustaba a los nuevos ordenamientos electorales. 
 
Cabe señalar que tampoco podría atenderse esta alegación, porque como se 
señala en esta resolución, el Director Ejecutivo de Prerrogativas y Partidos 
Políticos de este instituto, mediante oficio INE/DEPPP/DPPF/1046/2014 dirigido al 
representante propietario del Partido de la Revolución Democrática, le hizo un 
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atento recordatorio de que la fecha límite para la adecuación de sus documentos 
básicos y reglamentación interna a las dos nuevas leyes, era el treinta de 
septiembre de dos mil catorce; lo anterior, con la finalidad de que dicha Dirección 
estuviera en aptitud de analizar las modificaciones que se formularan a dichas 
normativas. 
 
Empero, no obstante este requerimiento el Partido de la Revolución Democrática 
nunca le hizo saber que aparentemente su normatividad interna es acorde a lo 
previsto en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y Ley 
General de Partidos Políticos. Sin que pase por alto que el ocho de mayo de dos 
mil quince, el Director Ejecutivo de Prerrogativas y Partidos Políticos dirigió al 
Titular de la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral el oficio 
INE/DEPPP/DE/DPPF/2070/2015, mediante el cual puntualizó, que 
independientemente de lo señalado por el representante del Partido de la 
Revolución Democrática, la Dirección a su cargo se dio a la tarea de revisar los 
Estatutos Generales vigentes del Partido de la Revolución Democrática, para 
conocer preliminarmente los aspectos en los cuales, aquéllos no se ajustan a la 
Ley General de Partidos Políticos, precisando tales aspectos; de ahí que tampoco 
puedan acogerse los argumentos con los que trata de evidenciar que su normativa 
interna se ajusta a los multicitados ordenamientos jurídicos. 
 
Por tanto, las documental de mérito carece de fuerza probatoria para acreditar los 
extremos pretendidos por el partido denunciado. 
 
Con base en las argumentaciones expuestas, resulta procedente declarar 
fundado el presente procedimiento sancionador ordinario incoado contra el 
citado partido político. 
 
CUARTO. CALIFICACIÓN DE LA FALTA E INDIVIDUALIZACIÓN DE LA 
SANCIÓN. En el presente apartado se realizará la clasificación de la falta y la 
individualización de la sanción de ambos partidos políticos denunciados, Partido 
Acción Nacional y Partido de la Revolución Democrática, con la finalidad de evitar 
repeticiones de argumentos que pueden ser comunes a ambos casos en algunos 
rubros del apartado que nos ocupa, tomando en cuanto que incurrieron en la 
misma infracción legal. 
 
Una vez que ha quedado demostrada plenamente la infracción administrativa y la 
responsabilidad del Partido Acción Nacional y del Partido de la Revolución 
Democrática, se procede a imponer las sanciones correspondientes.  
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El artículo 456, párrafo 1, inciso a), de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales establece las sanciones aplicables a los partidos 
políticos. El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación dentro de las 
Tesis de Jurisprudencia identificadas con los rubros "ARBITRIO PARA LA 
IMPOSICIÓN DE SANCIONES. LO TIENE EL CONSEJO GENERAL DEL 
INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL" y "SANCIONES ADMINISTRATIVAS EN 
MATERIA ELECTORAL. ELEMENTOS PARA SU FIJACIÓN E 
INDIVIDUALIZACIÓN", con claves S3ELJ 09/2003 y S3ELJ 24/2003 
respectivamente, ha señalado que respecto a la individualización de la sanción 
que se debe imponer a un partido político, por la comisión de alguna irregularidad, 
esta autoridad electoral para fijar la sanción correspondiente, debe tomar en 
cuenta las circunstancias y la gravedad de la falta.  
 
Calificación de la falta  
 
Para calificar debidamente la falta, la autoridad debe valorar:  
 
a. Tipo de infracción  
b. Singularidad o pluralidad de la falta  
c. Bien jurídico tutelado (trascendencia de las normas transgredidas)  
d. Circunstancias de modo, tiempo y lugar de la infracción 
e. Intencionalidad  
f. Reiteración de la infracción o vulneración sistemática de las normas  
g. Condiciones externas (contexto fáctico) 
h. Medios de ejecución 
 
Así, en el caso concreto, se presentan las siguientes particularidades  
 
a. Tipo de infracción  
 
En primer término, es necesario precisar que la infracción consiste en sendas 
omisiones del Partido Acción Nacional y del Partido de la Revolución Democrática 
de ajustar su conducta a los cauces legales, obligación que debió cumplir 
conforme a lo previsto en el artículo 25, inciso a) de la Ley General de Partidos 
Políticos, lo que derivó a la vez del incumplimiento a la disposición prevista en el 
artículo quinto transitorio de la referida Ley General, que establece el deber de los 
partidos políticos de adecuar su normativa interna a dicha ley y demás 
disposiciones aplicables, derivado del rediseño del régimen electoral constitucional 
y legal.  
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Así, se estima que la finalidad de los preceptos mencionados, consiste en 
garantizar el primero de ellos, la legalidad en el actuar de los partidos políticos y el 
segundo, que su actuación se apegue al nuevo esquema constitucional y legal en 
materia electoral. 
 
b. Singularidad o pluralidad de las faltas acreditadas  
 
Al respecto, cabe señalar que no obstante haberse acreditado la violación a lo 
dispuesto en los artículos antes enunciados, por parte del Partido Acción Nacional 
y del Partido de la Revolución Democrática, ello no implica una pluralidad de 
infracciones o faltas administrativas, toda vez que en el caso, únicamente se 
acreditó que dichos institutos político omitieron emitir las modificaciones a sus 
Estatutos y a su normativa interna, en atención al nuevo régimen constitucional y 
legal en materia electoral. 
 
c. Bien jurídico tutelado (trascendencia de las normas transgredidas)  
 
El artículo 25, inciso a) de la Ley General de Partidos Políticos, pretende 
garantizar el principio de legalidad en el actuar de los partidos políticos y el quinto 
transitorio, el apego al nuevo esquema constitucional y legal en materia electoral, 
que introdujo reglas en temas de afiliación partidista (requisitos, derechos y 
obligaciones de los militantes), transparencia en el manejo de la información y 
protección de datos de los militantes, participación paritaria de la mujer en 
postulación de candidatos a cargos de elección popular, órganos partidistas 
encargados de la organización de procesos para la integración con características 
particulares, estructuración de su sistema de justicia partidaria en una sola 
instancia, así como en materia de financiamiento privado y rendición de informes 
para fiscalización de sus recursos, entre otros. 
 
En ese sentido, las disposiciones sobre los temas anteriores imponen deberes de 
actualización de su normativa a los partidos políticos, mediante el cual se 
pretendió el fortalecimiento de elementos comunes que caracterizan la 
democracia, como la participación de los militantes en el mayor grado posible, en 
los procesos de toma de decisiones partidistas, el principio de igualdad, al 
establecer reglas que garanticen que cada militante participe con igual peso 
respecto de cualquier otro y la garantía de ciertos derechos fundamentales como 
el de libre afiliación y el de acceso a la justicia partidaria con las garantías de 
expedites y recurso efectivo. 
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d. Circunstancias de modo, tiempo y lugar de la infracción  
 
Ahora bien, para llevar a cabo la individualización de la sanción, la conducta debe 
valorarse conjuntamente con las circunstancias objetivas que concurren en el 
caso, como son:  
 

• Modo. En el caso a estudio, la falta atribuible al Partido Acción Nacional y al 
Partido de la Revolución Democrática, consistió en inobservar lo establecido en el 
artículo 25, párrafo 1, inciso a), de la Ley General de Partidos Políticos en relación 
con el quinto transitorio de tal ordenamiento, al no haber ajustado su normativa 
interna a la citada ley y a la diversa Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales. 
 

• Tiempo. De conformidad con las constancias que obran en autos, la falta se 
actualizó el primero de octubre de dos mil catorce, en tanto que la fecha límite 
para la modificación de sus Estatutos debió realizarse a más tardar el treinta de 
septiembre de dos mil catorce, sin que dentro de dicho término o fuera de él, los 
partidos políticos denunciados hubieren llevado a cabo tal modificación o 
adecuación normativa.  
 

• Lugar. La falta cometida tiene impacto a nivel nacional, dado que se trata de 
Partidos Políticos Nacionales cuyas normas internas se vinculan a su vida 
partidista en las treinta y dos entidades federativas que integran la República 
Mexicana.  
 
e. Intencionalidad  
 
Se considera que en el caso existe una conducta dolosa de infringir lo previsto en 
el artículo 25, párrafo 1, inciso a), de la Ley General de Partidos Políticos, en 
relación con el quinto transitorio de dicha ley, toda vez que ambos partidos 
políticos denunciados tenían conocimiento de su deber de hacer, dada la 
publicación de la Ley citada, el veintitrés de mayo de dos mil catorce en el Diario 
Oficial de la Federación, además de que el Director Ejecutivo de Prerrogativas y 
Partidos Políticos de este instituto, mediante oficios INE/DEPPP/DPPF/1046/2014 
e INE/DEPPP/DPPF/1045/2014, dirigidos al representante propietario del Partido 
de la Revolución Democrática y al representante propietario del Partido Acción 
Nacional, ambos ante el Consejo General de este Instituto, respectivamente, les 
hizo un atento recordatorio de la fecha límite para la adecuación de sus 
documentos básicos y reglamentación interna, ello con la finalidad de que dicha 
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Dirección estuviera en aptitud de analizar las modificaciones que se formularan a 
tal normativa. 
 
No obstante lo anterior, ninguno de los dos denunciados realizaron gestiones, al 
menos preparatorias, para que sus órganos partidistas competentes analizaran, 
discutieran y aprobaran las adecuaciones en materia político electoral que les 
correspondía por determinación de la ley, lo que se afirma de acuerdo al caudal 
probatorio que integra el sumario; máxime que ambos denunciados aducen 
complejidad para llevar a cabo el respectivo procedimiento de modificación de su 
normativa, lo que evidencia que la omisión de cumplir fue intencional, al pretender 
evitar las dificultades que aluden. 
 
f. Reiteración de la infracción o vulneración sistemática de las normas  
 
Se estima que la conducta infractora no se cometió de manera reiterada ni 
sistemática, pues es la primera ocasión que los partidos Acción Nacional y de la 
Revolución Democrática incurren en la falta de modificación de sus Estatutos y 
normativa interna, derivada de una disposición legal transitoria que les obligue a 
ello, sin que existan elementos de convicción en el expediente que lleven a 
concluir que la conducta se ha acreditado repetidamente. 
  
g y h. Condiciones externas (contexto fáctico) y los medios de ejecución  
 
Al respecto, cabe señalar que los hechos denunciados se dieron en relación a la 
no emisión de normas partidistas que deberían ajustar al nuevo régimen jurídico 
electoral, previo al inicio del Proceso Electoral en curso, con la finalidad de que 
todos los partidos políticos tuvieran una misma base normativa, respetando 
principios y normas modificadas o introducidas al ordenamiento constitucional y 
legal en materia electoral, con el objeto de que la participación de sus militantes en 
el Proceso Electoral Federal y los locales, fuera en condiciones de igualdad 
normativa respecto del resto de militantes de las diversas fuerzas políticas. 
 
Respecto de medios de ejecución, al tratarse de una omisión, está se consumó 
por parte de los órganos partidistas con facultades para llevar a cabo la 
modificación de la normativa interna, a saber, la Asamblea Nacional del Partido 
Acción Nacional y del Congreso Nacional del Partido de la Revolución 
Democrática. 
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Individualización de la sanción  
 
Una vez sentadas las anteriores consideraciones, y a efecto de individualizar 
apropiadamente la sanción, se procede a tomar en cuenta los siguientes 
elementos:  
 
a. Calificación de la gravedad de la infracción en que se incurra  
b. Sanción a imponer  
c. Reincidencia  
d. Monto del beneficio, lucro, daño o perjuicio derivado de la infracción  
e. Condiciones socioeconómicas del infractor  
f. Impacto en las actividades del sujeto infractor 
 
a. Calificación de la gravedad de la infracción en que se incurra  
 
En el presente caso, atendiendo a los elementos objetivos anteriormente 
precisados, particularmente a que los partidos denunciados dolosamente 
infringieron el principio de legalidad, la conducta debe calificarse con una 
gravedad especial, ya que con su omisión desatendieron la finalidad pretendida 
por la ley al establecer una fecha límite para la adecuación de la normativa de los 
partidos políticos, que consistía en que en el Proceso Electoral en curso, los 
militantes de todos los partidos políticos tuvieran garantizados los mismos 
derechos, a través de los ajustes necesarios a las respectivas normas internas de 
cada partido político. 
 
Asimismo, se tiene presente que la trascendencia de la omisión de adecuar la 
normativa interna afectó, a nivel nacional, en general, el régimen democrático 
mexicano, tal y como se concibió mediante la reforma constitucional y legal del 
año dos mil catorce, sin embargo, la falta y la afectación que causó no puede 
individualizarse en una persona en particular, ni en un acto concreto, dado que se 
trata de normas generales, abstractas, impersonales, que si bien tienen como 
destinatarios a los militantes de los respectivos partidos políticos, existe una 
indeterminación de los actos y sujetos que pudieron ser afectados por la falta de 
adecuación de las normativas partidistas en aspectos de afiliación, transparencia 
en el manejo de la información y protección de datos de los militantes, 
participación paritaria de la mujer en postulación de candidatos a cargos de 
elección popular, órganos partidistas encargados de la organización de procesos 
para la integración con características particulares, estructuración del sistema de 
justicia partidaria en una sola instancia, así como en materia de financiamiento 
privado y rendición de informes para fiscalización de sus recursos, entre otros. 
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El incumplimiento a la obligación de adecuar la norma interna, también puso en 
riesgo la organización estructural y orgánica de los partidos políticos denunciados, 
tomando en cuenta que conforme al artículo sexto transitorio de la Ley General de 
Partidos Políticos, aquellos partidos políticos que a la entrada en vigor de la ley en 
cita no contaran con órganos internos que esa u otras disposiciones jurídicas 
prevén, deberían modificar su estructura orgánica y nombrar a las personas 
encargadas de las mismas, lo que también debía realizarse a más tardar el treinta 
de septiembre de dos mil catorce, pero al no formularse la adecuación a sus 
documentos básicos, ello generó que el Partido Acción Nacional no contara, de 
acuerdo con la información proporcionada a la Unidad Técnica de lo Contencioso 
Electoral por el Director Ejecutivo de Prerrogativas y Partidos Políticos, mediante 
oficio INE/DEPPP/DE/DPPF/2070/2015, con un órgano de decisión colegiada 
democráticamente integrado, responsable de la organización de los procesos para 
la integración de los órganos internos del partido político y para la selección de 
candidatos a cargos de elección popular, así como con un órgano de decisión 
colegiada, responsable de la impartición de justicia intrapartidaria, que sea 
independiente, imparcial y objetivo, así como uniistancial, de conformidad con el 
artículo 43, numeral 1, de la Ley General de Partidos Políticos. Asimismo, que el 
Partido de la Revolución Democrática no contara por ejemplo, según la 
información proporcionada por la mencionada Dirección Ejecutiva a la Unidad 
Técnica de lo Contencioso Electoral con un órgano encargado de cumplir con las 
obligaciones de transparencia y acceso a la información, así como los derechos 
ARCO; razón de más que agrava la conducta omisiva en que incurrieron los 
denunciados. 
 
Además debe tenerse en cuenta que cada uno de los actos que hubiere sido 
afectado por la omisión de adecuación de normas partidistas redundó 
indefectiblemente en un demérito de la calidad del proceso democrático, dado que 
como se dijo anteriormente, la reforma constitucional y legal en materia electoral 
tuvo como finalidad el mejoramiento y fortalecimiento del sistema democrático 
adoptado como régimen de gobierno por el Estado Mexicano. 
 
Para este Consejo General no pasa inadvertido que los partidos Acción Nacional y 
de la Revolución Democrática conocían con antelación a la promulgación de la 
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y de la Ley General de 
Partidos Políticos, las cuales fueron publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación el veintitrés de mayo de dos mil catorce, la obligación legal que 
asumían a la entrada de su vigencia, por tanto, sabían plenamente que debían 
emprender todas aquellas acciones que estimaran necesarias para ajustar su 
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normativa interna al nuevo régimen constitucional y legal en la materia, dentro de 
los plazos previstos en estos ordenamientos. 
 
Esto es así, porque los mencionados partidos políticos a través de sus grupos 
parlamentarios en las Cámaras de Diputados y Senadores, tiene representación 
en el Congreso de la Unión37, órgano legislativo donde se discutieron y aprobaron 
dichas leyes, sin que, como se expone enseguida, se advierta que en su 
oportunidad hubieran formulado oposición o desacuerdo con el plazo establecido 
en la Ley General de Partidos Políticos, para ajustar los documentos básicos a la 
nueva normatividad a más tardar el treinta de septiembre de dos mil catorce. 
 
De la lectura de los dictámenes de las Comisiones Unidas de Reforma del Estado, 
de Gobernación, de Justicia y de Estudios Legislativos, Segunda con proyecto de 
decreto de la Cámara de Senadores y del correspondiente Dictamen de la 
Comisión de Gobernación con proyecto de decreto de la Cámara de Diputados, 
por los que se expiden la Ley General de Partidos Políticos, así como la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, respectivamente, se 
desprende lo siguiente: 
 
A) La Ley General de Partidos Políticos fue aprobada el quince de mayo de dos 
mil catorce, en la Cámara de Diputados con la siguiente votación: A favor 391 
votos, de los cuales 93 fueron emitidos por los legisladores del Partido Acción 
Nacional y 70 del Partido de la Revolución Democrática. En contra 39 votos, 
correspondiendo 12 a legisladores del Partido de la Revolución Democrática. Una 
abstención.  
 
En la Cámara de Senadores, el catorce de mayo de dos mil catorce, se aprobó de 
la siguiente manera: A favor 108 votos. En contra 5 votos.  
 
B) La Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales fue aprobada el 
quince de mayo de dos mil catorce en la Cámara de Diputados con la siguiente 
votación: A favor 381 votos, de los cuales 99 fueron emitidos por legisladores del 
Partido Acción Nacional y 45 del Partido de la Revolución Democrática. En contra 

                                                           
37 Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. Artículo 14, párrafo 4. En los 
términos de los supuestos previstos por esta ley para la conformación de los Grupos Parlamentarios, los 
partidos políticos cuyos candidatos hayan obtenido su constancia de mayoría y validez o que hubieren 
recibido constancia de asignación proporcional, comunicarán a la Cámara, por conducto de su Secretario 
General, a más tardar el 28 de agosto del año de la elección, la integración de su Grupo Parlamentario […] 
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62 votos, correspondiendo 2 a diputados del Partido Acción Nacional y 35 a los del 
Partido de la Revolución Democrática. Once abstenciones. 
 
En la Cámara de Senadores fue aprobada el catorce de mayo de dos mil catorce 
con la votación siguiente: A favor 113 votos. En contra 7.  
 
C) En las discusiones parlamentarias ningún grupo parlamentario reservó para su 
discusión el artículo Transitorio Séptimo de Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales ni el Transitorio Quinto de la Ley General de Partidos 
Políticos. En relación con este último ordenamiento, solo en la Cámara de 
Senadores se propusieron modificaciones, entre otros artículos, al Octavo 
Transitorio y se adicionó un Transitorio Noveno. 
 
Lo reseñado permite advertir, en principio, que los legisladores que integran el 
Congreso de la Unión, entre ellos, los surgidos de los partidos denunciados, 
consideraron como plazo prudente, suficiente y razonable para realizar las 
modificaciones o adecuaciones pertinentes a los documentos básicos de los 
partidos políticos para ajustarlos al nuevo marco legal, el comprendido entre el día 
siguiente a la fecha de publicación de las nuevas leyes en el Diario Oficial de la 
Federación, lo que aconteció el veintitrés de mayo de dos mil catorce, hasta el 
treinta de septiembre del propio año; esto es, ciento treinta días naturales, que 
corresponden a ocho días con cuatro meses calendario, teniendo en cuenta que 
las multicitadas leyes de acuerdo con el respectivo Transitorio Primero entrarían 
en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
  
En segundo lugar, que los partidos políticos, entre ellos los denunciados, 
aceptaron como suficiente y razonable la temporalidad prevista en el artículo 
Transitorio Quinto de la Ley General de Partidos, al no reservarlo para discusión, 
con la finalidad de proponer la ampliación al plazo previsto, o bien, para manifestar 
oposición a la temporalidad contemplada, manifestando con tal proceder su 
consentimiento o anuencia con la temporalidad prevista. 
 
En este orden de ideas, los partidos políticos representados en el órgano 
legislativo, incluidos Acción Nacional y de la Revolución Democrática, al proponer, 
discutir y aprobar los multicitados ordenamientos legales, sabedores del 
imperativo derivado de la reforma legal, estaban conscientes que debían adoptar 
las medidas necesarias y pertinentes para realizar las modificaciones a los 
documentos básicos de los partidos que los postularon al cargo de elección 
popular, y que ello debería llevarse a cabo dentro del plazo fijado, entre las cuales 
se encuentra la de convocar a sus órganos facultados para modificar la normativa 



CONSEJO GENERAL 
EXP. UT/SCG/Q/CG/50/INE/97/PEF/5/2014 

56 

interna, de manera que si de conformidad con sus propios ordenamientos se 
rebasaba la fecha establecida legalmente para esos efectos, entonces debían 
llevar a cabo los actos o emitir los acuerdos conducentes, bien sea para reducir 
los plazos estatutarios y reglamentarios, o bien, convocar de inmediato y a la 
brevedad posible de manera extraordinaria a dichos órganos, o aquél que 
estatutariamente tenga delegada esa atribución. 
 
Este actuar extraordinario encuentra mayor sustento en la circunstancia de que los 
propios legisladores de los partidos denunciados, como integrantes del Poder 
Legislativo de la Unión, determinaron que el Proceso Electoral Federal iniciaría en 
la primera semana del mes de octubre de dos mil catorce, ya que así lo 
establecieron en el artículo Noveno Transitorio de la Ley General de Instituciones 
y Procedimientos Electorales en el que dispusieron:  
 

Noveno. Por única ocasión, los procesos electorales ordinarios 
federales y locales correspondientes a las elecciones respectivas que 
tendrán lugar el primer domingo de junio del año 2015 iniciarán en la 
primera semana del mes de octubre del año 2014. Para tal efecto el 
Consejo General del Instituto Nacional Electoral aprobará los ajustes 
necesarios a los plazos establecidos en la presente Ley. 

 

Lo estatuido en el artículo Noveno Transitorio, corrobora, de una parte, que las 
reformas estatutarias se debían efectuar a más tardar el treinta de septiembre de 
dos mil catorce, a partir de que tales adecuaciones estaban encaminadas a 
salvaguardar y proteger de mejor manera los derechos político-electorales de los 
militantes y afiliados al interior de los partidos en que militan, así también los de la 
ciudadanía en general, tomando en cuenta que los partidos políticos son una de 
las vías previstas constitucional y legalmente para que estos accedan al ejercicio 
del poder público y para la participación en los asuntos políticos del país. 
 
En efecto, la reforma constitucional y legal referida en parágrafos precedentes, 
tiende a proteger los derechos político electorales garantizados en la Carta Magna 
como son, entre otros, los de votar, ser votado, de asociación y su correlativo de 
afiliación, de participación política, etcétera, reconocidos en los artículos 9, 35 y 
41, de la Constitución Política de los estados Unidos Mexicanos. 
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Por otra parte, este Consejo General considera que jurídicamente era factible 
reducir los plazos previstos en la norma estatutaria y reglamentaria de los partidos 
políticos de ser necesario, para estar en posibilidad de que ajustaran sus 
documentos básicos a más tardar el treinta de septiembre de dos mil catorce. 
 
A tal conclusión se arriba, teniendo en cuenta que si el legislador facultó a la 
autoridad electoral administrativa a efectuar los ajustes necesarios a los plazos 
establecidos en la precitadas leyes para la celebración oportuna de los comicios 
tendentes a la renovación periódica de los poderes públicos, es evidente que los 
partidos políticos por identidad de razón podían actuar en el mismo sentido, 
porque las adecuaciones debían ajustarse al ordenamiento vigente, antes del 
inicio de los procesos electorales federal y locales, a lo que debe añadirse, como 
se puntualizó, las modificaciones a la normativa intrapartidaria tenían como 
premisa que se respetara a los militantes y afiliados los derechos contemplados en 
la Ley General de Partidos Políticos y Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, de manera que estaban en aptitud jurídica de reducir 
los plazos estatutarios y reglamentarios, o en su defecto, convocar de manera 
extraordinaria a los órganos partidistas competentes para el cumplimiento 
oportuno del mandato legal. 
 
Ahora bien, con independencia de las consideraciones vertidas en epígrafes 
precedentes, con las cuales se desestiman las razones que aducen los 
denunciados para tratar de justificar el supuesto impedimento para realizar la 
modificación estatutaria y demás reglamentación interna, dentro del plazo 
conferido en los artículos séptimo y quinto transitorios de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales y Ley General de Partidos Políticos, 
respectivamente, corrobora la gravedad especial de la conducta denunciada, el 
hecho de que los partidos pudieron cumplir en tiempo con este mandato legal, 
salvo los dos partidos denunciados.  
 
En efecto, existe interés de la sociedad de que los partidos políticos cumplan de 
manera irrestricta con las normas constitucionales y legales que son de 
observancia general y de interés público; es decir, se sujeten puntual y 
efectivamente al orden jurídico, ya que de conformidad con en el artículo 25, 
párrafo 1, inciso a), de la Ley General de Partidos Políticos, es obligación de 
dichas entidades de interés público conducir sus actividades dentro de los cauces 
legales y ajustar su conducta y la de sus militantes a los principios del Estado 
democrático, así como respetar los derechos de los ciudadanos.  
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Imperativo de suma trascendencia, dado el papel primordial que juegan los 
partidos políticos en la consolidación de la democracia, en el contexto de un 
Estado constitucional democrático de derecho, tal como se desprende de las 
finalidades constitucionales que como entidades de interés público tienen 
encomendadas, lo que les obliga, se insiste, a regir sus actividades por el principio 
de juridicidad y los principios del Estado democrático, no sólo por mandato de la 
ley, sino también, por congruencia con el régimen político en el que son actores 
fundamentales de conformidad la configuración constitucional y legal. 
 
Acorde con lo anterior, los partidos políticos gozan de capacidad para auto-
organizarse y auto-regularse, en tanto se les ha conferido la atribución de darse 
sus normas internas, y libertad para regular entre otros aspectos, sus principios 
ideológicos; su programas de acción, gobierno, legislativo, plataforma política y la 
forma en que han de materializarlos en la realidad; su estructura partidaria –
órganos centrales, estatales y municipales-; las reglas democráticas para acceder 
a los cargos de dirección, sus facultades, la duración en los cargos; los 
mecanismos para el control de la legalidad partidaria de todos y cada uno de los 
actos y resoluciones de las instancias partidarias - medios de defensa internos-, 
los derechos y obligaciones de los afiliados y militantes; los procedimientos 
democráticos para elegir a los candidatos, el régimen disciplinario etcétera.  
 
Entre esas normas, también tienen libertad para normar lo relativo a la 
modificación de los Estatutos y demás normas que rigen su vida interna, previendo 
los órganos de dirección o dirigencia encargados de cumplir con esa encomienda, 
así como los mecanismos y plazos para ello, aun en situaciones extraordinarias. 
 
Sobre el particular, la lectura de los documentos básicos, permite advertir que los 
partidos políticos prevén normas para el cumplimiento de la ley y de su finalidad 
constitucional y legal, no solo en condiciones ordinarias, sino también, según se 
ha mencionado, en situaciones extraordinarias, de manera que ante la situación 
surgida por la promulgación de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales y de la Ley General de Partidos Políticos, los institutos políticos 
denunciados, en ejercicio de las atribuciones conferidas en sus documentos 
básicos, estuvieron en aptitud de adoptar las medidas conducentes y 
extraordinarias para el estricto cumplimiento de lo mandatado en las normas 
transitorias, tal como lo hicieron los demás partidos políticos con registro. 
 
En lo tocante al Partido Acción Nacional, de conformidad con el artículo 19, 33 BIS 
y 129, de su norma estatutaria, la Asamblea Nacional Extraordinaria: 
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a) Tiene la atribución de modificar los Estatutos del partido. Para ello, la Comisión 
Permanente o el Consejo Nacional elaborará un proyecto, tomando en cuenta las 
opiniones de los militantes, órganos estatales y municipales en reuniones de 
consulta convocadas para tales efectos y una vez aprobado por la Comisión 
Permanente o por el Consejo Nacional, el proyecto se deberá poner junto con la 
convocatoria a disposición de los delegados acreditados a la Asamblea Nacional 
Extraordinaria con por lo menos quince días de anticipación a la fecha de su 
celebración. 
 
Cabe señalar que la norma estatutaria solo establece que se deberá tomar en 
cuenta las opiniones de los militantes, órganos estatales y municipales en 
reuniones de consulta convocadas para tales efectos, sin especificar a qué órgano 
en particular se refiere; empero, de conformidad con los artículos 54, 55, 56 BIS 
párrafo 8, 56 TER párrafo 2, 66, párrafo 1, inciso b), 69, párrafo 2, de los Estatutos 
del Partido Acción Nacional; 2 y 38, del Reglamento de Órganos Estatales y 
Municipales, la convocatoria a la Asamblea Estatal será expedida por el Comité 
Directivo Estatal, con por lo menos sesenta días de anticipación a la fecha fijada 
para su celebración; el Consejo Estatal sesionarán cuando menos dos veces al 
año y serán convocados por el Presidente del propio Consejo, por su Comisión 
Permanente o por el Presidente del Comité Ejecutivo Nacional y, en su caso, a 
solicitud de una tercera parte de sus miembros.  
 
b) Se celebrará cada vez que sea convocada por la Comisión Permanente o por el 
Consejo Nacional. La convocatoria deberá ser expedida, por lo menos, con 
cuarenta y cinco días naturales de anticipación a la fecha fijada para la reunión. 
 
c) La Comisión Permanente Estatal se reunirá cuando menos una vez al mes y 
cuando sea convocada de manera extraordinaria, por el Presidente Estatal, o a 
solicitud de dos terceras partes de sus integrantes o de las dos terceras partes del 
Consejo Estatal. Las Asambleas Municipales ordinaria se reunirán cada año a 
convocatoria del respectivo Comité Directivo Municipal, quien también podrá 
convocar de manera extraordinaria a dicha Asamblea. 
 
Como se observa, el Partido Acción Nacional estuvo en posibilidad de convocar a 
la Asamblea Nacional Extraordinaria para la aprobación de su normatividad interna 
dentro del plazo previsto en los multireferidos artículos transitorios, ya que 
tomando como base los plazos antes descritos, hubiera empleado ciento veinte 
días para tal fin, equivalente aproximadamente a 4 meses calendario -
considerando sesenta días para convocar a los órganos estatales y municipales, 
quince días para poner a disposición de los delegados acreditados a la Asamblea 
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Nacional Extraordinaria una vez aprobado por la Comisión Permanente o por el 
Consejo Nacional el proyecto de modificaciones, así como la convocatoria 
respectiva y cuarenta y cinco días para convocar a la Asamblea Nacional 
Extraordinaria-. 
 
Plazos que además y que como se razonó con antelación, pudieron haberse 
reducido si fuera necesario a fin de cumplir en tiempo con la modificación de sus 
documentos básicos para adecuarlos a las nuevas prescripciones constitucionales 
y legales, lo que le hubiera permitido hacerlas del conocimiento de la autoridad 
electoral administrativa para que determinara lo que en Derecho procediera. 
 
Situación similar se presenta en relación con el Partido de la Revolución 
Democrática.  
 
En efecto, atento a lo establecido en los artículos 93, 114, 117 y 121, de los 
Estatutos; 3, 5 y 6, del Reglamento del Congreso Nacional del Partido de la 
Revolución Democrática; y 45 y 46, del Reglamento de los Consejos del Partido 
de la Revolución Democrática, el Congreso Nacional: 
 
a) Tiene conferida la atribución de reformar total o parcialmente el Estatuto, la 
Declaración de Principios y el Programa del Partido. 
 
b) Sesionará de manera ordinaria o extraordinaria. Tienen este último carácter, 
aquellas sesiones convocadas cuando el órgano facultado para ello lo estime 
necesario o a petición de un tercio de los integrantes del mismo, para tratar 
asuntos que por su urgencia no puedan esperar a ser desahogados en la siguiente 
sesión ordinaria.  
 
c) Las sesiones ordinarias se celebrarán cada tres años, o bien, inmediatamente 
después de las elecciones nacionales de su partido; de forma extraordinaria 
cuando lo convoque el Consejo Nacional. 
 
d) El Consejo Nacional con facultades de organizar el Congreso Nacional y 
convocar a sus delegados, se reunirá de manera ordinaria por lo menos cada tres 
meses. Las sesiones extraordinarias serán convocadas cuando surja un asunto de 
urgente resolución, al efecto, podrá reunirse cuarenta y ocho horas después de 
expedida la convocatoria. 
 
Conforme a la normativa en cita, el Partido de la Revolución Democrática pudo 
convocar en cualquier momento a sesión extraordinaria tanto al Consejo Nacional 



CONSEJO GENERAL 
EXP. UT/SCG/Q/CG/50/INE/97/PEF/5/2014 

61 

para que convocara al Congreso Nacional, así como a éste para la aprobación de 
las modificaciones a los documentos básicos, ya que el mandato previsto en los 
artículos Transitorio Séptimo de Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales y Transitorio Quinto de la Ley General de Partidos Políticos, se 
constituía como un asunto que por su urgencia no podía esperar a ser 
desahogado en la siguiente sesión ordinaria 
 
Además, la convocatoria al Consejo Nacional debe ser expedida antes de los 
cinco días previos a la fecha en que el pleno deba reunirse y se publicará al día 
siguiente de su expedición en un diario de circulación nacional. 
 
En este orden de ideas, este Consejo General no advierte que los partidos Acción 
Nacional y de la Revolución Democrática hubieran tenido imposibilidad legal, 
material o temporal para dejar de satisfacer el imperativo legal contenido en los 
multireferidos artículos transitorios; circunstancia que se reitera, evidencia lo grave 
especial de la conducta omisiva denunciada. 
 
En otro aspecto, se destaca los Partidos Políticos Nacionales con registro antes 
del dos mil catorce, estaban constreñidos a acatar en tiempo las prescripciones en 
cita, porque como se ha razonado, la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y la Ley General de Partidos Políticos, son de orden 
público y de observancia general en el territorio nacional. 
 
Al respecto, conviene traer a cuenta lo siguiente: 
 
Cinco de los siete partidos políticos ubicados en la indicada hipótesis, atendieron 
el mandato legal –Partido Revolucionario Institucional, Partido Nueva Alianza, 
Partido Verde Ecologista de México, Partido del Trabajo y Partido Movimiento 
Ciudadano-, circunstancia que sirve para concluir válidamente, que el tiempo 
concedido por el legislador permitía cumplir con lo ordenado en dichos 
ordenamientos, o sea, adecuar los documentos básicos de los partidos a más 
tardar el treinta de septiembre de dos mil catorce. 
 
Para el cumplimiento dentro del término concedido en el Quinto Transitorio de la 
Ley General de Partidos Políticos, los referidos institutos tuvieron que adoptar 
diversas decisiones, o bien, ajustar los plazos previstos en su normatividad 
interna, con la finalidad de que sus órganos máximos facultados para aprobar 
modificaciones a los documentos básicos se pronunciaran al respecto, como se 
pone de relieve enseguida. 
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Partido Revolucionario Institucional. En los documentos básicos vigentes con 
antelación a la aprobación de las modificaciones a la nueva normatividad electoral, 
se preveía en los artículos 14, 16, 19, 67, 68 fracción I, 75 y 81 fracción XXI de los 
Estatutos en cumplimiento al Transitorio Séptimo de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales y Transitorio Quinto de la Ley General 
de Partidos Políticos, así como los diversos 22, 57 y 71, del Reglamento del 
Consejo Político Nacional, en lo que interesa, lo siguiente: 
 
-La Asamblea Nacional tiene la atribución de reformar o adicionar los documentos 
básicos por el voto mayoritario de sus delegados. 
 
-La Asamblea Nacional se celebrará en forma ordinaria cada tres años, en 
términos del Acuerdo que emita el Consejo Político Nacional y la correspondiente 
convocatoria del Comité Ejecutivo Nacional.  
 
-En caso fortuito, fuerza mayor o pertinencia electoral, el Consejo Político Nacional 
podrá acordar ampliar el plazo para su celebración a un término no mayor de 
dieciocho meses.  
 
-Sesionará en forma extraordinaria cuando lo decida el Consejo Político Nacional, 
para desahogar los asuntos que expresamente señale la convocatoria 
correspondiente. 
 
-El Consejo Político Nacional, en caso debidamente justificado, con el voto de las 
dos terceras partes de sus integrantes presentes y con la aprobación de la 
mayoría de los consejos políticos estatales y del Distrito Federal, podrá reformar o 
adicionar el Programa de Acción y los Estatutos, con excepción del Título Primero.  
 
-El Consejo Político Nacional sesionará en Pleno anualmente de manera ordinaria 
y cuantas veces sea necesario en forma extraordinaria. La convocatoria será 
expedida con setenta y dos horas antes de la fecha de la sesión, salvo cuando 
ocurran causas de fuerza mayor. 
  
-Los Consejos Políticos Estatales y del Distrito Federal son órganos de integración 
democrática deliberativos, de dirección colegiada, de carácter permanente, 
subordinados a sus respectivas asambleas.  
 
-Funcionarán en Pleno o en comisiones. Las sesiones ordinarias del Pleno se 
realizarán cada seis meses y las extraordinarias cuando sean convocadas por su 
directiva. 
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Como se aprecia, de la normatividad del Partido Revolucionario Institucional se 
desprende que la facultad originaria para aprobar la modificación a los Estatutos y 
demás ordenamientos que rigen su vida interna corresponde a la Asamblea 
Nacional, y solo por excepción con causa justificada, asume tal atribución el 
Consejo Político Nacional. 
 
En términos de los ordenamientos en cita, en principio, el partido político 
hubiera tenido que esperar a la celebración de la próxima Asamblea Nacional 
Ordinaria para someter a su consideración las modificaciones a su normatividad 
interna, lo cual acontecería, partiendo de la base que esta sesiona cuando menos 
cada 3 años, hasta marzo del 2016, tomando en cuenta que la XXI Asamblea 
Nacional Ordinara se llevó a cabo en marzo de 201338, lo cual le hubiera 
llevado a incurrir en incumplimiento a la ley. 
  
Ante esta eventualidad y la situación extraordinaria surgida con motivo de lo 
ordenado en los artículos Transitorio Séptimo de Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y Transitorio Quinto de la Ley General de Partidos 
Políticos, publicadas en el Diario oficial de la Federación el veintitrés de mayo de 
dos mil catorce, que concedió como fecha límite para adecuar los documentos 
básicos a las nuevas prescripciones legales a más tardar el treinta de septiembre 
del propio año, el Partido Revolucionario Institucional tuvo que adoptar los 
acuerdos necesarios para dar cabal cumplimiento dentro del plazo concedido en la 
ley. 
 
En efecto, como se obtiene del Acuerdo INE/CG205/201439, aprobado por este 
Consejo General en sesión extraordinaria de quince de octubre de dos mil catorce, 
el Partido Revolucionario Institucional en la LVIII sesión ordinaria del Consejo 
Político Nacional efectuada el ocho de agosto de dos mil catorce, dicho órgano 
tuvo que emitir diversos acuerdos para adecuar sus documentos básicos en la 
temporalidad prevista en los invocados transitorios, ante la imposibilidad 
material de convocar a la Asamblea Nacional. Así, el Partido Revolucionario 
Institucional determinó lo siguiente: 

                                                           
38 Dato obtenido de la página web del Partido Revolucionario Institucional www.pri.org.mx  
39 RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL SOBRE LA PROCEDENCIA 
CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE LAS MODIFICACIONES A LOS ESTATUTOS DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO 
INSTITUCIONAL, REALIZADAS EN CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO TRANSITORIO SÉPTIMO DE LA LEY GENERAL 
DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES, RELACIONADO CON EL ARTÍCULO TRANSITORIO 
QUINTO DE LA LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS, ASÍ COMO EN EJERCICIO DE SU LIBERTAD DE 
AUTOORGANIZACIÓN, 

http://www.pri.org.mx/
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a) “…V. El artículo 14 de los Estatutos señala que es competencia de 

la Asamblea Nacional la Reforma a los Documentos Básicos. Sin 
embargo, el plazo establecido por las leyes electorales no permite 
que se convoque al órgano supremo del Partido, considerando que 
la planeación y desarrollo de la misma reviste un enorme grado de 
complejidad, por lo que se justifica la intervención del Consejo 
Político Nacional, de conformidad con los artículos 16, 17 y 81, 
fracción XXI de nuestros Estatutos. …”. 

b) “TERCERO. Se ordena la creación de la ´Comisión Temporal para 
la Redacción y Congruencia de las Modificaciones Estatutarias y 
Reglamentarias del Partido Revolucionario Institucional´, que 
solventarán las observaciones que, en su caso, realice el Instituto 
Nacional Electoral y se instruye a la referida Comisión que, una vez 
aprobadas las modificaciones estatutarias por la autoridad electoral, 
rinda el informe correspondiente en la próxima sesión de este Consejo 
Político Nacional”. 

c) ACUERDO SIETE 

ACUERDO PRIMERO.- Se modifican los artículos 40, 42 BIS, 58, 59, 
60, 61, 63, 69,70, 73, 77, 78, 79, 81, 82, 83, 83 BIS, 84 BIS, 85, 86, 87, 
89, 90 BIS, 90 TER, 91, 91 BIS, 91 TER, 92 TER, 93, 93 BIS, 94, 108, 
111, 116, 119, 121, 122, 128, 130, 144, 151, 153, 156, 158, 159, 163, 
164, 166, 167, 170, 179,181, 185, 187, 188, 195, 199, 201, 206, 209, 
212, 214, 217 Y 221 de los Estatutos del Partido Revolucionario 
Institucional. ----------------------------------------------------------------------------
SEGUNDO.- Se adicionan los artículos 91 QUÁTER, 92 QUÁTER, 92 
QUINTUS, 93 TER, 93 QUÁTER, 93 QUINTUS, 184 BIS, 200 BIS, 200 
TER, 200 QUÁTER, 209 BIS y 209 TER a los Estatutos del Partido 
Revolucionario Institucional.  

 
Del mismo modo, es menester señalar que conforme a lo verificado por este 
Consejo General al emitirse el supracitado acuerdo INE/CG205/2014, del nueve al 
veintiuno de agosto de dos mil catorce, veinte Consejos Políticos Estatales del 
Partido Revolucionario Institucional ratificaron las modificaciones estatutarias. 
 
Los hechos descritos ponen de manifiesto que no obstante que a la Asamblea 
Nacional Ordinaria o Extraordinaria le compete resolver sobre la modificación de 
los Estatutos y demás normativa interna del Partido Revolucionario Institucional, 
atendiendo a la complejidad que revestía convocar a ese órgano de dirección, así 
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como a los plazos previstos en su entonces normativa interna, que excedían al 
fijado en los multimencionados ordenamientos legales, dicho partido dictó los 
acuerdos que se estimaron pertinentes para que el Consejo Político Nacional 
acordara lo conducente; procedimiento que concluyó el veintidós de agosto de dos 
mil catorce, fecha en que se notificó al Instituto Nacional Electoral las 
modificaciones atinentes. 
 
Partido político nacional Nueva Alianza. Los artículos 19, 20, 21, 28 fracción IV, 
29, 32, 33, 38 fracción XII y 57 fracción V, de los Estatutos vigentes con antelación 
a la aprobación de las modificaciones en cumplimiento al Transitorio Séptimo de la 
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y Transitorio Quinto de 
la Ley General de Partidos Políticos, la máxima autoridad del partido es la 
Convención Nacional, órgano a quien se confiere la facultad de aprobar las 
reformas y adiciones al Estatuto, Declaración de Principios y Programa de Acción 
de Nueva Alianza. 
 
-Se podrá reunir en sesión ordinaria cada 3 años y en sesión extraordinaria en 
cualquier momento a convocatoria del Consejo Nacional o del Comité de Dirección 
Nacional. 
 
-Para que la Convención Nacional se erija en Asamblea Ordinaria, la convocatoria 
deberá publicarse en los Estrados del Partido con al menos treinta días naturales 
de antelación a la celebración de la misma; para que se erija en Asamblea 
Extraordinaria, deberá publicarse en los Estrados del Partido con por lo menos 
diez días naturales de antelación. 
 
-El Consejo Nacional es la autoridad máxima entre cada Convención. Tiene entre 
sus atribuciones, cuando aprobar las reformas al Estatuto, Declaración de 
Principios y Programa de Acción, cuando a propuesta del Comité de Dirección 
Nacional, se considere justificada y urgente dicha decisión y no sea posible 
convocar a la Convención Nacional. 
 
-El Consejo Nacional se podrá reunir en sesión ordinaria cada año y en sesión 
extraordinaria en cualquier momento a convocatoria del Comité de Dirección 
Nacional. Para que se erija en Asamblea Ordinaria, la convocatoria deberá 
publicarse en los Estrados y en la página de internet del Partido, con al menos 
diez días naturales de antelación a la celebración de la misma; para que se erija 
en Asamblea Extraordinaria deberá publicarse en los Estrados del Partido con por 
lo menos tres días naturales de antelación. 
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Como se aprecia, los Estatutos de Nueva Alianza, otorgan la facultad originaria 
para aprobar la modificación a los Estatutos a la Convención Nacional, y solo por 
excepción, cuando a propuesta del Comité de Dirección Nacional, se considere 
justificada y urgente dicha decisión y no sea posible convocar a la Convención 
Nacional podrá asumir esa atribución. 
 
De esta forma, ante la situación excepcional surgida con motivo de lo ordenado en 
los artículos Transitorio Séptimo de Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales y Transitorio Quinto de la Ley General de Partidos Políticos, 
publicadas en el Diario oficial de la Federación el veintitrés de mayo de dos mil 
catorce, que impuso la obligación de adecuar los documentos básicos a las 
nuevas disposiciones legales a más tardar el treinta de septiembre del propio año, 
tal como se desprende del Acuerdo INE/CG160/201440, aprobado por el Consejo 
General del Instituto Nacional Electoral en sesión extraordinaria del veinticinco de 
septiembre de dos mil catorce, el Partido Nueva Alianza, tomando en 
consideración que el artículo 38 fracción XII, de sus documentos básicos 
otorga al Consejo Nacional la facultad de aprobar las reformas a los 
Estatutos cuando se considere justificada y urgente dicha decisión y no sea 
posible convocar a la Convención Nacional, de acuerdo con lo asentado en el 
Acta de Asamblea Extraordinaria del Comité de Dirección Nacional de Nueva 
Alianza de fecha dieciocho de junio de dos mil catorce, dicho órgano partidario 
determinó: 
 

“el Presidente expresa que es necesario que este Comité de 
Dirección Nacional autorice que se convoque a Sesión 
Extraordinaria del Consejo Nacional de Nueva Alianza en los 
términos señalados por el Estatuto, dado que la aprobación de la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, así como la 
Ley General de Partidos Políticos, obligan a realizar una Reforma 
Estatutaria en diferentes aspectos. 
 
Es importante señalar que se hace uso de esta posibilidad 
Estatutaria, habida cuenta de los plazos que requeriría una 
Convención Nacional que debiera ser al menos Convocada con 
treinta días de anticipación; esto, aunado a otros aspectos de distinta 

                                                           
40 RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL SOBRE LA PROCEDENCIA 
CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE LAS MODIFICACIONES A LOS ESTATUTOS DEL PARTIDO POLÍTICO NACIONAL 
DENOMINADO NUEVA ALIANZA, REALIZADAS EN CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO TRANSITORIO SÉPTIMO DE 
LA LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES, RELACIONADO CON EL ARTÍCULO 
TRANSITORIO QUINTO DE LA LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS, ASÍ COMO EN EJERCICIO DE SU 
LIBERTAD DE AUTOORGANIZACIÓN 
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naturaleza, permite considerar justificada y urgente esa decisión y 
al no ser posible convocar a la Convención Nacional, deber ser, el 
Consejo Nacional el Órgano de Gobierno que facultado por la propia 
norma estatutaria, permita que se cumpla en tiempo y forma con el 
mandato de Ley.” 

 
En acatamiento a tal resolución, en sesión extraordinaria del Consejo Nacional de 
veintisiete de junio de dos mil catorce, se aprobaron las modificaciones a los 
Estatutos de Nueva Alianza, las cuales se hicieron del conocimiento del Instituto 
Nacional Electoral el once de julio de año en cita. 
 
Como se ha puesto de relieve, no obstante que la Convención Nacional tiene la 
facultad originaria para aprobar las modificaciones a los documentos básicos, el 
Comité de Dirección Nacional, atendiendo a lo complejo que resultaba 
convocar a la Convención Nacional, estimó que debía ser el Consejo 
Nacional quien asumiera esa responsabilidad, en tanto los Estatutos también le 
atribuyen esa competencia, a lo que igualmente había que considerar, el plazo 
para convocar a la Convención Nacional.  
 
Las circunstancias apuntadas, ponen de manifiesto que el procedimiento previsto 
en la normativa interna para la reformar los documentos básicos, en modo alguno 
se constituyó en obstáculo para que Nueva Alianza dejara de acatar 
oportunamente lo ordenado en los artículos transitorios multicitados, ya que tal 
circunstancia llevó al partido a que se ejercieran las atribuciones extraordinarias 
previstas en los ordenamientos que rigen su vida interna para cumplir con esa 
obligación, lo que se hizo antes del treinta de septiembre de dos mil catorce, 
tomando en consideración que se notificó la modificación respectiva al este 
Instituto el once de julio del año en mención. 
 
Partido Verde Ecologista de México. De conformidad con los artículos 12, 13 
fracción II y 15, de los Estatutos vigentes con antelación a la aprobación de las 
modificaciones en cumplimiento al Transitorio Séptimo de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales y Transitorio Quinto de la Ley General 
de Partidos Políticos, la Asamblea Nacional es el órgano de autoridad suprema del 
Partido, quien tiene conferida la atribución de conocer y decidir lo inherente a las 
modificaciones o reformas de los documentos básicos, Estatutos, Declaración de 
Principios y Programa de Acción. 
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-Dicho órgano sesiona de manera ordinaria cada seis años y se convoca por el 

Consejo Político Nacional o los militantes, con cuarenta y cinco días naturales 

antes del día de su celebración, debiendo contener la convocatoria la orden de 

notificar a los Comités Ejecutivos Estatales y del Distrito Federal, a efecto de que 

en los primeros veinte días naturales celebren Asambleas Estatales con el fin de 

elegir delegados nacionales de conformidad a los Estatutos. 

 

-La Asamblea Nacional Extraordinaria se reunirá cada vez que exista una 

situación extraordinaria o urgente. Se convocará con quince días naturales 

anteriores al de su celebración. En casos de extrema urgencia, con diez días de 

anticipación. La Asamblea Nacional Extraordinaria se ocupa únicamente de los 

asuntos señalados en la convocatoria respectiva, de conformidad a las facultades 

establecidas para la Asamblea Nacional Ordinaria. 

 

En acatamiento de la normativa que rige el actuar del Partido Verde Ecologista de 

México, como se desprende del Acuerdo INE/CG276/201441, aprobado por este 

Consejo General en sesión extraordinaria de diecinueve de noviembre de dos mil 

catorce, el Consejo Político Nacional, el diez de septiembre de dos mil catorce, 

convocó a la Asamblea Nacional Extraordinaria a efectuarse el veinticinco 

siguiente, para la aprobación de las modificaciones de sus documentos básicos. 

 

El ejercicio de esta facultad extraordinaria, tuvo como finalidad cumplir en tiempo 

con lo ordenado en los artículos Transitorio Séptimo de Ley General de 

Instituciones y Procedimientos Electorales y Transitorio Quinto de la Ley General 

de Partidos Políticos, publicadas en el Diario oficial de la Federación el 23 de 

mayo de 2014, puesto la próxima Asamblea Nacional Ordinaria, a quien se 

confiere la atribución originaria para aprobar las modificaciones a los 

documentos básicos, la cual se lleva a cabo cada seis años, tendría que 

efectuarse en el mes de septiembre de 2017, puesto que la anterior se 

celebró el catorce de septiembre de dos mil once.  

 

                                                           
41 RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL SOBRE LA PROCEDENCIA 
CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE LAS MODIFICACIONES A LA DECLARACIÓN DE PRINCIPIOS Y A LOS ESTATUTOS 
DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO, REALIZADAS EN CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO TRANSITORIO 
SÉPTIMO DE LA LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES, RELACIONADO CON EL 
ARTÍCULO TRANSITORIO QUINTO DE LA LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS, ASÍ COMO EN EJERCICIO DE 
SU LIBERTAD DE AUTOORGANIZACIÓN. 
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Así, esperar a que se convocara a dicha Asamblea, ello hubiera traído como 

consecuencia que el Partido Verde Ecologista no cumpliera con las obligaciones 

legales, en especial, con la prevista en los citados artículos transitorios de realizar 

las adecuaciones a la normativa interna a más tardar el treinta de septiembre de 

dos mil catorce. Sin embargo, la medida urgente adoptada por el Partido Verde 

Ecologista de México, permitió que las modificaciones fueran notificadas a la 

autoridad electoral administrativa en esa misma fecha. 

 

Partido del Trabajo. De conformidad con los artículos 24, 26, 27 y 29, inciso d), 

de los Estatutos vigentes con antelación a la aprobación de las modificaciones en 

cumplimiento al Transitorio Séptimo de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales y Transitorio Quinto de la Ley General de Partidos 

Políticos, el Congreso Nacional es su órgano máximo de dirección y decisión, y 

tiene como atribución realizar las reformas y los cambios que se consideren 

convenientes en la Declaración de Principios, el Programa de Acción y a los 

Estatutos. 

 

-Sesiona en forma ordinaria cada tres años. Se convoca al menos con dos meses 

de anticipación a su celebración y debe difundirse en forma amplia a todas las 

Instancias estatales. Además, la convocatoria deberá publicarse en un periódico 

de circulación nacional, al menos quince días naturales antes de la celebración del 

Congreso. 

 

-El Consejo Nacional también puede sesionar de forma extraordinaria cuando 

sea necesario. Será convocado con al menos un mes de anticipación a su 

celebración. La convocatoria deberá publicarse en un periódico de circulación 

nacional, al menos quince días naturales antes de la celebración del Congreso. 

 

Partido político nacional Movimiento Ciudadano. En términos de los artículos 

13, párrafo 1, 14, párrafo 2, inciso i) y 16 párrafo 2, de los Estatutos vigentes con 

antelación a la aprobación de las modificaciones en cumplimiento al Transitorio 

Séptimo de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y 

Transitorio Quinto de la Ley General de Partidos Políticos, la Convención Nacional 

Democrática es el órgano máximo de dirección de Movimiento Ciudadano, y tiene 

entre otras atribuciones aprobar y/o convalidar las modificaciones a los 

documentos básicos. 
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-Sesiona de manera ordinaria cada tres años, y es convocado por el Consejo 

Ciudadano Nacional mediante convocatoria que deberá ser comunicada por 

escrito sesenta días antes de su celebración a cada una de las Comisiones 

Operativas Estatales, por conducto de la Comisión Operativa Nacional. 

 

-La Convención Nacional Democrática podrá ser convocada de manera 

extraordinaria para aprobar las reformas a la Declaración de Principios, al 

Programa de Acción y a los Estatutos de Movimiento Ciudadano, pero la 

convocatoria debe expedirse por lo menos con treinta días de anticipación a su 

celebración, o antes de esta temporalidad por causas de urgencia debidamente 

justificadas. 

 

-El Consejo Ciudadano Nacional, en casos de estricta excepción podrá adicionar, 

modificar o ampliar el contenido de algún postulado o precepto de la Declaración 

de Principios, el Programa de Acción o los Estatutos de Movimiento Ciudadano. 

Dicha excepción se determina en casos de apremio impostergable e ineludible y 

estarán sujetos a la convalidación de la Convención Nacional Democrática en su 

sesión posterior. 

 

El Partido del Trabajo y Movimiento Ciudadano presenta una situación diferente, 

en tanto que como se desprende de los acuerdos INE/CG221/201442, e 

INE/CG161/201443, aprobados por el Consejo General el veintidós de octubre y 

veinticinco de septiembre de dos mil catorce, en su orden, si bien convocaron a 

sus órganos máximos facultados para aprobar modificaciones a sus documentos 

básicos, Congreso Nacional y Convención Nacional Democrática, 

respectivamente, antes de que la reforma legal fuera publicada en el Diario Oficial 

de la Federación el veintitrés de mayo de dos mil catorce, puesto que el Partido 

                                                           
42 RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL SOBRE LA PROCEDENCIA 
CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE LAS MODIFICACIONES LOS ESTATUTOS DEL PARTIDO DEL TRABAJO 
REALIZADAS EN CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO TRANSITORIO SÉPTIMO DE LA LEY GENERAL DE 
INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES, RELACIONADO CON EL ARTÍCULO TRANSITORIO QUINTO 
DE LA LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS, ASÍ COMO EN EJERCICIO DE SU LIBERTAD DE 
AUTOORGANIZACIÓN.  
43 RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL SOBRE LA PROCEDENCIA 
CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE LAS MODIFICACIONES A LOS DOCUMENTOS BÁSICOS DEL PARTIDO POLÍTICO 
NACIONAL DENOMINADO MOVIMIENTO CIUDADANO, REALIZADAS EN CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO 
TRANSITORIO SÉPTIMO DE LA LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES, 
RELACIONADO CON EL ARTÍCULO TRANSITORIO QUINTO DE LA LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS, ASÍ 
COMO EN EJERCICIO DE SU LIBERTAD DE AUTOORGANIZACIÓN. 
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del Trabajo convocó el dos de abril de dos mil catorce al 9º. Congreso Nacional 

que se llevaría a cabo el cinco de septiembre ulterior, mientras que Movimiento 

Ciudadano el dieciocho de mayo de dos mil catorce convocó a la Segunda 

Convención Nacional Democrática a celebrarse el diecinueve de junio de ese 

mismo año; también es verdad que realizaron las acciones necesarias para que en 

las fechas previstas, se sometieran a discusión y aprobación las modificaciones y 

adecuaciones que procedieran a sus documentos básicos, notificando al Instituto 

antes del treinta de septiembre de dos mil catorce las modificaciones aprobadas. 

 

Lo expuesto hace palpable la postura asumida por los mencionados partidos 

políticos frente a la reforma legal y las obligaciones derivadas de ello. Por un lado, 

que tuvieron que tomar decisiones urgentes y ejercer las atribuciones 

extraordinarias, atendiendo a las circunstancias particulares que cada uno advertía 

que impedía convocar a su órgano partidario con la atribución originaria para 

modificar o reformar sus documentos básicos con antelación al treinta de 

septiembre de dos mil catorce, las que esencialmente consistieron, una en la 

dificultad, dados los tiempos, para convocar a esos órganos, y la segunda, 

considerando el plazo establecido en el artículo Transitorio Quinto de la Ley 

General de Partidos Políticos. 

 

En el caso del Partido del Trabajo y Movimiento Ciudadano sometieron a sus 

respectivos 9º Congreso Nacional y Convención Nacional Democrática, 

respectivamente, la propuesta de modificación en la fecha previamente señalada. 

  

Por otro, que el plazo de 130 (ciento treinta) días que equivale a 4 (cuatro) meses 

con 8 (ocho) días calendario, que se generó por la publicación y entrada en vigor 

de las reformas legales y la fecha límite del treinta de septiembre de dos mil 

catorce para realizar las adecuaciones a los documentos básicos de los partidos 

políticos, prevista por el legislador en el artículo Transitorio Quinto de la Ley 

General de Partidos Políticos, se estima que es razonable y suficiente para dar 

cumplimiento al mandato ahí previsto; razón de más para estimar que los partidos 

Acción Nacional y de la Revolución Democrática estuvieron en condiciones de 

hacer lo propio a fin de evitar incurrir en alguna infracción legal, lo cual no 

aconteció en la especie. 

 

Es decir, si de los siete Partidos Políticos Nacionales con registro antes del dos mil 

catorce, cinco de ellos ajustaron sus documentos básicos a las disposiciones de 

las leyes electorales publicadas en el Diario Oficial de la Federación el veintitrés 
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de mayo de dos mil catorce, ello evidencia la posibilidad material y jurídica de 

realizar los ajustes pertinentes; por lo que no se justifica que el Partido Acción 

Nacional y el Partido de la Revolución Democrática no acataran el mandato 

contenido en el artículo Quinto Transitorio de la Ley General de Partidos Políticos. 

 

Por otra parte, es relevante la vulneración al principio de legalidad en el actuar de 

los partidos políticos, particularmente al referirse dicha vulneración, al 

incumplimiento de regularización de la normativa partidista que sería aplicable en 

el inmediato Proceso Electoral Federal y los locales respectivos, acción que se 

considera debió tener preponderancia sobre las pretendidas justificaciones 

esgrimidas por los partidos políticos denunciados, al encontrarse establecidas en 

un precepto legal del ordenamiento jurídico que es de orden e interés público. 

 

Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe tener como una 

de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, tendente a disuadir la posible 

comisión de infracciones similares en el futuro, no menos cierto es que en cada 

caso debe ponerse particular atención en las circunstancias objetivas de modo, 

tiempo y lugar, así como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las 

sanciones no resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas 

o irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias, de tal forma que tales 

elementos sea necesario tenerlos también en consideración para que la 

individualización de la sanción sea adecuada.  

 

b. Sanción a imponer  

 

Las sanciones que se pueden imponer a los partidos políticos se encuentran 

especificadas en el artículo 456, párrafo 1, inciso a), de la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos Electorales:  

 

Artículo 456.  

 

1. Las infracciones señaladas en los artículos anteriores serán sancionadas 

conforme a lo siguiente:  

 

a) Respecto de los partidos políticos:  

 

I. Con amonestación pública;  

 



CONSEJO GENERAL 
EXP. UT/SCG/Q/CG/50/INE/97/PEF/5/2014 

73 

II. Con multa de hasta diez mil días de salario mínimo general vigente para el 
Distrito Federal, según la gravedad de la falta. En los casos de infracción a lo 
dispuesto en materia de topes a los gastos de campaña, o a los límites 
aplicables en materia de donativos o aportaciones de simpatizantes, o de los 
candidatos para sus propias campañas, con un tanto igual al del monto 
ejercido en exceso. En caso de reincidencia, la sanción será de hasta el doble 
de lo anterior;  
 
III. Según la gravedad de la falta, con la reducción de hasta el cincuenta por 
ciento de las ministraciones del financiamiento público que les corresponda, 
por el periodo que señale la resolución;  
 
IV. Con la interrupción de la transmisión de la propaganda política o electoral 
que se transmita, dentro del tiempo que le sea asignado por el Instituto, en 
violación de las disposiciones de esta Ley, y  
 
V. En los casos de graves y reiteradas conductas violatorias de la 
Constitución y de esta Ley, especialmente en cuanto a sus obligaciones en 
materia de origen y destino de sus recursos, con la cancelación de su registro 
como partido político.  

 
Como se desprende del artículo inserto, el legislador previó diversas hipótesis de 
sanción a imponer a los partidos políticos por infracciones a la normatividad 
comicial federal, de lo que se deduce que esta autoridad cuenta con la facultad de 
elegir, de entre el catálogo referido, la que a su juicio sea suficiente para disuadir 
la posible vulneración futura a lo establecido en la legislación.  
 
Esto es, en el precepto en comento se establecen indicadores que permiten a la 
autoridad administrativa determinar discrecionalmente qué sanción es la que debe 
imponerse en el caso de que se trate, de acuerdo a la calificación que le haya 
asignado a la transgresión normativa cometida por el sujeto infractor, con el fin de 
suprimir prácticas que vulneren en cualquier forma las disposiciones del 
ordenamiento legal en cita.  
 
Ahora bien, cabe señalar que el máximo órgano jurisdiccional en materia electoral 
ha sostenido que las faltas deben traer consigo una consecuencia suficiente para 
que en el futuro, tanto los individuos que conforman la sociedad, como el sujeto 
infractor de un ilícito, no cometan violaciones nuevas o similares a la normativa, 
toda vez que se expondría el bienestar social como razón última del Estado de 
Derecho.  
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Esto es, la intervención estatal debe ser lo suficientemente apta para desalentar al 
infractor de continuar en su oposición a la ley, ya que de no hacerlo, podrían 
fomentarse tales conductas ilícitas y no quedaría satisfecho el propósito disuasivo 
que está en la naturaleza misma de las sanciones.  
 
Por lo anterior, la sanción que debe imponer esta autoridad debe ser aquella que 
guarde proporción con la gravedad de la falta y las circunstancias particulares del 
caso.  
 
De esta manera, analizados los elementos referidos en el presente considerando, 
esta autoridad electoral estima que debe aplicarse la sanción prevista en el 
artículo 456, párrafo 1, inciso a), fracción III, de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, consistente en una reducción de la ministración 
mensual del financiamiento público que le corresponda para el sostenimiento de 
sus actividades ordinarias permanentes, la cual en términos del propio precepto 
puede ser de hasta el cincuenta por ciento del total que le corresponda. 
 
En el particular, se considera que no es dable aplicar el tope máximo permitido en 
la ley, ya que sería desproporcional y excesiva; sin embargo al tomar en cuenta el 
conjunto de particularidades en que se cometió la infracción, esta autoridad 
determina que dicha reducción debe ser equivalente a la cantidad de 
$1,000,000.00 (Un millón de pesos) para cada uno de los partidos políticos 
denunciados, lo que representa el 1.83% (uno punto ochenta y tres por ciento) 
de la ministración mensual que corresponde al Partido de la Revolución 
Democrática y el 1.39% (uno punto treinta y nueve por ciento) de la 
ministración mensual asignada al Partido Acción Nacional; las que sin ser 
gravosas, sí pueden inhibir a los partidos políticos denunciados para que en el 
futuro vigilen el cumplimiento de las normas de la materia, además de ser 
ejemplificativa y proporcional con la falta, respecto del incumplimiento de observar 
disposiciones de orden público que tenían como finalidad homologar y 
estandarizar la normativa electoral de los institutos políticos frente a disposiciones 
constitucionales y legales, en el actual Proceso Electoral Federal. 

 

c. Reincidencia  

 

Respecto al tema de reincidencia, resulta aplicable la tesis de Jurisprudencia 

41/2010: 

 

“REINCIDENCIA. ELEMENTOS MÍNIMOS QUE DEBEN CONSIDERARSE 

PARA SU ACTUALIZACIÓN. De conformidad con los artículos 14 y 16 de la 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con lo 

dispuesto en los artículos 355, párrafo 5, inciso e), del Código Federal de 

Instituciones y Procedimientos Electorales y 26.1 del Reglamento para la 

Fiscalización de los Recursos de los Partidos Políticos Nacionales, los 

elementos mínimos que la autoridad administrativa electoral debe considerar 

a fin de tener por actualizada la reincidencia, como agravante de una sanción, 

son: 1. El ejercicio o período en el que se cometió la transgresión anterior, por 

la que estima reiterada la infracción; 2. La naturaleza de las contravenciones, 

así como los preceptos infringidos, a fin de evidenciar que afectan el mismo 

bien jurídico tutelado, y 3. Que la resolución mediante la cual se sancionó al 

infractor, con motivo de la contravención anterior, tiene el carácter de firme”. 

 

En el caso, no existen antecedentes en los archivos de esta institución de los que 

se desprenda que los Partidos Acción Nacional y de la Revolución Democrática 

hayan incurrido anteriormente en una falta de esta naturaleza, por lo que el 

presente asunto constituye el primer precedente. 

  

a. Monto del beneficio, lucro, daño o perjuicio derivado de la infracción. 

 

Por el tipo de conducta que se sanciona, no se puede afirmar que los Partidos 

Acción Nacional y de la Revolución Democrática obtuvieron algún lucro con la 

conducta infractora.  

 

b. Condiciones socioeconómicas de los infractores.  

 

Partido Acción Nacional 

 

Sobre este punto, debe considerarse que el Partido Acción Nacional cuenta con 

capacidad económica suficiente para cumplir con la sanción que se le impone; ya 

que mediante el Acuerdo INE/CG01/2015, emitido por el Consejo General del 

Instituto Nacional Electoral en sesión extraordinaria el catorce de enero de dos mil 

quince, se le asignó como financiamiento público para actividades ordinarias 

permanentes en el ejercicio, un total de $858,744,885.31 (ochocientos cincuenta y 

ocho millones setecientos cuarenta y cuatro mil ochocientos ochenta y cinco pesos 

31/100 M.N), cantidad que mensualmente corresponde a un importe de 

$71,562,073.78 (Setenta y un millones quinientos sesenta y dos mil setenta y tres 

pesos 78/100 M.N.); por lo que la sanción impuesta de reducción de ministración 
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por $1,000,000.00 (Un millón de pesos) representa el 1.39% (uno punto treinta 

y nueve por ciento) de la ministración mensual asignada. 

 

Por otra parte, según lo informado mediante oficio 

INE/DEPPP/DE/DPPF/2374/2015, consta que el Partido Acción Nacional tiene 

sanciones que pagar al mes de junio del año en curso, por la cantidad de 

$2,194,846.48 (Dos millones ciento noventa y cuatro mil ochocientos cuarenta y 

seis mil pesos 48/100 M.N.), sin embargo, no se advierte que ello le imposibilite 

pagar la sanción que se le impone en el presente asunto, porque ésta en modo 

alguno afecta el cumplimiento de sus fines y al desarrollo de sus actividades.  

 

De esta forma, debe señalarse que la sanción impuesta constituye una medida 

suficiente para disuadir la posible comisión de infracciones similares en el futuro, 

tomando en consideración los elementos objetivos y subjetivos de la infracción 

cometida por el Partido Acción Nacional, su grado de responsabilidad en el actuar 

ilegal y su capacidad económica.  

 

Partido de la Revolución Democrática 

 

Sobre este punto, debe considerarse que el Partido de la Revolución Democrática 

cuenta con capacidad económica suficiente para cumplir con la sanción que se le 

impone; ya que mediante el Acuerdo INE/CG01/2015, emitido por el Consejo 

General del Instituto Nacional Electoral en sesión extraordinaria el catorce de 

enero de dos mil quince, se le asignó como financiamiento público para 

actividades ordinarias permanentes en el ejercicio, un total de $654,649,116.20 

(seiscientos cincuenta y cuatro millones seiscientos cuarenta y nueve mil ciento 

dieciséis pesos 20/100 M.N.), cantidad que mensualmente corresponde a un 

importe de $54,554,093.02 (cincuenta y cuatro millones quinientos cincuenta y 

cuatro mil noventa y tres pesos 02/100 M.N., por lo que la sanción impuesta de 

reducción de ministración por $1,000,000.00 (Un millón de pesos) representa el 

1.83% (uno punto ochenta y tres por ciento) de la ministración mensual que 

corresponde al Partido de la Revolución Democrática. 

 

Por otra parte, consta que el Partido de la Revolución Democrática tiene 

sanciones que pagar al mes de junio del año en curso, según lo informado 

mediante oficio INE/DEPPP/DE/DPPF/2374/2015, la cual asciende a 

$5,220,564.31 (Cinco millones doscientos veinte mil quinientos sesenta y cuatro 

pesos con treinta y un centavos) sin embargo, no se advierte que ello le 
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imposibilite de cumplir con la sanción que se le impone, porque ésta en modo 

alguno afecta el cumplimiento de sus fines y al desarrollo de sus actividades.  

 

De esta forma, debe señalarse que la sanción impuesta constituye una medida 

suficiente para disuadir la posible comisión de infracciones similares en el futuro, 

tomando en consideración los elementos objetivos y subjetivos de la infracción 

cometida por el Partido de la Revolución Democrática, su grado de 

responsabilidad en el actuar ilegal y su capacidad económica.  

 

c. Impacto en las actividades de los sujetos infractores  

 

Al estimarse que la sanción impuesta no resulta gravosa para los partidos políticos 

denunciados, resulta evidente que tampoco puede afectar sustancialmente el 

desarrollo de sus actividades.  

 

Finalmente, debe señalarse que, en términos del artículo 458, párrafo 7 de la Ley 

General de Instituciones y Procedimientos Electorales, la sanción impuesta a los 

Partidos Acción Nacional y de la Revolución Democrática, será aplicada en la 

siguiente ministración mensual del financiamiento público que por concepto de 

actividades ordinarias permanentes reciba dicho instituto político durante el 

presente año, una vez que haya sido notificada esta resolución. 

 

En virtud de que el procedimiento sancionador tiene dos finalidades, a saber, 

restituir el orden jurídico que se estima vulnerado y la punitiva consistente en 

aplicar la sanción correspondiente al infractor de la legalidad, se estima pertinente 

ordenar al Partido Acción Nacional y al Partido de la Revolución Democrática que, 

dentro de los sesenta días siguientes a la notificación de la presente 

Resolución, contados a partir del siguiente al que concluya el Proceso Electoral 

Federal en curso, someta a consideración de la autoridad electoral la normativa 

partidista que considere procedente para su verificación y análisis respecto del 

apego a la reforma constitucional y legal electoral. 

 

QUINTO. EFECTOS DE LA RESOLUCIÓN. La fijación del plazo de sesenta días 

indicado, se considera razonable y jurídico en razón de que, conforme al análisis 

de la respectiva normativa de cada uno de los partidos políticos denunciados, se 

advierte que dicho plazo es suficiente para que cumplan con la modificación 

estatutaria y reglamentaria atendiendo a sus propias reglas de procedimiento 

modificatorio. 
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En efecto, en el Considerando Tercero, apartado A de la presente Resolución se 

asentó que el Partido Acción Nacional convoca con al menos sesenta, cuarenta y 

cinco y quince días de anticipación a la celebración de la asamblea respectiva, 

siendo este último plazo el que aplicaría para la Asamblea Nacional Extraordinaria 

que conoce de la modificación de los Estatutos, acorde a la regla específica que le 

es aplicable [artículo 19, párrafo 4, inciso a) de los Estatutos], por lo que se estima 

que está en condiciones para realizar los actos preparatorios y para celebrar la 

Asamblea Nacional Extraordinaria con el objeto de cumplir con su deber de 

adecuar su normativa interna al actual régimen; la conclusión anterior, se sustenta 

en el análisis e interpretación de la normativa interna del partido político, la cual al 

haber quedado expuesta en el apartado mencionado, se omite reproducir para 

evitar repeticiones innecesarias. 

 

Por lo que se refiere al Partido de la Revolución Democrática, su Congreso 

Nacional puede reunirse conforme a lo establecido en el artículo 117 de sus 

Estatutos, a saber: 

 

 De manera ordinaria cada tres años. 

 De manera extraordinaria cuando lo convoque el Consejo Nacional. 

 De manera ordinaria, inmediatamente después de las elecciones nacionales 

de su partido. 

 

Dado que el motivo de reunión del Congreso Nacional del partido político será la 

modificación de su normativa interna, para cuyo efecto tenía como fecha límite el 

treinta de septiembre del dos mil catorce, se considera que debe reunirse en 

sesión el Congreso Nacional Extraordinario, el cual, como se mencionó, puede ser 

convocado por el Consejo Nacional, órgano partidista este último que conforme al 

artículo 114, incisos a) y e) tiene la facultad de sesionar extraordinariamente, en 

casos de urgencia, para tratar asuntos que no puedan esperar a ser desahogados 

en la siguiente sesión ordinaria. 

 
Así, de conformidad con la propia normativa del partido, el plazo para la emisión 
de la convocatoria a Consejo Nacional, de manera ordinaria es de cinco días, 
acorde a lo establecido en el inciso d), del artículo 114 del Estatuto partidista, 
lapso que con mayor razón se considera aplicable cuando sesione de manera 
extraordinaria, como en este caso en que es necesario que se reúna para 
convocar a la celebración de un Congreso Nacional Extraordinario con el objeto de 
hacer las modificaciones a su normativa interna. 
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Toda vez que el Consejo Nacional, está facultado conforme al artículo 93, inciso 
n), del Estatuto para organizar el Congreso Nacional y convocar a sus delegados, 
y toda vez que de las normas partidistas no se advierte que deba sujetarse a un 
plazo para la emisión de la convocatoria a Congreso Nacional, se considera que 
éste es discrecional, atendiendo al objeto específico de la celebración del 
Congreso, por lo que, en el particular, se estima suficiente el de sesenta días para 
que el Consejo Nacional se reúna, emita la convocatoria a Congreso Nacional con 
una anticipación razonable a su celebración y, una vez celebrado dicho evento 
partidario, presente ante la autoridad electoral la modificación a su normativa 
estatutaria y reglamentaria. 
 
Además de lo anterior, debe tenerse en cuenta que el plazo que se fija para el 
cumplimiento de la presente Resolución no constituye un nuevo punto de partida a 
partir del cual, los partidos políticos denunciados, tengan la oportunidad de cumplir 
lo dispuesto en el artículo quinto transitorio de la Ley General de Partidos Políticos 
en el mismo o similar número de días que les concedió el legislador al emitir la 
precitada ley, ya que dicho plazo se estableció para hipótesis ordinarias de 
cumplimiento de la norma y se agotó el treinta de septiembre de dos mil catorce, 
por lo que desde el día siguiente de la fecha indicada, los partidos políticos 
denunciados han incurrido en una omisión legal que vulnera el orden jurídico, 
situación extraordinaria que amerita la fijación de un plazo abreviado y distinto del 
ordinario previsto por el legislador con la finalidad de restituir el orden jurídico 
vulnerado a la brevedad posible. 
 
Lo razonable del plazo de sesenta días concedido para que los partidos 
denunciados formulen las modificaciones a sus documentos básicos, se justifica 
en la circunstancia de que la restitución al orden jurídico vulnerado depende del 
pleno cumplimiento a lo mandatado en el artículo Transitorio Quinto de la Ley 
General de Partidos Políticos, lo que debe hacerse a la brevedad posible; es decir, 
en el lapso suficiente en que la conducta pueda materializarse, en otras palabras, 
en el plazo que prudentemente resulte idóneo, en tanto que dicho ordenamiento 
estableció un deber exigible desde el treinta de septiembre de dos mil catorce. 
 
En esas condiciones, para reestablecer la violación a la normativa electoral a la 
brevedad posible, este Consejo General estima que en modo alguno sería factible 
jurídicamente otorgar de nueva cuenta un plazo similar al concedido por el 
legislador en el citado artículo Quinto Transitorio; menos aún, el previsto en las 
normas estatutarias del Partido Acción Nacional y del Partido de la Revolución 
Democrática, porque ello supondría prolongar por mayor tiempo la violación 
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cometida en demérito del Estado de Derecho, más bien, debe concederse el que 
se estime prudente y suficiente para que los partidos políticos denunciados estén 
en posibilidad de subsanar la omisión y ajustar sus Estatutos y normativa interna 
al actual marco legal, con la finalidad de garantizar el principio de seguridad 
jurídica, que consiste esencialmente, en que los ciudadanos conozcan los 
derechos que les asisten, así como la forma de ejercerlos.  
 
En efecto, esta autoridad electoral administrativa de conformidad con los artículos 
5, 44 párrafo 1, inciso j), aa) y 459 párrafo 1, inciso a), de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, y 5 de la Ley General de Partidos 
Políticos, debe velar por la estricta aplicación de dichos ordenamientos, así como 
vigilar su observancia; de manera que en caso de desacato, está compelida a 
imponer las sanciones que en derecho procedan, y restaurar el Estado de 
Derecho. 
 
En este orden de ideas, esta autoridad considera que para dar cabal cumplimiento 
a lo previsto en dichos numerales, dada la naturaleza de la violación reclamada 
que está vinculada con los derechos políticos-electorales de los ciudadanos, el 
plazo de sesenta días para acatar el mandato legal que se dejó de atender, 
garantiza la observancia de la ley sin incurrir en dilaciones e imponer una carga 
excesiva a los partidos denunciados, puesto que mantener por más tiempo la 
transgresión al orden legal en materia electoral, implicaría que se siguieran 
vulnerando los derechos de la ciudadanía y de los militantes y afiliados a los 
Partidos Acción Nacional y de la Revolución Democrática, así como de los actores 
políticos en general, sin justificación alguna. 
 
En efecto, el concepto jurídico de plazo razonable, se emplea en diversos campos 
del derecho, precisamente para fijar la razonabilidad de la temporalidad en que 
deben llevarse a cabo los diversos actos procesales –en mayor medida en el 
ámbito penal-, con la finalidad de que no se prolonguen en el tiempo y cause un 
daño permanente al interesado, porque existe un interés de las autoridades del 
Estado de remediar una situación que puede generar un perjuicio irreparable. 
 
Si bien lo relativo al plazo razonable se aplica en la mayoría de los casos 
tratándose de violaciones al debido proceso y al derecho de tutela judicial efectiva, 
garantizados en los artículos 14, 16 y 17, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en su esencia tal figura también cobra relevancia 
respecto a la violación a cualquier otro derecho, cuando se deban llevar a cabo 
actos o conductas que han dejado de producirse, que por la naturaleza de la 
omisión trastoca el núcleo esencial del orden jurídico, los derechos fundamentales 
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que se protegen, de ahí que debe procurarse la restitución de los derechos 
violados y del orden jurídico en el menor tiempo posible razonablemente. 
 
En este orden de ideas, el plazo razonable no solo cobra aplicación en actos 
procesales dentro de un juicio o procedimiento administrativo seguido en forma de 
juicio, para que se respete el debido proceso, sino también para el cumplimiento 
de las determinaciones administrativas o jurisdiccionales que se emitan con el 
propósito de restituir la vigencia del marco legal inobservado. 
 
Así, es frecuente que tratándose de resoluciones jurisdiccionales o administrativa 
en que se impone una conducta de hacer, se establezca un plazo o término 
preciso acorde con las circunstancias del caso para su ejecución; o en su defecto, 
se utilicen expresiones como “inmediatamente”, “a la brevedad posible”, “a la 
brevedad”, “sin demora”, “cuanto antes”, “en el menor tiempo posible”, o bien, si se 
tiene que ejercer un derecho o cumplir una obligación que la propia norma fija 
cuando debe ejercerse o cumplirse, se ordena se lleve a cabo “antes de que tal 
hipótesis se actualice”, como sucede en nuestro orden jurídico electoral conforme 
a lo dispuesto en el artículo 105, fracción II, de la Constitución Federal, el cual 
establece que Las leyes electorales federal y locales deberán promulgarse y 
publicarse por lo menos noventa días antes de que inicie el Proceso Electoral en 
que vayan a aplicarse, por lo que de darse el caso, se impondría la obligación de 
hacer, antes de que se actualice esa temporalidad. 

 
Al respecto, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación como la Suprema Corte de Justicia de la Nación, han seguido esta 
orientación tratándose de omisiones legislativas de los Congresos locales, para 
restituir los derechos del gobernado afectados por la conducta omisiva. 
 
Criterios que aplican en el asunto que se resuelve, porque mutatis mutandi la 
infracción acreditada consiste en la omisión de adecuar los documentos básicos 
de los partidos denunciados al orden jurídico electoral vigente, procedimiento de 
modificación que implica un acto legislativo intrapartidario, como también lo ha 
sostenido el Tribunal Electoral en diversos fallos44. 
 
En principio, se debe señalar que la Sala Superior al resolver el tres de septiembre 
de dos mil tres, el juicio para la protección de los derechos político-electorales de 
los ciudadanos identificado con la clave SUP-JDC-21/2002, tratándose de la 

                                                           
44 SUP-JDC-848/2015; SUP-JDC-835/2015; SUP-JDC-2507/2014, entre otros. 
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acreditación de una omisión de modificación a los Estatutos del Partido Verde 
Ecologista de México, determinó lo siguiente: 

 
 “En tal virtud, el Consejo General del Instituto Federal Electoral debe 
ordenar al Partido Verde Ecologista de México, que en los términos 
establecidos en sus disposiciones estatutarias vigentes, en el plazo de 
sesenta días, contado a partir de que el referido consejo notifique 
personalmente esa determinación, que dicho partido político modifique sus 
Estatutos, para que éstos sean acordes con lo determinado en la presente 
ejecutoria”.  

 
Como se observa, en este caso la máxima autoridad jurisdiccional en la materia, 
consideró razonable imponer al mencionado instituto político sesenta días para 
modificar su norma estatutaria para dar cumplimiento a la ejecutoria pronunciada. 
 
Asimismo, en diversas ejecutorias ha determinado que “a la brevedad posible”, “de 
inmediato”, “en el menor tiempo posible”, etcétera, se deben emitir las 
disposiciones respectivas cuando ha tenido por acreditada alguna omisión 
legislativa, y para que el Congreso local involucrado subsane esa omisión. En vía 
de ejemplo, se pueden citar las sentencias recaídas a los medios de impugnación 
siguientes: SUP-JRC-122/2013, SUP-JDC-247/2014 y acumulados; SUP-JDC-
485/204; SUP-JDC-2665/2014; SUP-JDC-2813/2014; SUP-JE-18/2014. 
 
No obstante los plazos concedidos, en algunos casos estos han sido muy 
restringidos, ergo, en el SUP-JDC-247/2014 resuelto el catorce de mayo de dos 
mil catorce, en el que la Sala Superior tuvo por acreditada una omisión legislativa 
imputada Congreso del estado de Nuevo León, le ordenó que a la brevedad 
posible la subsanara, tomando en considerando la proximidad del Proceso 
Electoral local en Nuevo León (primera semana de octubre de 2014) y que el 
segundo periodo de sesiones del Congreso Local terminaría el 1 de junio de 2014. 
En estos términos, a la legislatura local se le concedieron y sólo contó con 16 días 
para cumplir con lo ordenado en la ejecutoria de mérito; lo que igualmente la Sala 
Superior consideró como un plazo razonable. 
 
Como se indicó en párrafos precedentes, la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha resulto conforme a los parámetros apuntados, basta hacer referencia a 
algunas de las sentencias pronunciadas para percatarse de ello. 
 
En la acción de inconstitucionalidad 21/2009 promovida por el Partido de la 
Revolución Democrática, declaró la invalidez de los artículos 24, párrafo último, y 
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321 del Código Electoral del Estado de Tamaulipas, en tanto presentaban una 
omisión legislativa consistente, respectivamente, en regular de manera deficiente 
las bases del principio de representación proporcional en la integración del 
Congreso estatal, al desatender el establecimiento de un límite a la 
sobrerrepresentación del partido dominante, y en regular también de manera 
deficiente las sanciones aplicables a los sujetos de responsabilidad mencionados 
en el precepto 311, fracción V, del propio Código; omisión que la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación ordenó debía subsanarse a la brevedad posible y con 
anterioridad a que iniciara el próximo Proceso Electoral. 
 
En la ejecutoria de nueve de diciembre de dos mil ocho, emitida en la acción de 
inconstitucionalidad 118/2008 en que el Partido de la Revolución Democrática 
denunció al Poder Legislativo del Estado de Morelos por el incumplimiento a la 
reforma constitucional de 13 de noviembre de 2007, alegando entre otras cosas 
que omitió establecer una regla de recuento de votos conforme con el artículo 116, 
fracción IV, inciso l), de la Constitución Federal, porque en la legislación del 
Estado no se establecía modelo, sistema o disposición alguna para esos efectos, 
la Corte concluyó que era fundada la omisión alegada, y ordenó que el 
mencionado órgano legislativo local debía legislar a la brevedad posible, para 
suplir la deficiencia legal apuntada, la que debería quedar subsanada antes de la 
celebración de la próxima Jornada Electoral, es decir, antes del día 5 de julio de 
2009. 
 
En la ejecutoria emitida el veintitrés de agosto de dos mil uno, en las acciones de 
inconstitucionalidad 22/2001 y acumuladas, promovidas por Convergencia por la 
Democracia, Partido de la Sociedad Nacionalista y Alianza Social, la Suprema 
Corte de Justicia ordenó a la legislatura del Estado de Hidalgo que regulara lo 
relativo al financiamiento público para actividades generales de los partidos 
políticos de reciente creación, y otorgó al legislador de dicha entidad federativa un 
plazo de 20 días naturales para dar cumplimiento a los términos de la sentencia y 
expedir la normatividad antes indicada.  
 
En la ejecutoria pronunciada el dieciocho de febrero de dos mil tres, en la acción 
de inconstitucionalidad 27/2002, presentada por el Partido de la Revolución 
Democrática en contra del Congreso de Quinta Roo, la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación inconstitucional el artículo 38 de la Ley Orgánica del Instituto 
Electoral de Quintana Roo, al señalar que las ausencias temporales del Secretario 
General serían cubiertas por el Director Jurídico del Instituto, por lo que la 
Suprema Corte de Justicia requirió al Congreso del Estado para que por lo menos 
noventa días antes de que inicie el Proceso Electoral, adecuara la norma. 
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Los antecedentes referidos, permiten concluir que existen diversos parámetros 
para ordenar se subsanen las omisiones legislativas, entre las que podemos 
encuadrar los procedimientos de modificación de los documentos básicos de los 
partidos, como son: el señalamiento de plazos precisos, o bien, que se subsanen 
lo más pronto posible, lo que depende de las particularidades del caso. 
 
En este contexto, este Consejo General estima que el plazo de sesenta días que 
se otorga a los partidos denunciados para que adecuen, de ser el caso, su 
normativa interna a la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y 
Ley General de Partidos Políticos es prudente, suficiente y razonable para restituir 
el orden jurídico transgredido; pues aun cuando podría pensarse que ante la 
conclusión del procesos electoral federal 2014-2015 y los respectivos Procesos 
Electorales Locales en que debían aplicar esas modificaciones, no existe premura 
en atender esas circunstancias, lo cierto es que el plazo concedido por el 
legislador para adecuar los documentos básicos de los partidos políticos a las 
nuevas leyes electorales terminó el treinta de septiembre de dos mil catorce y la 
finalidad de la decisión que adopta esta autoridad electoral administrativa, tiene 
como objeto restituir a la brevedad posible, en un plazo no mayor a sesenta días, 
la regularidad del orden jurídico electoral del país. 
 
Además, no debe pasar inadvertido, que adicionalmente a esos sesenta días, los 
partidos cuentan con un tiempo agregado que comprende de la fecha en que se 
emite esta determinación a la fecha en que concluya el Proceso Electoral Federal, 
lo que sucederá una vez que el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación resuelva el último de los medios de impugnación promovidos en contra 
de los resultados de las elecciones de diputados federales, tiempo que pueden 
emplear para iniciar el procedimiento de modificación estatutaria y analizar las 
disposiciones que deben adecuar, ya que si bien, el artículo 34, párrafo 2, de la 
Ley General de Partidos Políticos establece que en ningún caso podrán 
modificarse los documentos básicos iniciado el Proceso Electoral, tal prescripción 
en modo alguno puede entenderse como impedimento legal para iniciar el 
procedimiento de adecuación, pues lo que no se debe hacer es modificar los 
derechos y la forma de ser ejercidos.  
 
SEXTO. MEDIO DE IMPUGNACIÓN. A efecto de garantizar el derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva contenido en el artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos,45 debe precisarse que en términos de lo dispuesto en 

                                                           
45 Al respecto, resultan orientadoras las siguientes tesis aisladas emitidas por tribunales del Poder Judicial de la Federación: Décima Época, Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro VI, Marzo de 2012, Tomo 2, Materia: Constitucional, 
Tesis: III.40. (III Región) 6 K (10ª), Página: 1481, Rubro: “TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. PARA LOGRAR LA EFICACIA DE ESE DERECHO 
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el artículo 42 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 
Electoral, la presente determinación es impugnable mediante el recurso de 
apelación. 
 
Por lo expuesto y fundado, se emite la siguiente 
 
 

R E S O L U C I Ó N 
 
 
PRIMERO. Es fundado el procedimiento ordinario sancionador instaurado contra 
el Partido Acción Nacional y el Partido de la Revolución Democrática, en términos 
del Considerando Tercero. 
 
SEGUNDO. El Partido Acción Nacional y el Partido de la Revolución Democrática 
son responsables de la infracción administrativa prevista en el artículo 443, 
apartado 1, inciso a), de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, en términos del Considerando Tercero. 
 
TERCERO. Se determina que la infracción es de gravedad especial y se impone al 
Partido Acción Nacional una sanción consistente en reducción de ministración 
por $1,000,000.00 (Un millón de pesos) equivalente al 1.39% (uno punto treinta 
y nueve por ciento) de su ministración mensual, por las razones expuestas en el 
Considerando Cuarto. 
 
CUARTO. Se determina que la infracción es de gravedad especial y se impone al 
Partido de la Revolución Democrática una sanción consistente en reducción 
de ministración por $1,000,000.00 (Un millón de pesos) equivalente al 1.83% 
(uno punto ochenta y tres por ciento) de su ministración mensual, por las 
razones expuestas en el Considerando Cuarto. 
 
QUINTO. En términos del artículo 458, párrafo 7, de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las sanciones impuestas a los partidos 
políticos denunciados serán aplicadas en la siguiente ministración mensual del 
financiamiento público que por concepto de actividades ordinarias permanentes 
reciban dichos institutos políticos durante el presente año, una vez que haya sido 
legalmente notificada la presente Resolución. 

                                                                                                                                                                                 
HUMANO LOS JUZGADORES DEBEN DESARROLLAR LA POSIBILIDAD DEL RECURSO JUDICIAL”, y Décima Época, Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 4, Materia: Constitucional, Tesis: 
II.8º. (I Región) 1 K (10ª.), Página: 2864, Rubro: “TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. EL ACCESO A UN RECURSO EFECTIVO, SENCILLO Y RÁP IDO, 
ES CONSECUENCIA DE ESE DERECHO FUNDAMENTAL.” 
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SEXTO. Se ordena al Partido Acción Nacional y al Partido de la Revolución 
Democrática que, dentro de los sesenta días hábiles siguientes a la 
conclusión del Proceso Electoral Federal, someta a consideración de la 
autoridad electoral la normativa partidista que considere procedente para su 
verificación y análisis respecto del apego a la reforma constitucional y legal 
electoral. 
 
SÉPTIMO. La presente Resolución es impugnable a través del recurso de 
apelación previsto en el artículo 42 de la Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral. 
 
Notifíquese por oficio a la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos 
Políticos de este instituto; y por estrados a los demás interesados; lo anterior, con 
fundamento en los artículos 28, 29 y 30 del Reglamento de Quejas y Denuncias 
del Instituto Nacional Electoral.  
 
En su oportunidad, archívese el expediente en que se actúa, como asunto total y 
definitivamente concluido. 
 
La presente Resolución fue aprobada en lo general en sesión extraordinaria del 
Consejo General celebrada el 13 de julio de dos mil quince, por votación unánime 
de los Consejeros Electorales, Licenciado Enrique Andrade González, Maestro 
Marco Antonio Baños Martínez, Maestra Adriana Margarita Favela Herrera, 
Maestra Beatriz Eugenia Galindo Centeno, Doctor Ciro Murayama Rendón, Doctor 
Benito Nacif Hernández, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña, Licenciada Alejandra 
Pamela San Martín Ríos y Valles, Maestro Arturo Sánchez Gutiérrez, Licenciado 
Javier Santiago Castillo y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova 
Vianello. 
 
Se aprobó en lo particular el Punto Resolutivo Primero, por diez votos a favor de 
los Consejeros Electorales, Licenciado Enrique Andrade González, Maestro Marco 
Antonio Baños Martínez, Maestra Adriana Margarita Favela Herrera, Maestra 
Beatriz Eugenia Galindo Centeno, Doctor Ciro Murayama Rendón, Doctor Benito 
Nacif Hernández, Licenciada Alejandra Pamela San Martín Ríos y Valles, Maestro 
Arturo Sánchez Gutiérrez, Licenciado Javier Santiago Castillo y del Consejero 
Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello y un voto en contra del Consejero 
Electoral, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña. 
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Se aprobó en lo particular el Punto Resolutivo Segundo, por diez votos a favor de 
los Consejeros Electorales, Licenciado Enrique Andrade González, Maestro Marco 
Antonio Baños Martínez, Maestra Adriana Margarita Favela Herrera, Maestra 
Beatriz Eugenia Galindo Centeno, Doctor Ciro Murayama Rendón, Doctor Benito 
Nacif Hernández, Licenciada Alejandra Pamela San Martín Ríos y Valles, Maestro 
Arturo Sánchez Gutiérrez, Licenciado Javier Santiago Castillo y del Consejero 
Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello y un voto en contra del Consejero 
Electoral, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña. 
 
Se aprobó en lo particular el Punto Resolutivo Tercero, en la parte relativa a la 
calificación de la sanción como de gravedad especial, por nueve votos a favor de 
los Consejeros Electorales, Licenciado Enrique Andrade González, Maestro Marco 
Antonio Baños Martínez, Maestra Adriana Margarita Favela Herrera, Maestra 
Beatriz Eugenia Galindo Centeno, Doctor Ciro Murayama Rendón, Doctor Benito 
Nacif Hernández, Maestro Arturo Sánchez Gutiérrez, Licenciado Javier Santiago 
Castillo y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello, y dos votos 
en contra de los Consejeros Electorales, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña y 
Licenciada Alejandra Pamela San Martín Ríos y Valles. 
 
Se aprobó en lo particular el Punto Resolutivo Tercero, en la parte relativa a la 
determinación del monto de la sanción consistente en la reducción de la 
ministración al Partido Acción Nacional por $1,000,000.00 (un millón de pesos) 
equivalente al 1.39 (uno punto treinta y nueve) de su ministración mensual, por 
ocho votos a favor de los Consejeros Electorales, Licenciado Enrique Andrade 
González, Maestro Marco Antonio Baños Martínez, Maestra Adriana Margarita 
Favela Herrera, Maestra Beatriz Eugenia Galindo Centeno, Doctor Ciro Murayama 
Rendón, Doctor Benito Nacif Hernández, Maestro Arturo Sánchez Gutiérrez y del 
Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello, y tres votos en contra de 
los Consejeros Electorales, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña, Licenciada 
Alejandra Pamela San Martín Ríos y Valles y Licenciado Javier Santiago Castillo. 
 
Se aprobó en lo particular el Punto Resolutivo Cuarto, en la parte relativa a la 
calificación de la sanción como de gravedad especial, por nueve votos a favor de 
los Consejeros Electorales, Licenciado Enrique Andrade González, Maestro Marco 
Antonio Baños Martínez, Maestra Adriana Margarita Favela Herrera, Maestra 
Beatriz Eugenia Galindo Centeno, Doctor Ciro Murayama Rendón, Doctor Benito 
Nacif Hernández, Maestro Arturo Sánchez Gutiérrez, Licenciado Javier Santiago 
Castillo y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello, y dos votos 
en contra de los Consejeros Electorales, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña y 
Licenciada Alejandra Pamela San Martín Ríos y Valles. 
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Se aprobó en lo particular el Punto Resolutivo Cuarto, en la parte relativa a la 

determinación del monto de la sanción consistente en la reducción de la 

ministración al Partido de la Revolución Democrática por $1,000,000.00 (un millón 

de pesos) equivalente al 1.83 (uno punto ochenta y tres) de su ministración 

mensual, por ocho votos a favor de los Consejeros Electorales, Licenciado Enrique 

Andrade González, Maestro Marco Antonio Baños Martínez, Maestra Adriana 

Margarita Favela Herrera, Maestra Beatriz Eugenia Galindo Centeno, Doctor Ciro 

Murayama Rendón, Doctor Benito Nacif Hernández, Maestro Arturo Sánchez 

Gutiérrez y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello, y tres 

votos en contra de los Consejeros Electorales, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña, 

Licenciada Alejandra Pamela San Martín Ríos y Valles y Licenciado Javier 

Santiago Castillo. 

 

Se aprobó en lo particular el Punto Resolutivo Sexto, por siete votos a favor de los 

Consejeros Electorales, Licenciado Enrique Andrade González, Maestro Marco 

Antonio Baños Martínez, Maestra Adriana Margarita Favela Herrera, Maestra 

Beatriz Eugenia Galindo Centeno, Doctor Ciro Murayama Rendón, Licenciado 

Javier Santiago Castillo y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova 

Vianello, y cuatro votos en contra de los Consejeros Electorales, Doctor Benito 

Nacif Hernández, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña, Licenciada Alejandra 

Pamela San Martín Ríos y Valles y Maestro Arturo Sánchez Gutiérrez. 
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